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-Del diputado señor Norambuena, eventuales irregularidades relacionadas con la construcción de casetas sanitarias en el sector de Villa Los Ríos, comuna de Los Álamos. 
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I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (110)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Alvarado Andrade, Claudio
UDI
X
58

Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro
RN
VII
38

Allende Bussi, Isabel
PS
RM
29

Araya Guerrero, Pedro
PDC
II
4

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Bayo Veloso, Francisco
RN
IX
48

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Caraball Martínez, Eliana
PDC
RM
27

Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo Vidaurrazaga, Patricio
PDC
V
11

Cristi Marfil, María Angélica
IND
RM
24

Cubillos Sigall, Marcela
UDI
RM
21

Díaz Del Río, Eduardo
UDI
IX
51

Dittborn Cordua, Julio
UDI
RM
23

Egaña Respaldiza, Andrés
UDI
VIII
44

Encina Moriamez, Francisco
PS
IV
8

Errázuriz Eguiguren, Maximiano
RN
RM
29

Escalona Medina, Camilo
PS
VIII
46

Escobar Urbina, Mario
UDI
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Forni Lobos, Marcelo
UDI
V
11

Galilea Carrillo, Pablo
RN
XI
59

Galilea Vidaurre, José Antonio
RN
IX
49

García García, René Manuel
RN
IX
52

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
UDI
VI
32

Girardi Lavín, Guido
PPD
RM
18

González Román, Rosa
UDI
I
1

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Guzmán Mena, Pía
RN
RM
23

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hidalgo González, Carlos
ILC
V
15

Ibáñez Santa María, Gonzalo
IND-UDI
V
14

Ibáñez Soto, Carmen
IND-RN
V
13

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
X
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jeame Barrueto, Víctor
PPD
VIII
43

Jiménez Villavicencio, Jaime
PDC
RM
31

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Kuschel Silva, Carlos Ignacio
RN
X
57

Leal Labrín, Antonio
PPD
III
5

Leay Morán, Cristián
UDI
RM
19

Letelier Morel, Juan Pablo
PS
VI
33

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VIII
42

Longton Guerrero, Arturo
RN
V
12

Longueira Montes, Pablo
UDI
RM
17

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Luksic Sandoval, Zarko
PDC
RM
16

Martínez Labbé, Rosauro
IND-RN
VIII
41

Masferrer Pellizzari, Juan
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Mella Gajardo, María Eugenia
PDC
V
10

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Molina Sanhueza, Darío
UDI
IV
9

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
VIII
42

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Mora Longa, Waldo
PDC
II
3

Moreira Barros, Iván
UDI
RM
27

Mulet Martínez, Jaime
PDC
III
6

Muñoz Aburto, Pedro
PS
XII
60

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
IV
9

Navarro Brain, Alejandro
PS
VIII
45

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Olivares Zepeda, Carlos
PDC
RM
18

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Palma Flores, Osvaldo
RN
VII
39

Paredes Fierro, Iván
IND-PS
I
1

Pareto Vergara, Cristián
PDC
RM
20

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lobos, Aníbal
PPD
VI
35

Pérez Opazo, Ramón
IND-UDI
I
2

Pérez Varela, Víctor
UDI
VIII
47

Prieto Lorca, Pablo
IND-UDI
VII
37

Quintana Leal, Jaime
PPD
IX
49

Rebolledo González, Víctor Manuel
PPD
IV
7

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Riveros Marín, Edgardo
PDC
RM
30

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rossi Ciocca, Fulvio
IND-PS
I
2

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17

Saffirio Suárez, Eduardo
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Salas De la Fuente, Edmundo
PDC
VIII
45

Sánchez Grunert, Leopoldo
PPD
XI
59

Seguel Molina, Rodolfo
PDC
RM
28

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND-PDC
VI
34

Silva Ortiz, Exequiel
PDC
X
53

Tapia Martínez, Boris
PDC
VII
36

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Tuma Zedan, Eugenio
PPD
IX
51

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Uriarte Herrera, Gonzalo
UDI
RM
31

Urrutia Bonilla, Ignacio
ILC
VII
40

Valenzuela Van Treek, Esteban
PPD
VI
32

Varela Herrera, Mario
UDI
RM
20

Vargas Lyng, Alfonso
RN
V
10

Venegas Rubio, Samuel
PRSD
V
15

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
RN
III
5

Villouta Concha, Edmundo
PDC
IX
48

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
ILC
X
54

Walker Prieto, Patricio
PDC
IV
8


-Con permiso constitucional estuvieron ausentes los diputados señores Sergio Aguiló y Juan Bustos.


-Asistieron, además, los senadores señores José Antonio Viera-Gallo y Juan Antonio 
Coloma.


-Concurrieron, también, los ministros de Educación Pública, señora Mariana Aylwin; de Justicia, señor José Antonio Gómez, y de la Secretaría General de Gobierno, señor Heraldo Muñoz.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 11.05 horas.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- El acta de la sesión 5ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 6ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- El señor Prosecretario dará lectura a la Cuenta.


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a los documentos recibidos en la Secretaría.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Sobre la Cuenta, tiene la palabra el diputado señor Alvarado.


El señor ALVARADO.- Señora Presidenta, en el número uno de la Cuenta figura el retiro del proyecto, enviado a la Comisión especial de Zonas Extremas, que crea la bonificación a la contratación de mano de obra en las regiones de Magallanes y Aisén, y en las provincias de Arica, Parinacota, Chiloé y Palena. Sin embargo, hace unos días ingresó un nuevo proyecto sobre la misma materia, con el boletín Nº 3107-05.


Solicito que el nuevo proyecto sea enviado a la Comisión especial de Zonas Extremas.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado por el diputado señor Alvarado?

No hay acuerdo.

PREFERENCIA PARA TRATAR PROYECTOS DE ACUERDO.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Recondo.


El señor RECONDO.- Señora Presidenta, un grupo de diputados de la Alianza por Chile presentó un proyecto de acuerdo para formar una Comisión investigadora de los hechos de corrupción dados a conocer recientemente.


Solicitamos que recabe la unanimidad de la Sala para que sea visto en el primer lugar del tiempo destinado a la discu-
sión de los proyectos de acuerdo de esta sesión.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- ¿Fue ingresado el proyecto de acuerdo, señor diputado?


El señor RECONDO.- Sí, señora Presidenta.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Pedro Muñoz.


El señor MUÑOZ (don Pedro).- Señora Presidenta, los diputados del Partido por la Democracia, del partido Socialista y del partido Radical Social Demócrata también presentamos un proyecto de acuerdo en ese sentido, el cual pedimos ver con prioridad en el tiempo destinado a los proyectos de acuerdo de esta sesión.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Recondo.


El señor RECONDO.- Señora Presidenta, lo que hemos solicitado es que el proyecto de acuerdo presentado por diputados de la Alianza por Chile sea visto en el primer lugar, porque así ingresó a la Secretaría.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Hay un reglamento explícito sobre ese punto, señor diputado. Se les da lectura de acuerdo con el orden de ingreso.


Solicito el acuerdo de la Sala para que ambos sean vistos en el primer lugar de la hora de los proyectos de acuerdo de la sesión de hoy.


Tiene la palabra el diputado señor Aníbal Pérez.


El señor PÉREZ (don Aníbal).- Señora Presidenta, estamos dispuestos a dar el asentimiento, siempre y cuando se vean los dos proyectos. No entiendo cuál es el problema.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Es lo que estoy solicitando de la Sala, señor diputado.


Tiene la palabra el diputado señor Burgos.


El señor BURGOS.- Señora Presidenta, no creo que exista problema para dar el acuerdo, en el entendido de que lo que pretendemos es pronunciarnos sobre esa materia en el primer lugar del tiempo destinado a los proyectos de acuerdo, y que demos prioridad, en el orden en que se presenten, a todos los proyectos sobre la materia, no sólo a los presentados, sino también a los que puedan llegar en el curso de la mañana.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Muy bien, señor diputado.


¿Habría acuerdo para tratar ambos proyectos?


Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA
CALIFICACIÓN DE LA PRODUCCIÓN CINEMATOGRÁFICA. Informe de la Comisión Mixta.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Corresponde conocer el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto sobre calificación de la producción cinematográfica. 


Antecedentes:


-Informe de la Comisión Mixta, boletín Nº 2675-04, sesión 4ª, en 9 de octubre de 2002. Documentos de la Cuenta Nº 3.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- La ministra de Educación, señora Mariana Aylwin, solicita que recabe el acuerdo de los señores diputados para que el subsecretario de la cartera, señor José Weinstein, pueda ingresar a la Sala y estar presente en el debate de este proyecto.


¿Habría acuerdo?


No hay acuerdo.


Tiene la palabra el ministro secretario general de Gobierno, señor Heraldo Muñoz.


El señor MUÑOZ (ministro secretario general de Gobierno).- Señora Presidenta, honorables diputados:


Al presentar el proyecto sobre calificación de la producción cinematográfica, quiero comenzar por valorar los progresos que hemos tenido como país en materia de libertad de expresión, en los que este Congreso y los legisladores han jugado un papel muy significativo.


Las libertades de expresión y de creación artística son importantes derechos consagrados en la Constitución y en diversos pactos internacionales suscritos por Chile. En particular, estas normas las encontramos en los números 12º y 25º del artículo 19 de la Carta Fundamental. Pero, paradójicamente, la normativa que debe dar cumplimiento a este mandato constitucional es el decreto ley 
Nº 679, de 1974, que establece un sistema de censura y de calificación cinematográfica anacrónico, el cual, además, contempla la posibilidad de rechazar una producción cinematográfica. 


La reforma constitucional aprobada por el Congreso y publicada en el Diario Oficial el 25 de agosto de 2001, eliminó la censura cinematográfica, sustituyéndola por un nuevo sistema de calificación, mediante un proyecto largamente discutido en ambas cámaras del Congreso Nacional, cuyo texto, concordado finalmente por una Comisión Mixta, es sometido hoy a vuestra consideración.


Para el Gobierno y, creo, para todos, la libertad de expresión es un pilar insustituible de la democracia moderna, la que no es concebible sin la existencia de un debate libre, sin la circulación y difusión de todas las opiniones, sin derechos para que la minoría pueda manifestarse.


En tal perspectiva, la libertad de expresión conlleva una doble dimensión: jurídica y política. Por una parte, es un derecho ciudadano individual de poder manifestar pensamiento, opinión, creación artística sin la existencia de censura previa; por otra, la libertad de expresión es también un derecho colectivo para conocer opiniones y expresiones diversas.


En tal sentido, cuando hay un sometimiento a censura previa, no sólo se afecta al individuo, sino que se priva a toda la sociedad de conocer una publicación, un pensamiento, una opinión, un filme o una determinada expresión artística. 


Con el proyecto que hoy vota la Cámara para eliminar la censura cinematográfica, estamos avanzando como país, de manera que la libertad de expresión sea concebida integralmente, dejando atrás épocas marcadas por prohibiciones, censuras, intolerancias y la existencia de verdades únicas que dejaban al ciudadano como menor de edad.


Queremos resaltar que, como país, debemos considerar el ordenamiento jurídico internacional. La imagen de Chile en el mundo no sólo la construimos con el buen desempeño económico, sino también con el adecuado funcionamiento de las instituciones y la ampliación del campo de libertades y garantías de los derechos ciudadanos. 


Chile se presenta como un todo en la arena internacional, con su economía, con su cultura, con su desenvolvimiento social y su democracia. Nuestro país suscribió el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que, en lo específico, reconocen la libertad de expresión como un elemento esencial de cualquier ordenamiento democrático. Como es de público conocimiento, Chile ha sido objeto de resoluciones condenatorias por parte de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, por las limitaciones a la libertad de expresión en lo referente a la censura cinematográfica, debido a la prohibición de exhibir la película “La última tentación de Cristo”, censura que viola específicamente el artículo 13 de la citada Convención, que señala: 


“1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión”. Tal derecho “no puede estar sujeto a previa censura, sino a responsabilidades ulteriores,”.


Al aprobar este proyecto, estamos dando cumplimiento a los pactos internacionales suscritos por Chile y entregando una señal clara y potente de que estamos al día con los estándares internacionales en materia de libertad de expresión. Con la dictación de la ley, más de mil películas dejarán de estar prohibidas, y para su exhibición o comercialización deberán someterse a la calificación del Consejo, organismo que deberá asignarles alguna de las categorías de calificación que figuran en el proyecto.


Muy brevemente señalaré los principales contenidos del proyecto:


Crea un sistema de calificación de la producción cinematográfica destinado a la comercialización, exhibición y distribución pública -cine y videos-, el que tendrá por objeto regular el acceso gradual a ella de los menores de edad e informar a la población respecto de los contenidos.


El Consejo de Calificación tendrá carácter técnico, con profesionales vinculados a áreas afines a una calificación por edades. Se incorporan explícitamente profesores, sicólogos, siquiatras y personas conocedoras del arte fílmico y de su calidad artística, tales como directores y críticos de cine; se reemplaza a los representantes de las Fuerzas Armadas y del Poder Judicial; se incorpora a profesionales de las áreas sicosociales y a representantes de los colegios de profesores, de sicólogos, de médicos, así como de las universidades.


Entre las funciones del Consejo destacamos la calificación de las producciones cinematográficas, sean con soportes fílmicos o videos; la orientación a la población respecto de las producciones cinematográficas, y la de llevar un registro de las calificadas.


No serán objeto de calificación los noticiarios; las producciones publicitarias, las de capacitación y las que versen sobre materias técnicas; las películas producidas especialmente para la televisión; los videojuegos, y las producciones cinematográficas ingresadas al país para uso privado.


En materia de calificación se establecen tres categorías por edades: todo espectador, mayores de 14 años y mayores de 18 años. El Consejo puede agregar las siguientes recomendaciones: a) “Contenido educativo”; b) “Inconveniente para menores de 7 años”, y c) “Contenido pornográfico” o “excesivamente violento”.


Las producciones cinematográficas calificadas como de “contenido pornográfico” sólo podrán ser exhibidas en salas especiales, las que deberán ser autorizadas por la municipalidad correspondiente y estar debidamente registradas. En ninguna circunstancia podrán ingresar menores de edad, y la fiscalización de estas salas quedará bajo la responsabilidad de los municipios respectivos. Además, dichos cines deberán contar con un ingreso independiente de cualquier otro local; disponer de baños exclusivos; indicar, en un lugar destacado, la prohibición de ingreso de menores de edad, y no utilizar en su propaganda exterior imágenes de las películas calificadas para ser exhibidas en esas salas.


Por último, estos cines deberán ubicarse a una distancia prudente de cualquier centro educacional, y su funcionamiento será definido por un reglamento.


El proyecto sanciona la pornografía infantil, materia de creciente interés público en nuestra sociedad. De esta forma, se ha llenado un vacío legal en la materia, pues se castiga con reclusión al que importe, produzca, venda, distribuya o exhiba material pornográfico, en cualquier soporte, en cuya elaboración hayan sido utilizados menores de 18 años.


Al presentar el proyecto, reiteramos nuestro reconocimiento a diversos parlamentarios, en especial a la diputada señora María Pía Guzmán, a los diputados señores Jeame Barrueto, Leal y Ascencio, y a los ex diputados señores Enrique Krauss e Ignacio Walker, por los aportes realizados en sus respectivas mociones, que el Ejecutivo recogió ampliamente.


Por cierto, como Ejecutivo, queremos manifestar nuestro acuerdo con el texto que se somete a consideración de la honorable Sala. De aprobarse, estaremos dando un paso significativo en la ampliación de las libertades de opinión, de expresión y de creación artística, vigorizando la democracia, el respeto a los derechos ciudadanos, la responsabilidad de los creadores y de los ciudadanos, junto con la necesaria protección de los menores. Éste es un gran paso en la construcción de un país más libre, creativo, autorresponsable y tolerante.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Solicito el acuerdo de la Sala para votar los proyectos en Tabla, en su mayoría de quórum calificado, a las 13.00 horas, dado que las diputadas y diputados miembros de la Comisión de Presupuestos han solicitado permanecer en el Senado hasta esa hora.


¿Habría acuerdo?


Acordado.


Tiene la palabra el diputado señor Carlos Vilches.


El señor VILCHES.- Señora Presidenta, hoy la Cámara de Diputados nos ha convocado a discutir el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto sobre calificación de la producción cinematográfica. Sin duda, la iniciativa moderniza las normas relacionadas con esta materia. Lo señalo, porque diputados de Renovación Nacional hemos apoyado muchos proyectos que se vinculan con el término de la censura.


Tras escuchar la intervención del ministro señor Heraldo Muñoz, comparto plenamente la idea de que el proyecto moderniza el actual sistema. En esta ocasión se privilegia la decisión de las personas de ver el filme de su preferencia. Este cambio, que consiste en terminar con la censura y reemplazarla por un sistema de calificación, va en el camino correcto y responde a una concepción moderna de sociedad, donde cada persona y cada familia deben decidir lo que quieren ver en materia cinematográfica.


La norma propuesta establece un sistema para la calificación de la producción cinematográfica destinado a la comercialización, exhibición y distribución pública. La calificación se efectuará atendiendo a la edad de los espectadores y al contenido de las producciones. Esto es clave para quienes pensamos que cada persona y cada familia deben tomar una decisión al respecto.


Anuncio que votaré favorablemente los acuerdos alcanzados por la Cámara de Diputados y el Senado sobre el particular. En Chile, muchas producciones tuvieron un tiempo gris y fueron prohibidas por intereses sectoriales, con lo que se privó a la sociedad chilena de disfrutar de excelentes películas. Esa situación es imposible de sostener en el marco de la sociedad actual.


Reitero que votaré a favor el informe de la Comisión Mixta.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra la diputada señora Ximena Vidal.


La señora VIDAL (doña Ximena).- Señora Presidenta, en mi calidad de integrante de la Cámara y con especial sensibilidad respecto del tema que abordamos en esta sesión, considero de la más alta relevancia señalar que el proyecto en debate viene a poner fin a ciertas prácticas, que contravenían derechos garantizados en la Carta Fundamental, como, por ejemplo, el contemplado en el inciso primero del N° 12 del 
artículo 19, que se refiere a la libertad de emitir opinión y a la de informar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier medio, sin perjuicio de responder de los delitos y abusos que se cometan en el ejercicio de estas libertades, en conformidad a la ley, la que deberá ser de quórum calificado.


Sin embargo, en contra de lo preceptuado en dicho inciso primero, el inciso séptimo, apartándose de nuestra tradición constitucional, estableció la censura previa respecto de la exhibición y publicidad de la producción cinematográfica.


Es necesario abordar el tema con la altura de miras que merece, para lo cual debe decirse en forma categórica que, en atención a la normativa constitucional comparada de los sistemas democráticos, pluralistas y que garantizan la libre expresión de las personas de manera clara, éste es un punto que no admite mayor discusión. La censura se encuentra en retirada en materia de calificación cinematográfica, y los canales de expresión de las corrientes que se expresan a través de lo que la industria del cine genera, no debieran tener, en caso alguno, mayores restricciones y límites que los que posea cualquier otra actividad de difusión cultural que se desarrolle en el país. No debería existir necesidad alguna de establecer más criterios diferenciadores que los recomendables para una sociedad sana, democrática y abierta a la posibilidad de autodeterminación del espectador; claro está, estableciendo los necesarios resguardos con la información que un órgano, como el Consejo de Calificación Cinematográfica, debe poner en conocimiento del ciudadano, lo que se desprende de los verbos rectores establecidos en el artículo 7° del proyecto: calificar, orientar e informar a la población sobre el contenido del material que se exhibe.


El supremo Gobierno ha abierto, mediante el proyecto en debate, una necesidad de cambio sobre el particular, para posibilitar la entrada y discusión del material cinematográfico que, a petición de cualquier ciudadano, pueda ser exhibido sin mayores restricciones en las salas del país, pero con el debido resguardo a la población de lo que tal material pudiese contener, otorgando calificativos adecuados a su tipificación que informen al espectador ante qué tipo de material se encuentra, a fin de que éste pueda, en conciencia y con la libertad que supone una garantía constitucional clara, optar por ser o no espectador de la expresión cinematográfica que tiene ante sí. 


Ahí está la médula del proyecto enviado por el supremo Gobierno. La responsabilidad final recae sobre quien decide, en último término, ser o no espectador, y no en un órgano administrativo que, al emitir una calificación, decide sobre la aproximación del ciudadano a una manifestación de índole cultural, como la cinematográfica.


Es mi deber, como integrante de esta Cámara, apoyar la iniciativa que el Gobierno ha presentado, en la cual hago recaer mis esperanzas sobre la posibilidad futura y cierta de que el cine no sólo sea impulsado en su generación de material, sino también en la difusión y publicidad, sin más cortapisas que las que se deriven del orden público y el bien común, con especial énfasis en la protección de los más pequeños -los niños-, cuyo criterio, encaminado a través de la educación, será el germen de un nuevo libre albedrío. En atención a lo que este proyecto establece, es de esperar que, en el futuro, exista suficiente criterio y libertad para ser parte de proyectos cinematográficos despojados de censura, es decir, dirigidos a personas en condiciones de ser espectadoras de determinada expresión cinematográfica.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Estimados colegas, quiero recordarles que este proyecto se encuentra en trámite de Comisión Mixta y que sólo pueden intervenir tres señoras diputadas o señores diputados.


Ya hicieron uso de la palabra el diputado señor Carlos Vilches y la diputada señora Ximena Vidal, y la última intervención será la de la diputada Isabel Allende.


Tiene la palabra la señora diputada.


La señora ALLENDE (doña Isabel).- Señora Presidenta, me alegro enormemente de que, al fin, se haya concitado el consenso necesario al interior de la Comisión Mixta para lograr el despacho de este proyecto 


Como lo ha expresado muy bien el ministro secretario general de Gobierno, ya era hora de que en nuestro país contáramos con un instrumento que estuviera a la altura de las circunstancias y de los desafíos de los tiempos que estamos viviendo. Resultaba algo muy lamentable la existencia de una censura que limitaba arbitrariamente lo que los ciudadanos libres querían ver, de acuerdo con su conciencia, formación y educación. Pero más lamentable aún era el hecho de que el consejo que heredamos estaba integrado por personas que nada tenían que ver con el ámbito técnico o académico y que no estaban preparadas para ejercer tal función; era una de las herencias de la mirada autoritaria de la dictadura que, incluso, decidió que dicho consejo estuviera integrado también por militares.


Afortunadamente, esto ha ido quedando atrás. Hoy hemos llegado a un acuerdo -para que la población tenga claridad sobre la materia- que nos permitirá tener un instrumento adecuado, porque una cosa es la calificación, que no es más que una orientación que se entrega a las familias, a los padres, a los apoderados, para que sepan si una película es recomendable para mayores o menores; pero otra cosa muy distinta es la censura previa, que atenta contra los más elementales valores de la libertad, tan necesarios de preservar en un sistema democrático. 


Asimismo, me alegro de que como consecuencia del acuerdo alcanzado en la Comisión Mixta -espero que su proposición sea aprobada-, tengamos un consejo formado por el personal más idóneo: será presidido por el subsecretario de Educación e integrado por profesionales del ámbito académico designados por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas, un representante de las asociaciones gremiales de profesores, periodistas, médicos y psicólogos, entre otros, que tienen una opinión más fundamentada respecto de temas que nos importan a todos.


Hace mucho tiempo, junto con el diputado Jeame Barrueto presentamos una moción -espero que esté en el espíritu del proyecto porque fue acogida por el Gobierno- tendiente a terminar definitivamente con la censura en nuestro país. Pero no sólo eso, sino que también concurrimos a los tribunales de justicia para alzar nuestra voz por el vergonzoso fallo que censuró y prohibió la circulación en nuestro país de “El libro negro de la justicia chilena”, de la periodista Alejandra Matus. Lo mismo hicimos en esta Sala, donde manifestamos que estábamos en contra de ese tipo de acciones.


También levantamos nuestra voz cuando supimos -decisión que está en un proceso de rectificación- que se había acogido el requerimiento de una organización que, velando supuestamente por los intereses de todos los chilenos, nos impidió ver una película que ha sido considerada de alto contenido y valor estético-artístico. Así, una vez más, se atentó contra la libertad de creación y expresión y, lo que es más grave, contra la posibilidad de que sean los ciudadanos quienes decidan si desean ver esa película, más allá de su calificación.


Ese hecho trajo consecuencias muy lamentables para nuestro país, porque el caso llegó a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la que falló contra nuestro país y le exigió modernizar su legislación. Ojalá hubiéramos sido capaces de hacerlo sin que mediara ese fallo.


Por eso, reitero que junto con el diputado Jeame Barrueto levantamos nuestra voz en más de una oportunidad para señalar la necesidad de preservar la libertad de expresión. Habíamos recuperado la democracia y una de las acciones sustantivas de ese régimen democrático era, por cierto, terminar no sólo con la censura, sino también con la composición del antiguo Consejo de Calificación Cinematográfica.


Como ya lo señalé, el consejo tendrá una representación adecuada, pues las personas encargadas de la calificación, sin censura previa, serán las más idóneas. Además, cada autoridad comunal determinará, de acuerdo a la realidad de su comuna -lo que le da la necesaria autonomía-, las condiciones y circunstancias en que funcionarán las salas especiales destinadas a la exhibición de películas calificadas como pornográficas o excesivamente violentas. Nosotros intentamos preservar esa atribución, pero siempre que no se le dé una orientación indebida, como ocurrió con “La última tentación de Cristo”, o que se impida a los ciudadanos adultos decidir lo que están en condiciones y dispuestos a ver, frente a la creación artística expresada a través de un elemento plástico tan maravilloso, que ensambla una cantidad de expresiones artísticas, como es la expresión cinematográfica y otras formas.


Por eso, la bancada socialista apoyará la proposición de la Comisión Mixta, porque ello nos permitirá terminar con la censura previa. Coincidimos con el Gobierno en que ha llegado el momento de avanzar, de dar un paso adelante, pues con ello ganaremos todos como sociedad democrática. 


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Dado el interés de algunos diputados por intervenir en el debate, solicito la unanimidad de la Sala para que puedan hacer uso de la palabra los diputados señores Riveros y Longton y la diputada señora Carmen Ibáñez. 


¿Habría acuerdo? 


Acordado.


El señor BAYO.- Pido la palabra.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra su Señoría.


El señor BAYO.- Señora Presidenta, sólo para hacer una precisión. La parte del informe de la Comisión Mixta que se refiere a la letra d) del artículo 2º dice: “El Senado eliminó de este concepto la frase final “constituyen su único fin”.”. Sin embargo, el texto del proyecto propuesto por la Comisión Mixta que se somete a la consideración de esta honorable Sala termina diciendo “constituyen su principal fin”. 


Por eso, pido que alguno de los integrantes de la Comisión me aclare esta materia.


Gracias, señora Presidenta. 


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Vamos a revisar el texto y resolveremos su inquietud oportunamente, señor diputado.


Tiene la palabra la diputada señora 
Carmen Ibáñez.


La señora IBÁÑEZ (doña Carmen).- Señora Presidenta, sólo para expresar nuestra aprobación a la proposición de la Comisión Mixta, pues establece una legislación moderna y eficaz en relación con la calificación cinematográfica.


Lo más importante es que el proyecto sanciona con penas privativas de libertad a quienes participen en la producción de material pornográfico en el cual se utilice a menores de edad, así como a quienes exhiban, comercialicen, importen o distribuyan material pornográfico infantil. Consideramos que es una señal clara y potente en la lucha contra la pedofilia y el abuso de menores.


Por eso, reitero que daremos nuestra aprobación al informe de la Comisión Mixta.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado Edgardo Riveros.


El señor RIVEROS.- Señora Presidenta, sólo para expresar nuestra posición favorable a la proposición de la Comisión Mixta en el proyecto que elimina la censura en nuestro país, lo que está en plena consonancia con nuestro texto constitucional y con el sistema internacional existente en materia de libertad de expresión. Considero que cuando la iniciativa se transforme en ley de la República, habremos dado un paso muy significativo en el establecimiento de un estatuto de libertades en nuestro país.


Siempre hemos dicho que la libertad de expresión está íntimamente ligada al ejercicio responsable de ella, pero que se debe eliminar cualquier posibilidad de censura previa. Eso es lo que persigue este proyecto; es decir, terminar con la censura en el único ámbito en que aún existía: el cinematográfico.


Por cierto, en ese estatuto de responsabilidades deberemos tener presente que en nuestro país habrá un sistema de calificación cinematográfica, que estará a cargo de un consejo que tendrá que velar por valores que deben estar presentes en nuestra sociedad. Pero lo más significativo -reitero- es que se elimina definitivamente el concepto de censura en el único ámbito en que aún existía.


Quiero destacar que la Comisión Mixta actuó con un criterio prácticamente unánime en todas las disposiciones sometidas a su consideración. Entre ellas figura el artículo consultado por el diputado señor Bayo, es decir, la letra d) del artículo 2º, que define el “Contenido pornográfico”. El Senado había eliminado de esa definición la frase final “constituyen su único fin”; sin embargo, la Comisión Mixta aprobó por unanimidad agregar la frase final “constituyen su principal fin”, con el objeto de no introducir, por esta vía, un elemento que condujera a alguna restricción no buscada en el proyecto. Reitero que, después de la discusión habida en la Comisión Mixta, la idea fue aprobada por unanimidad.


Espero haber aclarado la duda de nuestro colega, el doctor Bayo.


Repito que vamos a concurrir con nuestros votos favorables a aprobar la proposición de la Comisión Mixta.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado Arturo Longton.


El señor LONGTON.- Señora Presidenta, sólo para celebrar que hoy estemos aprobando el término de la censura cinematográfica y que la libertad de expresión artística y cultural sea, al fin, una realidad en nuestro país y en nuestra democracia.


Hoy estamos terminando con los últimos vestigios de censura, restricción y autoritarismo, que diputados de diversos partidos habíamos tratado de eliminar durante estos doce años. Incluso, con muchos diputados presentes formamos una corporación: el Movimiento Universal Anticensura, para eliminar la censura cinematográfica.


De manera que no queda más que alegrarnos, porque los chilenos tendremos la libertad de ver la película que deseemos. La libertad de expresión artística y cultural ya no será letra muerta, sino una realidad. Terminaremos con una censura que obligó a muchos chilenos que se sentían afectados, a concurrir ante organismos internacionales, porque aquí estaba restringida esa libertad. También se pone fin a una situación que resultaba insoportable: los chilenos podíamos elegir libremente todo, con esta única excepción.


El proyecto orienta a la población adulta sobre los contenidos de la producción cinematográfica; fija categorías de calificación, estableciendo un método para las distintas películas; regula la exhibición de las producciones catalogadas como pornográficas, y acentúa la composición técnica del Consejo de Calificación Cinematográfica, pues ya no habrá un grupo de personas que decidirán lo que los 15 millones de chilenos podemos ver. En los próximos meses podremos ver -según informa la prensa- alrededor de 1.090 películas que fueron censuradas y nunca pudieron ser exhibidas en los cines de nuestro país.


Nos alegramos de que, por fin, no exista censura previa y de que los chilenos podamos tener la libertad de asistir a un cine a ver la película que estimemos conveniente.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Voy a dar la palabra sólo a dos diputados más, porque debemos discutir también el proyecto que moderniza la gestión y modifica las plantas del personal de Gendarmería de Chile.


Tiene la palabra el diputado Marcelo Forni.


El señor FORNI.- Señor Presidente, la UDI considera que este proyecto es muy importante, porque establece un sistema para calificar la producción cinematográfica destinada a la comercialización, exhibición y distribución pública, y porque, además, orienta a los adultos respecto de los contenidos de ella.


Lamentablemente, esta iniciativa fue discutida fundamentalmente durante el período parlamentario pasado, de manera que sólo cabe pronunciarse sobre la proposición de la Comisión Mixta. Por eso, me gustaría destacar algunas modificaciones, que me parecen positivas, introducidas por el Senado y aprobadas por unanimidad en dicha Comisión.


En primer lugar, la obligación del Consejo de Calificación Cinematográfica de llevar un registro público de las producciones calificadas y de rendir cuenta anual de su labor.


En segundo lugar, la eliminación de los 75 años de edad como causal de cesación en el cargo de integrante del Consejo de Calificación Cinematográfica.


En tercer lugar, también parece positiva la incorporación del interés económico de las personas en la industria cinematográfica como causal de inhabilidad para desempeñar dicho cargo. El mismo artículo describe, a modo ejemplar, qué personas tendrían dicho interés económico.


En cuarto lugar, la explicación en detalle de las exigencias que deben cumplir las salas que exhiban producciones calificadas de contenido pornográfico, y el agregado de un requerimiento adicional, consistente en la obtención de una patente municipal que se otorga con el acuerdo de la simple mayoría de los concejales en ejercicio, previa audiencia de la junta de vecinos correspondiente. Asimismo, se establece que en comunas donde exista una única sala de cine, ésta no podrá destinarse a exhibir películas de contenido pornográfico.


Me preocupa, sí, el artículo 30 del proyecto de la Cámara -29 del Senado-, pues eleva sustancialmente los pagos por derecho a calificación por minuto de duración de la producción cinematográfica, lo que nos coloca a la zaga de las tarifas que cobran muchos países. Tal pago me preocupa porque, según estudios preliminares de la industria del video y cinematográfica, dicha norma podría elevar sustancialmente el valor del arriendo de los primeros, que constituyen una fuente de entretención para muchas familias chilenas.


En cuanto al artículo que se refiere a la utilización de menores de 18 años en la producción de material pornográfico, a pesar de que ya existe un proyecto de ley -presenta-
do, entre otros, por la diputada Pía Guzmán- que aborda esta materia, la Comisión Mixta prefirió aprobar dicha norma, sujeta a su posterior derogación, en el evento de que la iniciativa mencionada se transforme en ley.


Esperamos que este proyecto constituya un avance en materia de calificación cinematográfica y de libertad de expresión, y anuncio que los diputados de la UDI aprobarán en forma unánime el informe de la Comisión Mixta.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Por último, tiene la palabra el diputado señor Antonio Leal.


El señor LEAL.- Señor Presidente, considero que éste es un momento muy importante, en particular para el diputado Víctor Jeame Barrueto y para quien habla, así como para las diputadas Pía Guzmán e Isabel Allende, para el ex diputado Ignacio Walker, y otros, que en distintos momentos presentamos proyectos para modificar la ley del Consejo de Calificación Cinematográfica.


En primer lugar, me parece muy importante terminar con la antigua composición del consejo. Es muy importante la enmienda propuesta por la Cámara, en orden a que no haya representantes del Ministerio de Defensa en el consejo. Y quiero aclarar este concepto porque, incluso, ha creado una polémica con el comandante en jefe del Ejército, general Cheyre, a quien le dirigí una carta en la cual le explico que no lo hicimos por considerar que en el Ejército no haya personas con los conocimientos culturales o artísticos para formar parte de un consejo como el de calificación cinematográfica, sino porque no es función de las Fuerzas Armadas ni del Ministerio de Defensa la calificación de películas. Además, era necesario dar una señal muy profunda en ese sentido, ya que durante 27 años el tribunal que debía decidir sobre la apelación de una película estaba presidido por el jefe del Estado Mayor Conjunto de las Fuerzas Armadas, lo que provocaba -como ustedes comprenderán- una situación de hilaridad universal, porque, ¿qué tenía que hacer un oficial de ese rango como presidente de un tribunal calificador de películas?


De manera que se ha dado un paso muy importante, porque el Consejo de Calificación Cinematográfica estará integrado por expertos, profesores y cineastas; es decir, personas que no van a censurar, sino a calificar películas. Esto me parece extraordinariamente importante, porque, una vez calificada, establecidos sus contenidos por el consejo y fijados los límites etarios, los chilenos podrán decidir libremente si van a ver la película.


En segundo lugar, es muy importante que el consejo pueda recalificar películas como “Búsqueda Insaciable”, de Milos Forman; “Barba Azul”, de Edward Dmytryk; “Casanova”, de Federico Fellini; “Crímenes de Pasión”, de Ken Russell; “Propiedad Privada”, de Liliana Cavani; “Acta General de Chile”, de Patricio 
Guzmán; “Dragón del Shaolín”, de Bruce Lee; “El Portero de la Noche”, de Liliana Cavani, y otros dos mil filmes que no han sido vistos por los chilenos porque fueron censurados por el Consejo de Calificación Cinematográfica. Ahora podrán ser recalificados y autorizados, y los chilenos podremos ver películas de Liliana Cavani, de Woody Allen, completas; de Federico Fellini, de Vittorio Gassman, y de tantos otros directores, y ver también a muchos actores y actrices de cine que fueron prohibidos durante esta noche oscura de la censura, que ha durado tantos años.


En tercer lugar, quiero señalar, como criterio, que el consejo no censurará, sino que, simplemente, calificará; no habrá privación ni límite para las películas que ingresen privadamente.


Por último, ha quedado bien establecido el funcionamiento de las salas que exhiban películas pornográficas, porque, a pesar de autorizarse su existencia, se fijan con límites que nos interesa preservar; además, se establecen las sanciones a la producción, distribución y comercialización del cine pornográfico, en particular la pornografía infantil.


Celebro que hoy estemos aprobando este proyecto y el consenso que ha generado; pero lamento que se haya producido la anomalía increíble de que esté derogado el 
Nº 12º del artículo 19 de la Constitución Política, sobre calificación cinematográfica, y que dicha supresión no pueda hacerse efectiva porque no ha sido aprobada la ley sobre calificación. Espero que a partir de hoy termine este tipo de censura en nuestro país.


He dicho.


-En conformidad al artículo 85 del Reglamento y ajustándose a lo prescrito en el artículo 10 del mismo cuerpo normativo, se incluye la siguiente intervención no pronunciada en la Sala:

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, cada día se hace más complejo establecer resguardos respecto de determinados bienes que la sociedad estima necesario proteger, en atención a las características tan particulares de este mundo que nos toca vivir, no sólo por consideraciones relativas a la libertad de expresión e información, en su condición de basamentos fundamentales de todo sistema democrático, sino porque la globalización ha penetrado en todas las esferas de nuestro quehacer.


De allí, entonces, que no se puede más que compartir las expresiones fundantes de este proyecto, cuando reza: “Dichas libertades participan de una doble condición. Por una parte, son corolarios de la dignidad intrínseca de la persona y de su libertad de pensamiento y creación; son derechos fundamentales que establecen rigurosos límites al poder público, prohibiéndole impedir o coartar la libre comunicación entre las personas”.


Quienes creemos en una sociedad libre y en la necesidad de profundizarla, situamos al hombre, en su acepción integradora, como agente central del devenir histórico, de modo tal que frente a temáticas de tipo restrictivo sentimos una natural preocupación, que de una u otra manera la hemos hecho presente en toda la tramitación de esta iniciativa, que comienza a tomar forma como un cuerpo que, junto con cautelar las libertades señaladas, tome ciertos resguardos frente al embate de elementos y factores contrarios a la moral y a las buenas costumbres, bienes que precisamente nuestra Carta Fundamental se compromete a garantizar.


Desde esa perspectiva, resulta adecuada la definición que se hace de “contenido educativo” y “contenido pornográfico”, precisiones necesarias para quienes tienen la responsabilidad de aplicar las normas, pero preferentemente para la comunidad, en particular para los padres y para la familia en general. Porque, seamos claros: podemos hacer la mejor legislación posible, la más moderna y adecuada al momento histórico que estamos viviendo y a la problemática que deseamos atacar; pero será estéril si no cuenta con la colaboración decidida de las familias. Las legislaciones destinadas al tratamiento de materias cuya esencia radica en aspectos valóricos del ser humano, requieren imperiosamente un componente formativo, que lo tiene que entregar el hogar, como primera instancia formadora, y después el colegio, en su condición de institución que formalmente educa.


¿De qué se trata, entonces? De tener la capacidad de formar ciudadanos responsables, capaces de distinguir con claridad aquello que es correcto de lo que no lo es. Sabemos que la juventud y la sociedad en general están siendo bombardeadas con estímulos de diferente naturaleza. En cada pueblo o ciudad existe disponible material de tipo pornográfico. Está ahí, al alcance de la mano de cualquier ciudadano. Como país, tendremos éxito no en prohibir su comercialización, sino en tener personas bien formadas y, como tales, capaces de discriminar. El desafío que nos compete a todos es tener esa capacidad, y ello exige enfatizar en la formación valórica de la juventud chilena desde la más temprana edad.


Siendo una acción educativa la fórmula precisa para enfrentar estos desafíos, resulta pertinente hacer radicar el Consejo de Calificación Cinematográfica -tal como lo hace el proyecto- en el Ministerio de Educación, y, más aún, por la responsabilidad que se le asigna de calificar la exhibición pública del material cinematográfico en los tres tramos existentes.


Por su parte, por la integridad que el tema exige, no comparto la eliminación del actual representante de la Academia Nacional de Estudios Políticos y Estratégicos como miembro del Consejo de Calificación Cinematográfica, fundamentalmente por el aporte que puede hacer en los temas de violencia, que, sabemos, son cada vez más variados y complejos.


Resultan positivas las indicaciones contenidas en el artículo 33 del proyecto, que introducen modificaciones al artículo 65 del DFL Nº 1-19.704, del Ministerio del Interior, de 2001, que fija el texto refundido de la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades; particularmente lo es aquella que faculta a las municipalidades para otorgar patentes a las salas de cine destinadas a la exhibición de producciones cinematográficas de contenido pornográfico, previa opinión de la junta de vecinos respectiva.


Me preocupa, señor Presidente, el alcance del nuevo artículo 24, en lo referente a las implicancias de constitucionalidad que pudiere tener, toda vez que podrían hacer inaplicables a las producciones cinematográficas disposiciones del Código Penal que sancionan el ultraje al pudor, lo que pudiera ser peligroso por las consecuencias que se podrían derivar de ello.


En igual sentido, la tesis de que el que paga puede ver cualquier cosa, y que evidentementemente esto queda en el ámbito privado, puede ser transgredida y transformar en públicas ciertas exhibiciones si las emisiones -lo que es muy frecuente, por lo demás- se dan en lugares como bares, clínicas, restaurantes, etcétera. ¿Bastará sólo el criterio de los administradores para poner límites? Me parece que deberíamos ser extremadamente precisos para prevenir situaciones no deseadas.


Concluyo, con estas aprensiones, votando a favor el informe.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Hago presente a la Sala que el proyecto se votará al término del Orden del Día.


-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre esta materia en los siguientes términos:

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- En votación las proposiciones de la Comisión Mixta en relación con el proyecto sobre calificación de la producción cinematográfica.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 100 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Aprobado el informe de la Comisión Mixta.


Despachado el proyecto.


-Aplausos.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Burgos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Cubillos (doña Marcela), Dittborn, Egaña, Escalona, Escobar, Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José 
Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez 
(doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Kast, Kuschel, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Martínez, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Molina, 
Monckeberg, Montes, Moreira, Mulet, 
Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, 
Paredes, Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Rebolledo, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Tapia, Tarud, Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Vargas, Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


-Se abstuvo el diputado señor 
Norambuena.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el ministro señor Heraldo Muñoz.


El señor MUÑOZ (ministro secretario general de Gobierno).- Señora Presidenta, es sólo para agradecer, en nombre del Gobierno, a la honorable Cámara de Diputados, el importantísimo paso que se ha dado para eliminar la censura y, en definitiva, tener libertad de expresión y creación artística en nuestro país al aprobar este proyecto sobre calificación cinematográfica.


Es un gran día para Chile y también lo es para el pleno cumplimiento de los pactos internacionales que ha suscrito nuestro país.


Muchas gracias a las señoras diputadas y a los señores diputados.


-Aplausos.
MODERNIZACIÓN DE GESTIÓN Y MODIFICACIÓN DE PLANTAS DEL PERSONAL DE GENDARMERÍA DE CHILE. Primer trámite constitucional.


El señor SALAS (Vicepresidente).- A continuación, corresponde conocer, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley que moderniza la gestión y modifica las plantas del personal de Gendarmería de Chile. 


Diputados informantes de las Comisiones de Constitución, Legislación y Justicia, y de Hacienda, son los señores Ceroni y Cardemil, respectivamente.


Antecedentes:


-Mensaje, boletín Nº 2775-07, sesión 38ª, en 12 de septiembre de 2001. Documentos de la Cuenta Nº 1.


-Informes de las Comisiones de Constitución y de Hacienda, sesión 7ª, en 11 de octubre de 2002. Documentos de la Cuenta Nºs 2 y 3, respectivamente.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Informo a la Sala que el Ejecutivo ha calificado de “simple” la urgencia para el despacho de la iniciativa, y que ha presentado una indicación, que debe ser estudiada por la Comisión de Hacienda.


De acuerdo con el procedimiento reglamentario, el proyecto debería ser votado en general en la presente sesión. Solicito el asentimiento de la Sala para que la Comisión de Hacienda estudie hoy dicha indicación, a fin de votarlo en particular en la sesión de mañana.


Tiene la palabra el diputado señor Ortiz.


El señor ORTIZ.- Señor Presidente, el presidente titular de la Comisión de Hacienda se encuentra en el Senado presidiendo la Segunda Comisión Mixta de Presupuestos, pero había citado a la primera para las 15.30 horas. Por lo tanto, no habría problema para que se tratara la indicación, que es el resultado de una solicitud que formulamos al Ejecutivo, a través de oficio, todos los miembros de la Comisión de Hacienda.


Ahora, como hay dos informes extensos y el Orden del Día termina a las 13 horas, propongo que intervenga un diputado por bancada, de manera que el proyecto sea votado en general hoy día, estudiado por la Comisión de Hacienda en la tarde y votado en particular en la sesión de mañana.


Gracias, señor Presidente.


El señor SALAS (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para proceder de la forma indicada por el diputado señor Ortiz?


Acordado.


Hago presente a la Sala que los proyectos que figuran con los números 1 y 2 de la Tabla son de quórum calificado.


Tiene la palabra el diputado señor Ceroni, informante de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.


El señor CERONI.- Señor Presidente, honorable Cámara, en representación de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia paso a informar sobre el proyecto de ley que moderniza la gestión y modifica las plantas del personal de Gendarmería de Chile.


Durante su estudio, la Comisión contó con la presencia permanente del ministro de Justicia, don José Antonio Gómez Urrutia; de sus asesores; del subsecretario de Justicia, don Jaime Arellano Quintana, y de representantes de Gendarmería de Chile, invitados por la Comisión para que nos entregaran su opinión respecto del proyecto.


Quiero señalar, en la forma más sintética posible, que este proyecto es de gran importancia y se inscribe dentro del esfuerzo que hace el Estado por modernizar la gestión de Gendarmería de Chile y dotarla de las adecuadas condiciones de infraestructura y de recursos humanos para el cumplimiento de las tareas a su cargo, directamente vinculadas a la ejecución de la política penitenciaria.


Son muchos los problemas que afectan a Gendarmería de Chile. Basta decir que en los últimos seis años la población penal aumentó en más de un 50 por ciento. En el sistema cerrado, hoy fluctúa en alrededor de 35 mil internos. Por otra parte, aumentó la peligrosidad de los reclusos en cuanto a los hechos por los cuales son recluidos. El principal delito es el robo con intimidación. Por último, los reos enfrentan una muy precaria situación social, lo que viene a complicar más aún el tema: la mayoría carece de instrucción o presenta problemas de drogas o alcohol.


A pesar de eso, hay que destacar que Gendarmería ha disminuido, año a año, las tasas de fuga. De esa manera, se da cuenta de la eficiente y abnegada labor que cumple, a pesar de las dificultades y de algunos hechos noticiosos que nos impactan de vez en cuando.


Asimismo, es notable el déficit de personal en Gendarmería. Al respecto, quienes trabajan en la institución deben cumplir turnos realmente agobiantes. El estrés laboral resultante de esa situación es extraordinario y preocupante. Debemos buscar una solución al problema. Es necesario lograr una mayor infraestructura. Los penales no dan abasto para la población penal.


Por eso, el Gobierno se ha empeñado en construir nuevos penales mediante concesiones. El esfuerzo con el cual se lograrán alrededor de 360 mil metros cuadrados, es muy significativo. Es todo un programa de construcción de nuevos penales, que ya fue licitado. En diciembre de 2003, se entregarán los primeros en Iquique, La Serena y Rancagua; con posterioridad, en junio de 2004, en Concepción y Antofagasta; en diciembre de 2004, en Puerto Montt, Valdivia y la Región Metropolitana. Más adelante, en marzo de 2005, se entregará uno en la Quinta Región interior y otro en la Metropolitana. Es decir, hay iniciativas tendientes a paliar el déficit de infraestructura y es evidente que el Gobierno está haciendo todo lo necesario para superarlo.


Por otra parte, en materia de iniciativa legislativa, debemos destacar los esfuerzos llevados a cabo en la reforma procesal penal y en el proyecto de ley que crea un sistema de reinserción social de los condenados basado en la observancia de buena conducta, el que fue aprobado en la Cámara. Todo ello redundará en una más eficiente administración de nuestro sistema penitenciario. Por supuesto, dentro de esto se inserta este proyecto de ley, que moderniza la gestión y modifica las plantas de Gendarmería de Chile.


Lo más destacable de la iniciativa en comento es que, en primer lugar, aumentará el número de oficiales y gendarmes de vigilancia. Hoy, la dotación de oficiales es de 582 funcionarios. Con el proyecto se asciende a 712 oficiales; es decir, existirá un aumento real de 130 nuevos oficiales. En materia de vigilantes, la dotación actual es de 6.160. Con este proyecto, se logrará una dotación de 9.199. Es decir, un aumento real de 3.039 vigilantes.


También se mejorará la relación contractual: muchos funcionarios a contrata pasarán a la planta. En la actualidad, el 70,96 por ciento de los oficiales están en la planta. Con el proyecto, el ciento por ciento de ellos estará en la planta. En cuanto a los vigilantes, el 87,03 por ciento está en la planta. Con esta iniciativa, el ciento por ciento quedará incorporado en la planta. Hoy, el 15,62 por ciento de los profesionales está en la planta; con el proyecto, el 58 por ciento estará en la planta. El 13,03 por ciento de los técnicos está en la planta; con este proyecto aumentará a un 57 por ciento. El 5,85 por ciento de los administrativos pertenece a la planta; con el proyecto, la cifra se elevará a 51 por ciento.


Por otro lado, se crean nuevos grados para mejorar la planta. Por ejemplo, en materia de vigilantes, se crearán los grados 9º y 10º. El grado 9º significará el término de su carrera -hoy termina con el 12º-. El grado 10º corresponde al actual 13º. Se creará el grado 26º para el inicio de la carrera de vigilantes -hoy se inicia con el grado 22º-.


En el ámbito de los profesionales, también se crearán nuevos grados, que significarán una mejoría. Lo mismo ocurrirá en materia de técnicos y administrativos, todo lo cual implicará un aumento en sus remuneraciones. Ése será el efecto directo de la mejoría de las remuneraciones por el arreglo de grados. De hecho, 389 oficiales subirán de grado y mejorarán sus rentas; 2.947 vigilantes subirán de grado y mejorarán sus rentas; 308 profesionales pasarán a la planta y mantendrán o mejorarán sus rentas; 184 técnicos pasarán a la planta y mantendrán o mejorarán sus rentas, y 314 administrativos pasarán a la planta y mantendrán o mejorarán sus rentas.


Ejemplificaré las bondades del proyecto para el personal en materia de remuneraciones. Hoy, un gendarme mayor, es decir un vigilante que llega al grado máximo, que es el 12, gana 440.154 pesos líquidos. Con este proyecto, un gendarme mayor, vale decir un vigilante, podrá llegar al grado máximo, que será el 9º, con lo cual logrará un sueldo de 616.347 pesos líquidos.


Del mismo modo, los profesionales que puedan llegar a un grado mayor -al 5º- alcanzarán un sueldo de 1.149.215 pesos líquidos.


Se establece el grado 26 en materia de vigilantes, con el grado 26 para comenzar la carrera, que significará 236.659 pesos líquidos. Cabe agregar, además, que para ascender del grado 26 al siguiente, el vigilante tendrá que haber permanecido tres años en aquél.


Otro aspecto importante del proyecto es la modificación que se hace a las edades máximas para postular a cursos de formación de oficiales o vigilantes. Hoy, por ejemplo, para aspirar a oficial de Gendarmería se requiere tener entre 18 y 21 años de edad; con el proyecto, se exigirán entre 18 y 23 años. Para ser vigilantes, entre 18 y 25 años, en vez de los actuales 18 y 23. Es decir, se aumenta a 23 años el tope máximo para postular a oficial, y a 25 para ser vigilante. Ello significará tener un personal con mayor experiencia y madurez, lo cual es positivo para la institución, sobre todo por las labores que se realizan en ella.


También son relevantes las normas de encasillamiento. Los oficiales y vigilantes serán encasillados por antigüedad; los profesionales, técnicos y administrativos, por concurso de oposición interno, que considerará, a lo menos, examen, experiencia, capacitación y calificaciones.


Este punto ha sido cuestionado por los dirigentes respectivos y, en forma muy breve, voy a explicar por qué.


Para ascender, los funcionarios deberán concursar, previo cumplimiento de ciertos requisitos. Es decir, podrán oponerse al concurso interno aquellos funcionarios de planta que cumplan los requisitos exigidos y se encuentren calificados en lista 1, de Distinción, o en lista 2, Buena. Si faltan postulantes idóneos, el concurso podrá ser declarado desierto, caso en el cual se llamará a concurso público. O sea, el concurso está basado en los antecedentes que tengan los profesionales, técnicos y administrativos postulantes, lo cual va a propender a que los integrantes de Gendarmería que quieran ascender y cumplan el requisito de estar en lista 1, de Distinción, o en lista 2, Buena, se interesen en perfeccionarse en materias técnicas, profesionales y administrativas. Sólo en el caso de no haber gente capacitada se podrá declarar desierto el concurso. 


Por último, se establece el derecho de los postulantes a reclamar ante la Contraloría General de la República, por los posibles vicios de ilegalidad que afectaren los derechos que les confiere el Estatuto Administrativo y la idea de modernización del Estado. Así, más que la antigüedad, como ocurre hoy, se privilegiarán los méritos técnicos y profesionales de los postulantes, lo que 
-repito- redundará en un aumento del interés de los funcionarios por capacitarse. 


Reitero: éste es uno de los puntos cuestionados por los representantes de los profesionales, técnicos y administrativos de Gendarmería.


Un aspecto muy debatido tiene que ver con Dipreca, Dirección de Previsión de Carabineros de Chile.


El proyecto deroga el inciso segundo del artículo 1º de la ley Nº 19.195, que adscribe al régimen previsional de Carabineros de Chile al personal de las plantas de Directivos, Profesionales, Técnicos, Administrativos y Auxiliares de Gendarmería que sean destinados en forma permanente a prestar servicios en una unidad penal. Los funcionarios actualmente a contrata que pasen a las plantas y sean destinados a unidades penales, no tendrán derecho a ingresar a dicha caja previsional. ¿Por qué? Fundamentalmente, porque el Ejecutivo argumenta que el ingreso de más personas implicaría aumentar el déficit que tiene Dipreca.


Para que los diputados tengan clara conciencia de qué se trata, debo señalar que, a partir de 1995, Dipreca arrastra un tremendo déficit. A inicios de ese año, éste era de 145 mil millones de pesos; en 2001 llegó a 190 mil millones. O sea, en ese tiempo aumentó en 31 por ciento. Ello implica que el fisco debe considerar anualmente en el presupuesto cierta cantidad de recursos para cubrir esa diferencia. Entonces, Hacienda ha dicho que si siguen ingresando mayor cantidad de personas a Dipreca, el déficit será mayor.


Esta materia fue impugnada por los profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares que ahora pasarán a las plantas, puesto que consideran un derecho adquirido pertenecer a Dipreca. En el sistema actual, cada persona que pasa a la planta y es destinada a una unidad penal, automáticamente ingresa a dicho sistema previsional. Como con este proyecto van a pasar muchos funcionarios a las plantas, suponen que también tienen derecho a ingresar a ella.


Por su parte, el Gobierno ha dicho que no es un derecho adquirido, sino una mera expectativa, y que, finalmente, el proyecto ya les significará un beneficio mayor, puesto que a aquellos que están a contrata los va a incorporar a una planta, y que, además, no existe razón alguna para que ingresen a Dipreca. Esto habrá que debatirlo.


En definitiva, se trata de un proyecto tremendamente relevante, del cual la concursabilidad y Dipreca son los puntos más discutidos. Por eso, con algunos cambios, fue aprobado en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia en la forma que he explicado.


Es cuanto puedo informar a la Sala.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto 
Cardemil, quien rendirá el informe de la Comisión de Hacienda.


El señor CARDEMIL.- Señor Presidente, el proyecto es importante y decisivo para el sistema penal carcelario, y muy coadyuvador de la reforma procesal en marcha.


En efecto, pretende modernizar la gestión de Gendarmería de Chile y dotarla de adecuadas condiciones en el ámbito de los recursos humanos para el cumplimiento de las tareas que tiene a su cargo, directamente vinculadas a la ejecución de la política penitenciaria.


En lo sustancial, la iniciativa viene a cubrir parte del mayor requerimiento de funcionarios para el futuro inmediato de Gendarmería de Chile, aspiración largamente debatida, pero también largamente postergada.


Los requerimientos para una gestión eficiente se plantean en forma coordinada, mediante la creación de unidades de psiquiatría, dependientes del Ministerio de Salud, y la operación de centros de orientación y diagnóstico y de rehabilitación conductual, del Servicio Nacional de Menores, los que utilizan funcionarios de Gendarmería para garantizar su seguridad.


Tal como lo ha dicho el diputado informante de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, para desarrollar en forma efectiva todas esas tareas, el personal de Gendarmería debe desempeñarse en jornadas de trabajo extenuantes, que obviamente lo afectan, situación que es agravada por el evidente déficit de funcionarios. Lo anterior redunda en turnos de permanencia ininterrumpida en las cárceles, de un promedio de hasta diez días -lo que es inhumano-, y trae como consecuencia la imposibilidad de su rotación y el consecuente estrés laboral.


Mediante las disposiciones del proyecto, la institución se acercará -aunque no llegará a ellos- a los estándares internacionales de la relación interno-personal de vigilancia generalmente aceptados en el mundo civilizado.


Tales fundamentos nos hacen pensar que el aumento de dotación para Gendarmería, que es el componente fundamental de este proyecto, constituye una urgente necesidad para el país.


Como primer aspecto central, se establece que el incremento de la dotación del personal del servicio será progresivo. Se dispone un aumento de más de tres mil nuevos funcionarios, correspondientes a oficiales y vigilantes penitenciarios, con lo que se potencia la función de vigilancia.


En segundo lugar, se establece la modificación de las plantas y el cambio de calidad jurídica de los cargos a contrata. Se crean nuevos cargos en las plantas de oficiales y vigilantes penitenciarios, así como en las de profesionales, técnicos y administrativos, con el objeto de incorporar a ellas a los actuales funcionarios que se desempeñan a contrata.


Al respecto, en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia hemos sido reiterativos en que se debe solucionar el problema de los funcionarios a contrata con su incorporación a las plantas definitivas, que es lo que corresponde.


En todo caso, lo anterior permitirá mejorar la relación de funcionarios planta-a contrata que existe en el servicio. Si bien nos habría gustado hacerlo en su integridad, al menos se mejorará, repito, la relación de funcionarios planta-a contrata.


En este punto, cabe destacar que se efectúa un mejoramiento de la estructura de todas las plantas, mediante el perfeccionamiento de los términos de la carrera y la eliminación de los cargos de grados más bajos, con la salvedad de la planta de vigilantes, en la cual se crea un nuevo cargo grado 26º de la Escala Única de Sueldos, para permitir el aumento de dotación referido.


Otro aspecto central tiene que ver con la profesionalización de la carrera y el reforzamiento del principio de mérito, vía concursos competitivos.


En materia de profesionalización, el proyecto establece nuevos requisitos para los cargos de las plantas de directivos, profesionales y técnicos, con el objeto de establecer mayores exigencias a los funcionarios, de acuerdo con los requerimientos de la institución.


Además, para el encasillamiento y promoción en dichas plantas, se dispone el concurso de oposición interno, sana medida con la que se busca incentivar la capacitación y la superación de los funcionarios, así como mejorar la gestión integral del servicio.


Por otra parte, se fijan los requisitos para optar al cargo de director o subdirector de la institución.


Asimismo, la iniciativa aborda adecuaciones y mejoramientos remuneratorios. Como consecuencia de la creación de nuevos cargos, se verifica una serie de adecuaciones a diversas asignaciones que benefician a los funcionarios de Gendarmería de Chile, se establece una nueva asignación de responsabilidad para los gendarmes mayores y se equipara la situación de los profesionales de la salud que se desempeñan en la institución y en el Servicio Médico Legal con la de sus pares de los servicios de salud y de las Fuerzas Armadas.


Durante la tramitación del proyecto en las Comisiones de Constitución, Legislación y Justicia, y de Hacienda, se dieron a conocer diversos planteamientos, inquietudes y reclamos de organizaciones gremiales del sector penitenciario. Varios de ellos han sido resueltos, pero otros han quedado pendientes. En todo caso, se revisarán en la medida en que han sido aceptados o no.


Quiero señalar que diversos colegas me han formulado similares inquietudes, en el sentido de que hay organizaciones fuertes en diversos distritos y regiones que representan, con mucha fuerza, ímpetu y eficacia, los intereses de los funcionarios de Gendarmería, como ocurre en el caso del distrito que representa el diputado señor José Antonio Galilea, donde hay una organización muy fuerte que ha hecho diversos planteamientos.


Algunas de esas formulaciones han sido recogidas -a las cuales me referiré más adelante- y otras han quedado en suspenso, por lo que estarán sujetas a la opinión y al voto de los señores diputados.


Dos disposiciones que fueron votadas en forma dividida en ambas comisiones, serán objeto de una discusión importante, porque se refieren a la normalización del régimen previsional del personal civil. Como se dijo, los artículos 7º y 8º del proyecto establecen la modificación del régimen previsional que rige a esos funcionarios, y el término del derecho a optar por el régimen previsional de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, Dipreca, materia que ha sido objeto de controversias. Al respecto, daré a conocer mi opinión en el transcurso del debate, pero debo reiterar que en las Comisiones de Constitución, Legislación y Justicia, y de Hacienda, dichos artículos fueron objeto de votación dividida, con argumentos muy sólidos. En todo caso, seguramente en la Sala se pedirá votación separada de ellos.


Las modificaciones en materia de dotación de Gendarmería traerán como consecuencia un gran crecimiento del servicio. Por ejemplo, la actual planta de oficiales penitenciarios, de 582 se elevará a 712, y la de vigilantes, de 6.160 a 9.199 funcionarios.


Por su parte, la planta profesional se incrementará de 114 a 422 funcionarios; la de técnicos, de 55 a 239, y la de administrativos, de 39 a 353.


Por lo tanto, el aumento del número de funcionarios penitenciarios será explosivo en los próximos cuatro años, hecho del cual debieran tomar nota los honorables colegas.


En cuanto al mayor gasto fiscal que representa el proyecto, debo señalar que éste se va a aplicar, en fases, durante cuatro años. El primer año, dicho gasto va a ascender a 9 mil 491 millones 257 mil pesos; el segundo año, a 12 mil 900 millones 937 mil pesos; el tercer año, a 16 mil 250 millones 617 mil pesos, y el cuarto año, a 19 mil 674 millones 986 mil pesos.


A todas luces, el proyecto es interesante; profundamente refundador o reorganizador del sistema penitenciario de Chile, al menos, en su administración; está bien dirigido, y contiene algunas ideas que fueron recogidas de los numerosos planteamientos.


Pero el gran punto de decisión se refiere a Dipreca; es decir, si vamos a mantener o no la posibilidad de que los funcionarios opten por permanecer en ella.


Además, la Comisión de Hacienda tomó conocimiento, a través de un oficio, sobre la situación que afecta a los oficiales administrativos penitenciarios y respecto de la posibilidad de estudiar el aumento de dos cargos en el grado 9º del referido escalafón. 


Cumplo con informar que hemos recibido un oficio del señor ministro de Justicia en el que nos dice que ese problema estaría resuelto. Expresa que fue analizado por el ministerio, en conjunto con la Dirección de Presupuestos, y se llegó a la conclusión de que es factible acceder al requerimiento, mejorándose el término de la carrera de esos funcionarios, cuestión que se materializará a través de la correspondiente indicación. Nos alegramos. Esperemos que esa indicación llegue y la votemos favorablemente.


(Aplausos en las tribunas).

Otra situación bien complicada que tratamos en la Comisión de Hacienda se refiere a las funcionarias de Gendarmería. Se nos informó que, a raíz del proceso de fusión y correspondiente encasillamiento de los escalafones masculino y femenino de las plantas de oficiales y de vigilantes, algunas funcionarias de la planta de vigilantes quedaron en inferioridad de condiciones respecto de colegas varones de menor antigüedad en el servicio. Por supuesto, eso no nos gustó. Lo planteamos. Aquí subsiste la duda y la inquietud de que pudiera tratarse de algún problema de discriminación de género, lo que no corresponde. Creemos que, en el futuro, la labor de la mujer en el renovado servicio penitenciario será extraordinariamente importante. Por ello, le pedimos al ministro, mediante oficio Nº 39, de la Comisión de Hacienda, que revisara este problema. Desgraciadamente, la respuesta no fue tan precisa como la anterior, referida al escalafón de oficiales administrativos. Se nos dice que una solución para estas funcionarias debería comprender, también, a otros funcionarios, pues los inconvenientes generados por anteriores encasillamientos no sólo afectan a mujeres, sino también a funcionarios varones de planta, y que la decisión resulta, entonces, de suyo compleja.


Quiero plantearle al señor ministro 
-espero interpretar al resto de los diputados de la Comisión de Hacienda- que su respuesta no nos satisface del todo. Seguramente, la solución puede ser compleja, pero alguna hay que encontrar.


(Aplausos en las tribunas).

Entendemos que el proyecto significará una mejora sustancial para todas las funcionarias y para todos los funcionarios, y quizás en el transcurso de la discusión alguna mente brillante produzca una solución inteligente y, con el visto bueno del Ejecutivo, podamos dictar una buena ley.


En suma, el proyecto de ley debe aprobarse, pues apunta en una buena dirección y es importante y modernizador para el servicio penitenciario. Nos quedan algunos problemitas por resolver; otros, ya se han resuelto. Esperamos que con su votación saquemos un texto mejor que el que ingresó.


Es cuanto puedo informar.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Marcelo Forni.


El señor FORNI.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero felicitar al ministro de Justicia, señor José Antonio Gómez, y a sus asesores, señores Francisco Maldonado y Fernando Dazarola, por el trabajo que realizaron sobre la materia.


El proyecto plantea modernizar la gestión de Gendarmería de Chile. Si uno quiere ser sincero, son pocas las normas del articulado que nos aseguran una modernización en su gestión. Por ejemplo, aquella que relevaba a Gendarmería de la responsabilidad en la seguridad de los recintos del Poder Judicial, y otra, que establece la obligación de concurso público para acceder a las plantas de profesionales y de administrativos.


Sin perjuicio de ello, el proyecto, con una denominación que, en mi concepto, es bastante pretenciosa, cual es la “modernización en la gestión”, contiene un aumento de plantas y un mejoramiento remuneratorio que aparecen como razonables. ¿Por qué? Porque es evidente que ha habido un incremento de la población penal de 55 por ciento en los últimos seis años; un aumento de la peligrosidad de los reclusos y de la conflictividad carcelaria; un déficit de personal calculado en 3 mil 300 nuevos funcionarios, lo que hace que, en la actualidad -eso lo sabe muy bien la gente que está en las tribunas-, las jornadas y los turnos sean inhumanos; además, la necesidad de contar con personal adecuado para la nueva infraestructura. Hay que pensar que tenemos 40 por ciento de sobrepoblación penal, y muchos de los recintos que actualmente sirven de cárceles no fueron construidos para ese efecto. Entonces, se necesita personal para completar adecuadamente las diez nuevas cárceles concesionadas. Los estándares internacionales hablan de una relación personal-interno de uno a dos, y hoy esa relación en nuestro país es de un poco más de uno a cinco. 


El proyecto es positivo en el sentido de que crea nuevos puestos de vigilantes; algunas clases de oficiales y vigilantes suben de grado y mejoran su renta, y se profesionalizan los cargos superiores.


Conscientes de la necesidad de aumentar esas plantas para hacer frente a las nuevas realidades en materia penitenciaria, y conscientes, también, de las condiciones muchas veces inhumanas en que trabaja el personal de Gendarmería y de la necesidad de mejorar sus remuneraciones, los diputados de la UDI hemos trabajado con entusiasmo en la Comisión que se abocó al estudio de este proyecto, cuyo texto final es relativamente consensuado.


Sin embargo, es bueno decir que la modernización de la gestión penitenciaria aparece como una meta pendiente que debe ser debatida. 


En primer lugar, hubiéramos querido un compromiso más decidido del Ejecutivo para establecer condiciones laborales dignas para el personal que labora al interior de los recintos penitenciarios.


Personalmente, en la Comisión pedí que se dejara establecido en el proyecto de ley, a modo de declaración de principios, que las jornadas o los turnos no excedieran de ciertas horas. Se me dijo, por parte del Ejecutivo, que existía el compromiso de que en la historia de la ley iba a quedar establecido que este proyecto de modernización de la planta significaría un mejoramiento de las condiciones laborales de Gendarmería.


En segundo lugar, es fundamental abordar la solución definitiva al déficit millonario que presenta hoy Dipreca. En este sentido, es una mala señal lo aprobado por la Comisión de Hacienda, en cuanto a incorporar a Dipreca a los nuevos funcionarios que ingresen a Gendarmería.


Por último, es necesaria una mayor incorporación del sector privado al sistema carcelario, particularmente en materia de reclusión y de rehabilitación. Reconociendo la labor del ministro de Justicia, en el fondo éste es un problema de definición política que, lamentablemente, puede retrasar una modernización del sistema carcelario sobre bases técnicas y eficaces.


Sin perjuicio de lo anterior, y porque consideramos razonable -aunque insuficiente- lo que plantea el proyecto, la bancada de la UDI va a aprobar en general la iniciativa.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Escalona.


El señor ESCALONA.- Señor Presidente, nuestra bancada va a dar su respaldo a este importante proyecto de ley, porque se trata de mejorar el sistema penitenciario y, en concreto, la difícil situación que se vive en las cárceles.


Todos estamos conscientes de que en este ámbito se registra un fuerte atraso; es una de las áreas que no ha ido de la mano con la modernización. La situación de los reclusos ya es difícil por el aumento de internos de alta peligrosidad, por consumo de alcohol y de drogas, por la situación de marginalidad y de pobreza de la cual proviene la masa mayoritaria de quienes delinquen y se encuentran en recintos penitenciarios.


Pero también hay que señalar con claridad la situación de los funcionarios, de los servidores públicos que están en el servicio de Gendarmería, quienes realizan una enorme labor de bien público en resguardo del bien común, pero cuyas condiciones de trabajo y de remuneraciones presentan un fuerte atraso.


Pensamos que en esto hay una situación de injusticia. En realidad, la sociedad no ha dado el reconocimiento que se debe a los funcionarios de Gendarmería, y el Estado tampoco les retribuye con las condiciones de ingresos y de seguridad que exige su trabajo.


El proyecto, que constituye un esfuerzo del gobierno democrático, tiene el propósito de hacerse cargo, aunque sea en parte, de esa situación tan sensible. Por eso queremos subrayar la enorme inversión que significa para el Estado de Chile.


El primer año de aplicación del proyecto involucra una inversión de 9 mil 491 millones de pesos; el segundo año, la cifra se eleva a 12 mil 900 millones de pesos; el tercer año de aplicación, el volumen de recursos asciende a 16 mil 250 millones de pesos, y el cuarto año, una vez que el proyecto se encuentre en régimen, la inversión será de 19 mil 674 millones de pesos. Pocas veces en la historia de la República se ha hecho un esfuerzo tan macizo y acompañado de una -por qué no decirlo- espectacular inversión en lo que se refiere a infraestructura.


Se ha tomado un conjunto de decisiones tendientes a poder generar condiciones penitenciarias completamente distintas de las actuales. En Chile existen cárceles viejas, insalubres, sin condiciones adecuadas. Algunas de ellas no sólo provienen del siglo pasado, sino del XIX, como la penitenciaría de Santiago, que alberga al mayor número de reclusos del país y entrega sus servicios en un local añoso, húmedo y claramente anticuado, de más de un siglo.


En consecuencia, la inversión persigue mejorar la situación de los funcionarios de Gendarmería, pero también producir la infraestructura capaz de enfrentar una población penal que ha crecido en forma explosiva.


En particular, el proyecto tiene como propósito incorporar a la dotación de Gendarmería a 2.609 nuevos funcionarios, distribuidos entre 180 oficiales penitenciarios y 2.429 vigilantes penitenciarios, y se crearían un total de 2.384 cargos en las plantas de oficiales penitenciarios, de vigilantes penitenciarios y de profesionales, técnicos y administrativos. Se incorpora a ellas, además, a los actuales funcionarios que se desempeñan a contrata, con lo que los traspasos de la contrata a las respectivas plantas serán de 169 oficiales penitenciarios, 1.409 vigilantes penitenciarios, 308 profesionales, 184 técnicos y 314 administrativos.


En lo que se refiere a los aumentos de remuneraciones, se suben los grados asignados a los cargos de gendarme mayor, vigilante mayor, gendarme 1º y gendarme 2º de la planta de vigilantes penitenciarios, en atención a la complejidad y mayor responsabilidad que exigen las funciones que desarrollan, y, lógicamente, como un incentivo importante para que permanezcan en sus cargos.


Asimismo, vale la pena hacer notar que, en lo que se refiere a la evolución de la población recluida en nuestras cárceles, tenemos un crecimiento francamente explosivo. Desde 1992, en que había 20.258 internos, hasta diciembre de 2001, se registraron 34.717 internos. El señor ministro de Justicia indica que sólo en los últimos años se ha producido un incremento de la población interna de 57,61 por ciento.


La propuesta de reforma y modernización de Gendarmería apunta a un objetivo sumamente ambicioso, cual es aumentar la infraestructura, entre los años 2001 y 2006, en 360 mil metros cuadrados, lo que permitiría cumplir el objetivo señalado por el Presidente Ricardo Lagos en su mensaje del pasado 21 de Mayo, en orden a que durante estos seis años se construyan más metros cuadrados que en toda la etapa anterior; es decir, en seis años el país cumpliría la meta de habilitar más recintos penitenciarios y metros cuadrados disponibles que en toda su historia anterior.


Claramente, ello es responder en un ámbito que, como dije al comienzo de mi intervención, se encuentra fuertemente atrasado y no ha ido al compás de la evolución del desarrollo del país.


En espera de que se corrijan los aspectos pendientes relacionados con la incorporación de los oficiales administrativos a las plantas y el acceso a los servicios de Dipreca, como también de que se resuelva el problema sobre la dotación de mujeres en algunos de los grados que se aumentan -situa-
ciones que hemos planteado a las autoridades de Gobierno en las Comisiones de Hacienda y de Constitución y en los niveles correspondientes-, y en el convencimiento de que el Ministerio de Hacienda recogerá nuestros puntos de vista y subsanará estas insuficiencias, pues estimamos que este proyecto es uno de los más importantes en lo que se refiere al proceso general de modernización del Estado, anunciamos que cuenta con nuestro voto a favor en la votación general.


He dicho.


-Aplausos.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Eugenio Tuma.


El señor TUMA.- Señora Presidenta, estamos asistiendo a la votación de un proyecto largamente esperado por el país, no sólo por los funcionarios de Gendarmería, quienes constituyen una barrera de contención entre la sociedad y la delincuencia en el cumplimiento de su función de vigilancia y también de compartir una vida, pero de encierro. Esta es una de las actividades remuneradas más ingratas que algún trabajador en el país pueda realizar, ya que, sin haber cometido delito alguno, estos funcionarios cumplen más o menos las mismas condiciones de enclaustramiento con que la sociedad penaliza a personas que han delinquido o tienen alguna deuda con la justicia.


Estamos asistiendo a un proyecto de ley innovador, especialmente en cuanto a remuneraciones, donde 389 oficiales y 2.947 vigilantes suben de grado y mejoran su renta, y 308 profesionales, 184 técnicos y 314 administrativos, que pasan a la planta, mantienen o mejoran sus rentas.


El cambio de calidad contractual es muy significativo para quienes laboran en Gendarmería de Chile, puesto que, de los oficiales, hoy sólo el 70,96 por ciento se encuentra en la planta. Con este proyecto, el ciento por ciento de ellos estará en la planta. Asimismo, el ciento por ciento de los vigilantes -hoy sólo el 87 por ciento está con contratos de planta- también contará con este contrato de normalización. Además, se sube de 15 por ciento a 58 por ciento el número de profesionales que tendrán contrato de planta; de 13 por ciento a 57 por ciento, en el caso de los técnicos, y de 5,85 por ciento a 51 por ciento, en el de los administrativos.


Hubiésemos querido que este proyecto considerara a la totalidad de los funcionarios que pasan a la planta; sin embargo, entendemos las limitaciones de las arcas fiscales y lo que significa priorizar los escasos recursos del Estado en distintos ministerios. Por tanto, quiero saludar el hecho de que se haya enviado este proyecto de ley, así como las inversiones en los niveles que se están realizando y que se permita que se aumente, al menos en un tercio, el número de vigilantes que se incorporarán a la institución.


La actual dotación de oficiales en el país es de 582. Habrá un aumento real de 130, puesto que quedará en 712.


Hoy, los vigilantes suman 6.160. Habrá un aumento real de 3.039 y totalizarán 9.199 hombres. Con ellos no sólo resolvemos el tema de la carencia de vigilantes para hacer mejores turnos, sino también el tema laboral de miles de jóvenes que, en gran cantidad, están esperando una oportunidad, especialmente en las comunas que represento, para ingresar a un servicio tan prestigiado como es Gendarmería Chile.


Sin embargo, a propósito de horas extraordinarias y de turnos, el gremio de Gendarmería es el que menos compensación recibe por horas extraordinarias pese a tener un mayor grado de sacrificio, por cuanto están impedidos de salir con libertad a su casa. A veces pasan diez o quince días en que, por cumplir exigentes turnos, no ven a su familia.


Sin duda, las remuneraciones que recibe este sector de funcionarios del Estado no se condicen con el alto grado de sacrificio que significa su labor.


En general, quiero expresar mi reconocimiento a todos los funcionarios de Gendarmería: a oficiales, vigilantes, profesionales, técnicos y administrativos, que realizan una enorme labor en favor de la sociedad. Puesto que existe mayor peligrosidad en la función que realizan y mayor exigencia desde el punto de vista de la vigilancia y de la contención de la delincuencia sobre la sociedad -reitero-, deberían ser remunerados y compensados de mejor manera. No obstante, expreso mi reconocimiento a los méritos propios del proyecto.


Asimismo, hubiese deseado un mejoramiento de las pensiones y montepíos de los ex funcionarios de Gendarmería. Por las razones que todos conocemos, en el sistema antiguo jubilaron con menos de la mitad de su renta, y el Estado no hacía las imposiciones por sus ingresos reales; por tanto, las cajas de previsión no compensaron sus pensiones y montepíos. Este tema está pendiente. Tenemos una gran deuda con todos los jubilados y montepiadas de Gendarmería, que, espero, sea considerada por los Ministerios del Trabajo y de Hacienda.


He dicho.


-Aplausos.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado Nicolás Monckeberg.


El señor MONCKEBERG.- Señora Presidenta, estamos acostumbrados a reclamar y a exigir del Estado una mejor política carcelaria, mejores acciones para readaptar, reinsertar, y mejoras en la vigilancia, en la custodia y en el traslado de los reos. Muchas veces, quienes hemos hecho trámites en el ejercicio de la profesión, nos hemos dado cuenta de las deficiencias actuales en todas esas áreas. Para qué decir dentro de las cárceles, en la observación, en la orientación, en el desarrollo de labores internas.


Con ocasión del proyecto de ley que creaba incentivos al buen comportamiento de los presos, que hace algunos meses trató la Comisión de Constitución, todas estas cosas se discutieron y, si bien se aprobó ese proyecto, nos quedaron dudas sobre si el Estado iba a contar con las herramientas para hacerlos efectivos.


Este proyecto de ley, en términos generales, constituye una herramienta muy importante para eso. Sin duda, la planta que se aumenta estará destinada a funciones específicas. Al interior de las cárceles se contará con más personal atento al comportamiento y a la instrucción de los presos, lo que hoy es una necesidad.


Sin embargo, el propio argumento del Ejecutivo me prende una luz de alerta y me causa cierta preocupación cuando recomendó dejar fuera de opción por el régimen previsional de Carabineros de Chile al personal civil, debido al alto déficit -por todos conocido- que sufre Dipreca, el que en seis años alcanzó 31 por ciento -de 145 mil millones de pesos a 190 mil millones de pesos-. Ello no quiere decir que yo sea partidario de excluir a algunas personas del beneficio de Dipreca, sino que considero engañoso y peligroso aprobar normas para aumentar su dotación sin asignar los correspondientes recursos.


Si dicho aumento de planta no lleva consigo el respectivo y necesario aumento de recursos para mejorar la salud, que implica más médicos, paramédicos y costos en administración e infraestructura, sólo contribuiremos a incrementar aún más el déficit, ya que la aprobación del proyecto significará el ingreso de al menos dos mil quinientas nuevas personas al sistema, y con sólo dos cargas cada una, la cantidad subirá a siete mil quinientas nuevas personas en el sistema absolutamente desfinanciado de Dipreca.


En ese sentido, me llama la atención leer en los diarios tanto el discurso permanente del Gobierno a favor del Plan Auge como las campañas que destacan sus bondades y, al mismo tiempo, que descuide un sistema de salud que atiende a tantas personas, ya que no se le asignan mayores recursos.


Ello no es nuevo, porque en 1993, mediante la ley Nº 19.195, la autoridad política traspasó el personal de Gendarmería de Chile al sistema de salud Dipreca. El Gobierno de la época se comprometió a proporcionar a dicho sistema 74 mil 713 unidades de fomento, más 104 cargos médicos y paramédicos; sin embargo, hasta la fecha ese compromiso no se ha cumplido.


Inicié mi intervención alabando las bondades generales del proyecto, ya que hace justicia al interior de Gendarmería y crea mejores condiciones en la administración de las cárceles. Sin embargo, siento gran preocupación porque no establece recursos adicionales para Dipreca.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor José Miguel Ortiz.


El señor ORTIZ.- Señora Presidenta, el 11 de marzo de 1990 Chile recuperó la democracia, y en la evaluación que se hizo en esta materia se encontraron situaciones muy complicadas. Por ejemplo, el régimen anterior excluyó a Gendarmería de Chile de Dipreca, de modo que este servicio pasó a ser el pariente pobre de las Fuerzas Armadas y de Orden. 


En 1990, en la Comisión del Trabajo de esta Cámara, por iniciativa del diputado señor Rodolfo Seguel, se solicitó una entrevista con el entonces Presidente Patricio Aylwin Azócar, quien patrocinó un proyecto para corregir tan injusta discriminación sufrida por el personal de Gendarmería de Chile, permitiéndole volver a Dipreca. Esa fue una cosa concreta y precisa del primer gobierno de la Concertación. 


Con el proyecto en discusión pasa algo muy concreto. En la discusión de la partida Ministerio del Trabajo y Previsión Social para 2002, por primera vez hubo parlamentarios que expresaron su preocupación por el déficit de Capredena y de Dipreca.


Debido a esa situación -de repente aquí se plantean afirmaciones que no corresponden a la realidad-, ayer funcionó en Santiago la Tercera Subcomisión Mixta de Presupuestos, cuyos integrantes -los senadores señores Jaime Naranjo, Baldo Prokurica y Sergio Fernández, y el diputado que habla- aprobaron el presupuesto para el año 2003, en lo referente al gasto fiscal para Dipreca y Capredena, de casi 900 millones de dólares, que favorece a noventa y dos mil ciento noventa y cuatro pensionados de Capredena y a cincuenta y seis mil pensionados de Dipreca.


El Gobierno, acatando la decisión de la Tercera Subcomisión Mixta de Presupuestos del año pasado, conformó una comisión, que empezó a operar en agosto de este año, con representantes de las Fuerzas Armadas y de Orden, de Investigaciones y de Gendarmería, para proponer el sistema previsional de Capredena y de Dipreca para más adelante.


En la Comisión de Hacienda, seis parlamentarios consideramos injusto comenzar con el pariente pobre -lo digo con respeto-: Gendarmería de Chile. En la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, el colega señor Gabriel Ascencio y otros diputados también plantearon su inquietud en la votación de los artículos 7º y 8º.


En esto hay que ser claros y precisos, ya que, aun cuando dichas cajas están desfinanciadas, lo justo es esperar la gran reforma de este sistema previsional a fin de abordar el tema en forma integral.


No me voy a referir a lo positivo del proyecto en cuanto al incremento progresivo de la dotación del personal, a la modificación de las plantas, al cambio de la calidad jurídica de los cargos a contrata, a la profesionalización de la carrera, al reforzamiento del principio del mérito vía concursos competitivos, a las adecuaciones y mejoramiento de remuneraciones, a la recuperación del personal institucional que se desempeña en otras entidades y al encasillamiento a través de concursos internos del personal no penitenciario, ya que quienes me han antecedido en el uso de la palabra han sido explícitos frente a esos temas. Sin embargo, me interesa dar a conocer lo sucedido en la Comisión de Hacienda el 2 de este mes, donde se acordó, por unanimidad, en primer lugar, enviar un oficio relativo a la planta de oficiales administrativos penitenciarios -hoy demasiado estrecha- en lo que respecta al término de la carrera funcionaria, porque frustraría las legítimas aspiraciones del personal.


En vista de lo anterior, se acordó, por unanimidad, solicitar a los ministros de Hacienda y de Justicia estudiar la factibilidad de ampliar dicha planta en dos cargos, grado 9, para mejorar el Servicio. La respuesta está en la comunicación que hoy envió el ministro de Justicia y en una indicación firmada por éste, por el ministro de Hacienda y por el Presidente de la República, mediante la cual se accede a la creación de dichos cargos.


Señora Presidenta, durante el estudio de esta iniciativa se tuvo presente la situación que afectaría a noventa y ocho funcionarias que pertenecen al escalafón femenino de vigilantes, mal encasilladas en relación con los hombres, como resultado del proceso discrecional materializado en 1981.


En razón de lo anterior, se acordó, en segundo lugar, solicitar a los ministros de Justicia y de Hacienda buscar una solución a esta problemática. Sin embargo, cabe señalar que este tema no aparece incluido en la indicación del Ejecutivo y que lo que nos acaba de llegar es una adecuación de los respectivos artículos, en vista de la indicación sobre los dos grados nueve.


Por lo tanto, sería ideal que el ministro de Justicia nos diera una feliz noticia, porque creo que esas noventa y ocho damas se merecen un reconocimiento, por cuanto no son las culpables de esta rebaja hecha por las autoridades de la época -1981- y que al final las tiene a todas en una situación desmedrada.


Se trata de un gran proyecto, que conlleva también el tema de la modernización. En suma, es un reconocimiento al personal de Gendarmería que le brinda la sociedad chilena.


He dicho.


-Aplausos.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra, por sólo dos minutos, el diputado señor Jorge Burgos, puesto que ya estamos en el término del Orden del Día. Lo mismo para el diputado señor Bayo, quien también desea intervenir brevemente.


El señor BURGOS.- Señora Presidenta, nadie pone en duda la importante labor que realiza el personal de Gendarmería, aunque, muchas veces, es incomprendida. Ella tiene que ver con un tema central, que es una preocupación permanente de esta Corporación y del país: el tema de la seguridad ciudadana. Por eso, es bienvenida una reforma de esta magnitud, encabezada por el Ministerio de Justicia con apoyo del Ministerio de Hacienda. Sin embargo -probablemente mis palabras no provoquen aplausos-, creo que las cosas hay que decirlas de frentón. Económicamente, este país lo hemos conducido todos sobre la base de tratar los temas con seriedad. Nuestras fortalezas económicas tienen que ver con todo tipo de proyectos cuando se trata de elaborar leyes financiadas o desfinanciadas.


Ahora bien, los artículos 7º y 8º tienen un sentido: el sistema de previsión de Dipreca está “absolutamente desfinanciado”; y cuando digo absolutamente desfinanciado -aunque les moleste a algunos- no es que lo solvente cualquiera, sino que lo pagan todos los chilenos, particularmente los cesantes, que deben ser nuestra mayor preocupación. En consecuencia, se trata de hacer un corte, de una vez por todas, a un sistema desfinanciado.


El decreto ley Nº 3.500, de 1980, rige a todos los chilenos. Entonces, no veo por qué va a ser una excepción contraria a los intereses de las personas el hecho de que se rijan por ese decreto. Si hay que modificarlo, modifiquémoslo, pero no sigamos desfinanciando un sistema de salud y de previsión absolutamente desfinanciando.


He dicho.


-Manifestaciones en las tribunas.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Ruego a las personas que se encuentran en las tribunas guardar silencio. Les pido respeto por el debate que se está desarrollando en esta Sala.


Para terminar, tiene la palabra, por dos minutos, el diputado señor Bayo.


El señor BAYO.- Señora Presidenta, no haré un discurso para la tribuna; ésa es la verdad. Sí, voy a solicitar que el tema que justamente acaba de tocar el diputado señor Burgos se estudie y analice con mucho cuidado, el cual dice relación con los artículos 7º y 8º del proyecto.


Concuerdo con la opinión de la Comisión de Hacienda, que rechazó dichos artículos. Asimismo, reitero que mi intervención es total y absolutamente seria, en el sentido de que esto es sumamente importante: aquí, injustamente, se está quitando un derecho del que hoy gozan los funcionarios de Gendarmería no uniformados. Si bien Dipreca enfrenta serios problemas, como los que han sido mencionados recientemente, se trata de una materia distinta de la que estamos resolviendo. ¡Arreglemos los problemas de Dipreca en otro proyecto! Los conocemos, porque formamos parte de la Comisión investigadora de ese instituto previsional, cuyos resultados aún no se han visto en su totalidad. Repito, se trata de una materia que debe arreglarse a través de otro instrumento legal. Por eso, sería injusto quitar a estos funcionarios los beneficios de que hoy gozan, que es lo peor que puede acontecer en democracia.


He dicho.


-Aplausos.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Cerrado el debate.


El señor JARAMILLO.- Señora Presidenta, sólo para preguntar si podrán ser insertados los discursos que quedaron pendientes en la discusión de este proyecto sobre Gendarmería.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Se incluirán todos los discursos pendientes, señor diputado.


En votación general el proyecto que moderniza la gestión y modifica las plantas del personal de Gendarmería de Chile.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 104 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Aprobado en general el proyecto.


-Aplausos.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Burgos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Dittborn, Egaña, Encina, Escalona, Escobar, Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José 
Antonio), García (don René Manuel), 
García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Hales, 
Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Kast, Kuschel, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Martínez, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Molina, 
Monckeberg, Montes, Moreira, Mulet, 
Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don 
Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Tapia, Tarud, Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Vargas, Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el ministro de Justicia, señor José Antonio Gómez.


El señor GÓMEZ (ministro de Justicia).- Señora Presidenta, en forma muy breve quiero contextualizar de qué trata este proyecto. Consiste en un trabajo hecho por el Ejecutivo con colaboración del Congreso Nacional en relación con un problema fundamental del ámbito penitenciario. En este sentido, hemos abordado las dificultades penitenciarias desde tres ámbitos que nos parecen esenciales.


En primer lugar y desde un punto de vista legislativo, se han aprobado algunos proyectos que todavía no son sancionados por el Senado.


En segundo lugar y en materia de infraestructura, estamos trabajando en la construcción de diez recintos penales a lo largo del país, con participación de privados en el ámbito de concesiones.


En tercer lugar, debo señalar que es muy importante el trabajo que realiza el personal de Gendarmería. Existe un hacinamiento de reclusos que supera el 40 por ciento, contamos con poco personal y la labor que efectúan los funcionarios muchas veces se cumple en horarios inhumanos. Ellos trabajan con mucho esfuerzo y honestidad. A pesar de que en ocasiones han sido acusados de determinados hechos, siempre hemos dicho que el 99,99 por ciento de nuestros funcionarios son personas honestas que cumplen una labor sacrificada.


(Aplausos).

Contextualizada la iniciativa, ella se traduce en la incorporación de mayor personal al sistema penitenciario, turnos de menor extensión, mayor seguridad y posibilidades concretas de que los funcionarios lleven una vida normal. A pesar de las dificultades detectadas en determinados puntos, se ha dado un paso fundamental en esta materia al mejorar un aspecto que preocupa a la gente en el ámbito de la seguridad ciudadana: el sistema penitenciario. Es probable que mañana avancemos aún más en la resolución de este tema, toda vez que nos abocaremos a estudiar las indicaciones que hemos presentado. Insisto, se trata de un trabajo común que ha significado y va a significar el mejoramiento de un área de la seguridad que ha sido objeto de preocupación ciudadana: la penitenciaria.


He dicho.


-Aplausos.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Recuerdo a la Sala que el proyecto volverá a la Comisión de Hacienda para ser estudiado desde las 15.30 horas. Mañana figurará en primer lugar de la tabla y será votado en particular.


-El proyecto fue objeto de la siguiente indicación:

Artículo 1°


- De los señores Alejandro Navarro Brain y Pedro Muñoz Aburto para agregar en el número 3 del artículo 1°, después de la palabra “Vigilantes”, las expresiones “quienes no podrán permanecer en sus recintos de trabajo más de 72 horas.”.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO
CONSTITUCIÓN DE COMISIÓN INVESTIGADORA DE LAS PRESUNTAS IRREGULARIDADES COMETIDAS EN LA LICITACIÓN Y ADJUDICACIÓN DE PLANTAS DE REVISIÓN TÉCNICA.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- El señor Prosecretario dará lectura al primer proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N° 143, de la diputada señora Cubillos y de los diputados señores Melero, Varela, Recondo, Vargas, Galilea, don Pablo; Dittborn, Delmastro, Bayo y Forni.


“Considerando:


Que se han conocido en los últimos días actos de corrupción, claros, categóricos e indesmentibles, en los cuales queda en evidencia la participación de empresarios privados, funcionarios y ex funcionarios públicos miembros de partidos de la Concertación.


Que las explicaciones dadas a la opinión pública por las personas señaladas no han resultado satisfactorias ni clarifican la situación producida; por el contrario, resultan ser contradictorias, al involucrar, cada una de ellas, a más funcionarios y parlamentarios de la Concertación.


Que, en el marco de esta situación, se tramitan múltiples querellas ante los Tribunales de Justicia y otras tantas se encuentran anunciadas por quienes se han visto afectados por estas denuncias.  Lo anterior, aunque resulta positivo, no logrará hacer claridad en su conjunto sobre las irregularidades de que se tiene conocimiento.


Que resulta imprescindible llevar adelante una investigación rápida, pero minuciosa, que permita a la opinión pública, a las autoridades de Gobierno y a esta Cámara de Diputados conocer la dimensión exacta de las irregularidades cometidas y de la corrupción en torno a las licitaciones y adjudicaciones de plantas de revisión técnica del país, sus ramificaciones, los responsables, las instituciones involucradas y, fundamentalmente, el destino de los dineros entregados injustificadamente para obtener las concesiones y autorizar su funcionamiento.


Que, para una correcta, efectiva y, por sobre todo creíble investigación, se debe prescindir en la conformación de esta Comisión de aquellos Diputados que han resultado mencionados, aludidos o acusados de las irregularidades cometidas.  La Cámara, sin pronunciarse en forma prematura sobre las responsabilidades de cada cual, debe evitar incorporar mayores elementos de confusión a la discusión sobre esta materia.


Por otra parte, no resulta procedente que esta Comisión sea integrada por Diputados que deberán proporcionarle antecedentes y desvirtuar las imputaciones sobre sus responsabilidades personales.


Que los considerandos anteriores hacen necesaria la conformación de una Comisión especial Investigadora, cuyo objeto principal sea la clarificación respecto a posibles sobornos a funcionarios públicos y que, además de las disposiciones reglamentarias que la regulen, cuente con el máximo posible de imparcialidad en su funcionamiento, como, asimismo, de un sistema de trabajo que haga posible su cometido en el menor tiempo posible.


La Cámara de Diputados acuerda:


Constituir una Comisión especial Investigadora con el objeto de:

I°
Investigar la existencia de sobornos o “coimas”, exacciones ilegales, tráfico de influencias y cualquier otro ilícito en los procedimientos de licitación, adjudicación y funcionamiento de las plantas de revisión técnica del país, con especifica indicación de particulares o funcionarios públicos involucrados, cantidades de dinero percibidas ilegítimamente y destino final de ellas.  En caso de encontrar los antecedentes referidos a los delitos señalados u otros, la Comisión deberá informar de inmediato a la autoridad competente para que se acompañen en los procesos judiciales correspondientes.

2°
Recomendar a la Mesa de la  H. Cámara de Diputados, de conformidad con los antecedentes de que conozca, la conveniencia de proceder como Corporación, ya sea interponiendo las querellas correspondientes o haciéndose parte en los procesos que se tramitan o se inicien próximamente.

3°
Investigar los criterios en base a los cuales el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones ha fijado el número de establecimientos que practican revisiones técnicas a vehículos motorizados por regiones, provincias y comunas, y la manera como se han determinado la forma, los requisitos, los plazos de las concesiones, las causales de caducidad y de procedimientos para su asignación y cancelación.

4°
Investigar los procesos de licitación y adjudicación de las concesiones de plantas de revisión técnica en todo el país.

5°
Investigar la forma en que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones fiscaliza que las plantas de revisión técnica actúen dentro del marco legal, reglamentario y de las bases de licitación.

6°
Investigar la forma y oportunidades en que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones evalúa el desempeño de las plantas de revisión técnica.

7°
Investigar la forma y oportunidades en que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones ha perseguido la responsabilidad civil y penal del concesionario de una planta de revisión técnica desde la que se hubieren expedido certificados falsos, ya sea por no haberse practicado realmente la revisión o por contener afirmaciones de hechos contrarios a la verdad.

8°
Esta Comisión se constituirá en conformidad al Reglamento de la Cámara de Diputados, y no podrán integrarla los Diputados que hayan sido mencionados, aludidos o acusados de las irregularidades cometidas, ni aquellos comprendidos en el articulo 5° B de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional.


La Comisión deberá cumplir su cometido en un plazo no superior a sesenta días.”


El señor VILLOUTA.- Pido la palabra por un asunto de Reglamento.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Señor diputado, estamos en la hora de Proyectos de Acuerdo.


El señor VILLOUTA.- Señora Presidenta, el número 8° del proyecto de acuerdo señala que la Comisión “estará presidida por un diputado miembro de alguno de los comités parlamentarios de oposición”, lo cual no es admisible.


-Hablan varios señores diputados a la vez.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Diputado señor Villouta, daremos curso al debate del proyecto de acuerdo.


Para hablar a favor de la iniciativa, tiene la palabra el diputado señor Carlos Recondo.


El señor RECONDO.- Señora Presidenta, los diputados de la UDI y de Renovación Nacional hemos presentado este proyecto de acuerdo, que solicita la conformación de una Comisión especial investigadora que se aboque a esclarecer los hechos que la opinión pública ha conocido en los últimos días y que han provocado un alto grado de conmoción. Todos ellos representan eventuales irregularidades y presuntos actos de corrupción llevados a cabo mediante coimas, todo lo cual involucra a funcionarios, ex funcionarios, dirigentes y parlamentarios de la Concertación.


La comprobación de que esas -hasta hoy- presuntas irregularidades o hechos de coima son una realidad, representaría un ilícito especialmente peligroso, toda vez que afecta a integrantes de una coalición, como la Concertación, que, además, tiene la responsabilidad del gobierno de la nación. Por eso nos parece imprescindible que la Cámara dé una señal pública y conforme una Comisión especial investigadora que se aboque, en un plazo no mayor de 30 días, a esclarecer los hechos conocidos por la opinión pública.


Además, hemos solicitado que la Comisión sea presidida por un parlamentario de la Alianza por Chile, porque queremos dar al país una señal distinta de lo que han sido hasta hoy las comisiones investigadoras de la Cámara. Todos reconocemos que las que se han constituido para estos fines jamás han arribado a conclusiones o significado sanciones, o han requerido responsabilidades políticas de quienes han estado involucrados. 


Como la imagen de la Cámara de Diputados y de sus comisiones investigadoras han estado comprometidas en procesos indagatorios anteriores, queremos que sea la Alianza por Chile la que presida esta Comisión, y darnos 30 días para hacerla funcionar de verdad, a fin de arribar, definitivamente, a alguna fórmula que permita identificar las responsabilidades políticas, de modo que todos los antecedentes constitutivos de delito puedan ser presentados ante los tribunales respectivos.


Por último, hago un llamado para votar favorablemente el proyecto de acuerdo.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Restan dos minutos para hablar a favor del proyecto de acuerdo.


Tiene la palabra el diputado señor Alfonso Vargas.


El señor VARGAS.- Señora Presidenta, en los últimos días, todo el país ha conocido las versiones de prensa que hablan de claros casos de corrupción -ellos son indesmentibles-, en los que ha quedado en evidencia la participación de empresarios privados, funcionarios y ex funcionarios públicos y miembros de partidos de la Concertación.


Resulta imprescindible llevar adelante una investigación rápida y minuciosa que permita a la opinión pública, a las autoridades de Gobierno y a la Cámara de Diputados conocer la dimensión exacta de las irregularidades cometidas.


Para una correcta, efectiva y, por sobre todo, creíble investigación, estimamos necesario que se prescinda en esta Comisión de aquellos diputados que han sido mencionados, aludidos o acusados de irregularidades.


Por lo tanto, las bancadas de Renovación Nacional y de la UDI estiman que se hace necesaria la conformación de una Comisión especial investigadora cuyo objeto principal sea la clarificación respecto de posibles sobornos a funcionarios públicos, y que, además de las disposiciones reglamentarias que la regulen, cuente con el máximo posible de imparcialidad en su funcionamiento. 


Por eso, hemos presentado este proyecto de acuerdo y queremos que sea aprobado en esta oportunidad. 


Muchas gracias.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Para hablar en contra del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Patricio Hales. 


El señor HALES.- Señora Presidenta, voy a hablar en contra de este proyecto de acuerdo porque hemos presentado otro -el Nº 146- con el mismo objetivo de crear una Comisión especial investigadora, que se va a tratar más adelante; alguien hablará a favor del mismo. No lo voy a defender en este instante. Sólo voy a decir que el Nº 146 es adecuado y correcto.


El proyecto Nº 143, en debate, no cumple con las disposiciones reglamentarias ni con los requerimientos básicos para hacer la investigación a fondo que necesitamos.


En el punto 8º, se exigen dos requisitos que son violatorios del Reglamento, porque, en el fondo, transgreden la idea de que la mayoría del Parlamento la deciden los electores y no nosotros. El artículo 229 del Reglamento de la Cámara de Diputados señala que las comisiones investigadoras se crean de acuerdo con las disposiciones del artículo 303, es decir, se regirán sobre la base de las normas generales aplicables a las comisiones permanentes y especiales. O sea, cada Comisión tiene que elegir su presidente. La decisión se toma conforme a una mayoría que no decidió ni usted, ni yo, ni nadie en esta Sala, sino la ciudadanía. 


El proyecto de acuerdo que nosotros presentamos reúne las condiciones para efectuar la investigación como ustedes lo están señalando, el cual ha sido mejorado y tiene mayor profundidad. Por lo tanto, llamo a votar en contra del proyecto Nº 143 para que contemos con una iniciativa adecuada y que represente efectivamente la decisión de esta Cámara. Su mayoría resolverá en su momento quién la presidirá.


El punto 8º del proyecto en análisis dice que “... dicha Comisión estará presidida por un diputado miembro de alguno de los comités parlamentarios de Oposición”; o sea, se parte con la condición obligatoria de que para hacer una investigación limpia tendría que suponerse que ustedes son los únicos que ofrecen garantías.


Discúlpenme, pero están confundidos sobre lo que es el sistema democrático, porque el día de mañana, si no les gustara el ministro de Obras Públicas, también podrían pedir que fuera designado por ustedes. 


Aquí hay un Gobierno y un Congreso Nacional elegidos por los chilenos, por los ciudadanos y no por ustedes, y nosotros tenemos que cumplir con ese mandato. Por eso, estamos presentando otro proyecto de acuerdo porque queremos que se realice una investigación a fondo. Por lo tanto, llamo a la Sala a votar negativamente este proyecto.


Otra cosa curiosa es que en el punto 1º no se propone una investigación, sino la condena previa. En realidad, tengo mi opinión sobre los hechos, y decidiré mi voto en el curso de la investigación de la Comisión. Por lo tanto, estamos por crear una Comisión investigadora en los términos que señala el Reglamento, cumpliendo los mandatos que la ciudadanía nos ha otorgado.


He dicho. 


El señor SILVA.- Señora Presidenta, punto de Reglamento.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra su Señoría.


El señor SILVA.- Señora Presidenta, entiendo lo que este tema ha significado en estos días, por lo cual comparto la necesidad de investigar los hechos y entiendo el enojo de muchos a raíz de esta situación.


Mi preocupación sobre este proyecto tiene que ver con su incongruencia con nuestro Reglamento. El día de mañana, sea este caso u otro, alguien podría presentar un proyecto de acuerdo que fuera aprobado por una mayoría, aunque vulnere o pase a llevar nuestro Reglamento, cuyas disposiciones reglamentarias pueden modificarse en la forma establecida en nuestra ley orgánica.


Por lo tanto, pido un pronunciamiento de la Mesa antes de votar este proyecto de acuerdo. 


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Señoras diputadas y señores diputados, la Mesa, durante este año, nunca se ha visto enfrentada a pronunciarse sobre la admisibilidad de un proyecto de acuerdo. Sin embargo, acoge la observación en el sentido de que este proyecto de acuerdo claramente transgrede disposiciones reglamentarias, porque es bastante inadmisible. 


(Hablan varios señores diputados a la vez).

Señores diputados, les pido que hablemos con tranquilidad porque el tema es relevante y hay que tomar conscientemente una decisión. Voy a concluir mi intervención, para lo cual les pido mantener la tranquilidad.


En el caso que analizamos hay una transgresión reglamentaria porque en el propio proyecto de acuerdo se establece la modalidad de conducción de la Comisión, lo que debe hacerse en la sesión de constitución de la Comisión. Allí se decide, por mayoría, quién va a dirigirla. 


Entonces, existe una clara inadmisibilidad y una transgresión reglamentaria que para la Mesa es difícil dejar pasar inadvertida. Ésa es la posición de la Mesa.


Sobre Reglamento, tiene la palabra el diputado señor Waldo Mora.


El señor MORA.- Señora Presidenta, los diputados democratacristianos no queremos poner ningún tipo de trabas ni buscar argumentos para impedir que esta Cámara investigue hechos que a todo el país y a nosotros nos han conmocionado. Queremos transparencia y que se investigue a fondo.


El resto de la bancada tiene libertad de acción para votar este proyecto de acuerdo, pero yo votaré a favor de la iniciativa de la Oposición, a pesar de que categóricamente no comparto que en el punto 1º se emita un juicio en forma tan precipitada, dando por acusados a los posibles culpables, aspecto en el que no estoy de acuerdo, como tampoco con el punto 8º, porque se debe decidir en la Comisión, cuando corresponda, quién será su presidente, pero de igual manera lo aprobaré, como asimismo que presida la Comisión investigadora un diputado de la Oposición, para que nadie tenga duda alguna de la actuación de los democratacristianos en este capítulo. 


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Señor diputado, le ofrecí la palabra para hablar sobre Reglamento y no sobre intenciones o decisiones políticas. 


Tiene la palabra el diputado señor Pedro Muñoz. 


El señor MUÑOZ (don Pedro).- Señora Presidenta, solicito que la Mesa se pronuncie sobre la admisibilidad del punto 8º, que nos parece antirreglamentario. Además, pido que se suspenda la sesión para conversar sobre el punto. De lo contrario, su Señoría debiera recabar la unanimidad para modificar el Reglamento, lo que se puede hacer.


Varios señores DIPUTADOS.- ¡Votación!


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Sobre Reglamento, tiene la palabra el diputado señor Jorge Ulloa.


El señor ULLOA.- Señora Presidenta, en primer lugar, el propio Reglamento señala que la aplicación de parte de él puede ser suspendida por acuerdo de la Sala, de manera que si hay voluntad real de investigar, esto puede hacerse.


En segundo lugar, respecto de la Comisión especial investigadora sobre la enajenación de derechos de aguas de la municipalidad de Santiago, se originó una situación absolutamente inconstitucional. Sin embargo, no hubo ninguna de estas alegaciones.


Lo importante es que la Sala se pronuncie sobre este tema. Cada uno dirá si efectivamente quiere que se investigue y haya transparencia en una situación tan grave, pero de ahí a plantear situaciones presuntivamente reglamentarias, no tiene ningún sentido. Pronunciémonos respecto del fondo del problema. Eso es lo que espera la ciudadanía.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Señores diputados, les pido que no hagamos un circo de esto. Tengamos respeto y efectuemos un debate serio. Francamente, acá no hay una oposición de fondo en cuanto a no querer fiscalizar.


Solicito a los colegas de la bancada de la Alianza por Chile que retiren del proyecto de acuerdo la proposición relativa a la presidencia de la Comisión, tema que, a mi juicio, debiera debatirse en ella, porque la voluntad de fiscalizar no se relaciona con quien presida la Comisión. Estamos generando una situación engorrosa y de impacto negativo en la opinión pública, al decir que algunos diputados desean fiscalizar y que otros no lo quieren hacer.


Para que podamos avanzar, les solicito retirar esa propuesta a fin de que se discuta en la Comisión.


Cito a una reunión de Comités para debatir el tema.


Se suspende la sesión.


-Transcurrido el tiempo de suspensión:

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Se reanuda la sesión.


Respecto de la cuestión reglamentaria que se presentó y que motivó la reunión de Comités, hemos llegado a una decisión, la cual solicito que sea dada a conocer por el diputado señor Recondo, en nombre de la Alianza por Chile.

Tiene la palabra su Señoría.


El señor RECONDO.- Señora Presidenta, efectivamente, como su Señoría lo ha señalado, los comités parlamentarios de la Alianza por Chile hemos resuelto retirar el punto 8º del proyecto de acuerdo, en el cual se hace expresa mención a que la Comisión investigadora que se forme debe ser presidida por un parlamentario miembro de la Alianza por Chile.


Lo anterior obedece a que hemos concordado con los comités parlamentarios de la Democracia Cristiana y del Partido Radical, que expresarán en esta Sala su voluntad de apoyar con sus votos, al interior de la Comisión investigadora, para que la presidencia la ocupe un parlamentario de la Alianza por Chile. Con esa condición hemos aprobado retirar el punto 8º del proyecto de acuerdo, que se someterá a votación.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Mora, y luego el señor Venegas, en nombre de sus bancadas, para dar cuenta del acuerdo al que hemos llegado en la reunión de Comités.


El señor MORA.- Señora Presidenta, reitero que es voluntad de la Democracia Cristiana investigar hasta el final este hecho que nos preocupa a todos nosotros y también al país.


Hemos pedido que se retire el punto 8º porque, en primer lugar, su inclusión no corresponde reglamentariamente. Segundo, no podemos aceptar que se imponga a una bancada y a todos los partidos de la Concertación un deseo o voluntad que signifique renunciar a la libertad de decidir.


Lo anterior demuestra que la Democracia Cristiana desea que exista transparencia absoluta en esta materia. En consecuencia, daremos el voto para que la presidencia de dicha Comisión la ejerza un parlamentario de la Alianza por Chile, pero respetando la dignidad y soberanía que tiene el partido Socialista y el PPD para decidir cómo votar.


Con los votos de la Democracia Cristiana, la Alianza por Chile puede tener la certeza de que presidirá la Comisión investigadora sin ningún inconveniente. Esto -reitero- no es un acuerdo político, sino una decisión de partido. Vamos a ser consecuentes con nuestra palabra porque queremos que se investigue hasta el final. Por lo tanto, votaremos favorablemente el proyecto de acuerdo.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Venegas.


El señor VENEGAS.- Señora Presidenta, en representación del Partido Radical, deseo expresar que mantendremos la consecuencia de la directiva que dirigía nuestro Partido hasta el jueves. En ese sentido nuestros parlamentarios continuarán respaldando aquellas acciones que el Gobierno lleve a cabo, por la vía judicial o administrativa, para que los hechos se aclaren en plenitud.


De la misma manera, no queremos ser jueces de nuestra propia causa. Por lo tanto, en aras de la transparencia, estimamos mucho más conveniente que sean nuestros opositores en la Cámara de Diputados los que presidan la Comisión investigadora. Afortunadamente, llegamos a un acuerdo unánime para que se materialice su formación excluyendo del proyecto de acuerdo formulado por la Alianza por Chile el punto Nº 8. De esta manera queda comprometida nuestra voluntad y también nuestros votos, para que, cuando se constituya la Comisión investigadora, uno de los parlamentarios de la Alianza por Chile la presida.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Aun cuando debo someter a votación el proyecto, tengo el deber de ofrecer la palabra a los diputados del PPD y PS que quieran expresar su opinión en relación en este debate reglamentario.


Tiene la palabra el diputado señor Muñoz; luego, el diputado señor Aníbal Pérez.


El señor MUÑOZ (don Pedro).- Señora Presidenta, honorables colegas, con la calidad moral que tenemos los socialistas, quiero señalar que respaldaremos el proyecto presentado por la Alianza por Chile. Sin embargo, respetando el acuerdo político a que se ha hecho mención, apoyado tanto por la Democracia Cristiana como por el Partido Radical, anuncio ante esta Corporación que dejaremos en libertad de acción a nuestros diputados para votar en conciencia en la Comisión cuando ésta se constituya.


Con ello se salvan los aspectos reglamentarios que infringía el proyecto de acuerdo.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Aníbal Pérez.


El señor PÉREZ (don Aníbal).- Señora Presidenta, como la Alianza por Chile retiró el numeral cuestionado, la bancada del PPD también apoyará el proyecto de acuerdo, porque somos partidarios de que se investigue -lo dijimos el jueves pasado- todo lo referente al tema que hoy se discutió en la Cámara.


En segundo lugar, la soberanía de los diputados para elegir al presidente de una comisión no debe ser pasada a llevar, aun por un acuerdo de la Sala en pleno. Desde ese punto de vista, y reconociendo el derecho de la Democracia Cristiana, como públicamente lo ha sostenido, para apoyar en la presidencia al diputado que representa a la Alianza por Chile, la bancada del PPD votará en conciencia al momento de elegir a su presidente.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- En votación el proyecto de acuerdo.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 103 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Burgos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, Escobar, Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José), García (don René), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), 
Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Kast, Kuschel, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Longueira, Lorenzini, Martínez, Masferrer, Melero, Meza, Molina, Monckeberg, Montes, Mora, Moreira, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Rebolledo, Recondo, Robles, Rojas, Rossi, Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Tapia, Tarud, Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, 
Vargas, Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.

CREACIÓN DE COMISIÓN ESPECIAL INVESTIGADORA DEL SISTEMA DE CONCESIONES DE PLANTAS DE REVISIÓN TÉCNICA.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- El señor Prosecretario dará lectura al segundo proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 146, de los señores Pedro Muñoz, Rossi, Ojeda, Tarud, Saffirio, Mora, José Pérez, Riveros, Jaramillo y 
Venegas.


“Considerando:


Que la opinión pública nacional se ha visto conmovida con la existencia de graves denuncias públicas sobre presuntas irregularidades en el otorgamiento de autorizaciones para el establecimiento de plantas de revisión técnica en la ciudad de Rancagua, a las que se sumarían variadas acusaciones sobre actos ilícitos cometidos durante su funcionamiento, como la entrega de certificados de revisiones falsos y otras infracciones a la fe pública.


Que más grave aun es el hecho de que comprometen a altos servidores del Estado en actos presumiblemente ilícitos, entre los cuales se cuentan exacciones ilegales y sobornos, configurando un cuadro de extrema gravedad que obliga a activar todos los dispositivos con que cuenta nuestro ordenamiento jurídico para el control y represión de actuaciones contrarias a derecho.


Que, si bien deben asegurarse los valores de la honorabilidad de las personas, no es menos cierto que la Cámara de Diputados -como pieza esencial del sistema nacional de control- debe ser capaz de estar a la altura de los desafíos que imponen estos hechos y efectuar, en forma seria, transparente y sin condicionamientos, una indagatoria profunda de estos actos, con la finalidad de determinar la existencia de posibles responsabilidades políticas y administrativas, sin consideración a la investidura ni a la calidad personal o política de los posibles intervinientes en actos reñidos con la ética pública y con la ley.


Que, asimismo, se hace indispensable estudiar a fondo las actuales regulaciones en relación con el sistema concesional de las plantas de revisión técnicas creadas al amparo de la ley de Tránsito, con el fin de establecer su idoneidad para asegurar los principios de legalidad y probidad, como, asimismo, asegurar su correcto y normal funcionamiento, que es una garantía de seguridad para la vida y la salud de las personas, pues estas plantas tienen, precisamente, la obligación de certificar sobre la seguridad de los móviles que se desplazan en las calles y vías del país.


Que, en consecuencia, la Cámara de Diputados debe constituir una Comisión Especial Investigadora, destinada a indagar a fondo la existencia de infracciones legales en materia de concesión de plantas de revisión técnica a lo largo del país, y, especialmente, establecer si han existido actos ilegales asociados a la concesión de tales plantas en la Sexta Región.


La Cámara de Diputados acuerda:


Constituir una Comisión Especial Investigadora destinada a indagar a fondo la existencia de actos ilegales o de atentados a la ética pública en el proceso de concesión y autorización de funcionamiento de plantas de revisión técnica en la Sexta Región.


Asimismo, la Comisión deberá investigar los mecanismos empleados en las concesiones de todas las plantas de revisión técnica del país, así como también sus procedimientos y la forma en que las autoridades competentes del Ministerio de Transportes han actuado en el desempeño de sus funciones.


La Comisión, además, deberá evaluar la idoneidad de la normativa legal y reglamentaria vigente en la materia, de forma de detectar posibles falencias, vacíos o dificultades en su aplicación y recomendar sus modificaciones a la Sala de la Corporación, con la finalidad de hacerla más eficaz en la promoción de los valores jurídicos de la fe pública, la probidad y la legalidad, como también en la defensa de la seguridad del tránsito.


Para el desempeño de su cometido, la Comisión tendrá el plazo de treinta días corridos, renovable por acuerdo de la Sala, por una sola vez y por un período similar, dentro del cual podrá citar a funcionarios o ex funcionarios públicos e invitar a personas naturales del sector privado cuya comparecencia se considere indispensable para el buen cometido de este mandato.  También podrá constituirse in situ, en inspecciones personales.


En caso de que, como producto de su investigación, la Comisión concluya en la existencia de actos u omisiones que pudieran revestir el carácter de delitos, estos serán puestos en conocimiento de los tribunales ordinarios de justicia, de manera inmediata, sin perjuicio de otras decisiones que los hechos ameriten, y también del Consejo de Defensa del Estado para que, en uso de sus atribuciones, ejerza las acciones que correspondan.”


El señor PÉREZ (don Aníbal).- Pido la palabra para plantear un asunto reglamentario.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra su Señoría.


El señor PÉREZ (don Aníbal).- Señora Presidenta, si la unanimidad de los diputados presentes apoyó el proyecto de acuerdo presentado por la Alianza por Chile, me parece inoficiosa la discusión de este proyecto de acuerdo que, en el fondo, persigue lo mismo, como es la creación de una comisión investigadora en la Cámara de Diputados.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- ¿Habría acuerdo para votar sin discusión el proyecto de acuerdo?


(Hablan varios señores diputados a la vez).

Diputado Pérez, ¿usted pidió el retiro del proyecto o su votación sin discusión?


El señor PÉREZ (don Aníbal).- Señora Presidenta, había pedido el retiro del proyecto por encontrarlo inoficioso. Pero si la Mesa o la Cámara decide votarlo, bueno, lo votamos sin discusión.


El señor MASFERRER.- ¡No, no! Que sea retirado.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Se trata de un proyecto que propone lo mismo que el votado con anterioridad. Así es que no cuesta nada votarlo.


En votación el proyecto de acuerdo.


-Durante la votación:

El señor MASFERRER.- Señora Presidenta, ¿cuál proyecto? En nuestros escritorios no hay nada; no hemos recibido el texto.


La señora SAA (doña María Antonieta).- Está, señor diputado. Busque en su escritorio.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 54 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 1 abstención.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:



Accorsi, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Encina, Escalona, Espinoza, Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Jaramillo, Jarpa, Jiménez, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), 
Lorenzini, Luksic, Mella (doña María 
Eugenia), Montes, Mora, Mulet, Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Quintana, Rebolledo, Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Sánchez, Seguel, 
Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Tapia, Tarud, Tuma, Ulloa, Valenzuela, Venegas, Vidal (doña Ximena) y Walker.


-Votó por la negativa el diputado señor García (don René Manuel).


-Se abtuvo el diputado señor Villouta.

VII. INCIDENTES
ORACIÓN POR CHILE.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité de la Unión Demócrata Independiente.


Tiene la palabra el diputado señor Mario Escobar.


El señor ESCOBAR.- Señor Presidente, nuestro mundo, el de la función pública, se ha visto muy tensionado en los últimos días debido a una situación que se viene arrastrando desde hace varios meses: ataques injuriosos, palabras soeces, discusiones especulativas, especulaciones. Con ello, de alguna manera, nuestra sociedad se va deteriorando, dañando, porque quienes ejercen la función pública están inmersos en medio de una lluvia de tormentas.


Ayer, mientras viajaba hacia Valparaíso, leyendo los antecedentes que, día a día, la prensa entrega a la opinión pública, me preguntaba qué podríamos hacer para volver a prestigiarnos, para tratar de ser lo que la gente espera de nosotros.


En medio de toda esa vorágine de diatribas, de acusaciones, que afectan a familias, hijos, colegas, recordé una sentencia cristiana muy importante que, a menudo, olvidamos: “Aquél que esté libre de culpa, que lance la primera piedra”. Por eso cuesta encontrar la palabra prudente, y cuando ésta aparece, aparece minimizada. No aparece en los showbusiness, como decía acertadamente ayer la Presidenta de la Corporación.

Frente a ese “qué poder hacer”, ayer decidí orar. Rezar por nuestros colegas parlamentarios: senadores y diputados; rezar por el Poder Legislativo, rezar por el Gobierno, rezar por la Oposición, rezar por el Poder Judicial, rezar por los medios de comunicación, rezar por los chilenos para que, entre todos, empecemos a revertir el tobogán por el cual estamos descendiendo.


Por eso, voy a rezar con esas sencillas palabras que Cristo nos enseñó:


Padre Nuestro que estás en el Cielo,


santificado sea tu nombre.


Venga a nosotros tu Reino.


Hágase tu voluntad en la tierra como en el Cielo.


Danos hoy el pan nuestro de cada día y perdona nuestras ofensas, así como nosotros perdonamos a quienes nos ofenden.


No nos dejes caer en tentación y líbranos del mal.


Amén.


También quiero pedir por todos, por nuestro país, a esa Madre para que nos ilumine; para que nos permita detenernos un segundo a reflexionar y también a orar:


Dios te salve María.


Llena eres de gracia.


El Señor es contigo.


Bendita tú eres entre todas las mujeres


y bendito es el fruto de tu vientre, Jesús.


Santa María, Madre de Dios


ruega por nosotros, pecadores,


ahora y en la hora de nuestra muerte.


Amén.


He dicho.

INFORMACIÓN SOBRE RECURSOS OBTENIDOS EN EL PEAJE DE CHAIMÁVIDA. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Andrés Egaña.


El señor EGAÑA.- Me sumo a las palabras y a la intención de mi colega Escobar.


Señor Presidente, hace ya casi tres meses, a través de esta honorable Cámara, solicité al ministro de Obras Públicas que me informara acerca de cuál había sido hasta ese momento la recaudación del peaje Chaimávida, ubicado en la comuna de Concepción, a menos de 7 kilómetros de la Plaza de Armas e inaugurado en la década de los años ´80 con gran oposición de los vecinos de las comunidades de Florida y Quellón.


Desde su construcción el peaje ha significado, por una parte, que el Gobierno recaude una importante cantidad de recursos y, por otra, el postergamiento de esas dos comunidades debido al aislamiento y abandono en que han quedado sumidas. En esta misma Sala se dijo que muchos industriales no se instalaron en ese sector por el pago del peaje diario en que habrían tenido que incurrir.


Se ha inaugurado otro camino alternativo, pero también con plaza de peaje. Hemos recibido una gran cantidad de reclamos de pequeños y modestos campesinos del sector, a quienes se ha prometido que ese peaje se retirará del lugar. Pero, en la práctica, no va a salir de allí, sino que se va a instalar en otro sector de Quellón donde también resultarán perjudicados sus habitantes.


Si los recursos obtenidos por el peaje de Chaimávida -que está dentro de la comuna de Concepción- se hubieran invertido para mantener el camino que une las comunidades de Florida y Quellón, los vecinos tendrían, al menos, la conformidad de que lo pagado ha sido invertido para darles mejor servicio. No ha sido así, porque esa vía se encuentra en un lamentable abandono.


Por lo tanto, quiero reiterar, a través de esta honorable Cámara, la petición que se hizo al ministro de Obras Públicas para que nos informe cuál ha sido la recaudación obtenida por el peaje de Chaimávida, inaugurado, como dije, en la década de los años ’80.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los diputados de las bancadas de la Unión Demócrata Independiente y de Renovación Nacional.

REITERACIÓN DE OFICIOS Y DE PROYECTOS DE ACUERDO RELACIONADOS CON LA PRIMERA REGIÓN. Oficios.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra la diputada señora Rosa González.


La señora GONZÁLEZ (doña Rosa).- Señor Presidente, en los últimos días el país ha conocido con estupor y, por qué no decirlo, con vergüenza, los lamentables y penosos hechos relacionados con el denominado “caso coimas”, que han afectado a determinados personeros políticos y han puesto en duda, legítima a mi juicio, la actividad pública de quienes se desempeñan en ese ámbito. El que se mencione en esos hechos a integrantes de esta Corporación tiene, siempre, más ribetes de escándalo.


Si bien no está en mi ánimo ni tengo la intención de iniciar una discusión sobre el particular, por cuanto el tema debe ser analizado en la Comisión especial investigadora recién aprobada, no puedo dejar de expresar mi preocupación en torno a muchas denuncias efectuadas en esta Sala que no han tenido el respaldo suficiente para que la comunidad conozca públicamente hechos que afectan a todos los chilenos.


Hoy, todos los ciudadanos de Chile debemos pagar el costo de las ineficiencias de nuestros actuales sistemas de fiscalización que no detectaron y detuvieron a tiempo los casos de corrupción y negligencia que todos conocemos y lamentamos.


Hoy, debemos explicar a la opinión pública que no todos quienes se desempeñan en la Administración del Estado y no todos quienes actúan en el ámbito público son personas corruptas a quienes hay que investigar, detener y castigar. Sin embargo, y pese a los reiterados anuncios del Gobierno en torno a que se actuará con máxima dureza -”caiga quien caiga”, como ha dicho-, el enorme daño a la actividad pública ya está hecho y tendrá que pasar mucho tiempo para que la gente revierta su opinión respecto de lo que realmente debe ser el trabajo público de miles de funcionarios honestos que han resultado perjudicados con esta lamentable y penosa situación.


Pero hay hechos que perfectamente bien pudieron revertirse y ser subsanados en su momento. Es más, tengo la firme convicción de que si se hubiesen escuchado las voces de protesta que se alzaron en su momento, muchos de ellos podrían haberse evitado.


No me refiero tanto a los acontecimientos que recientemente han afectado la estabilidad de nuestro país, sino a sucesos acaecidos a lo largo de Chile, especialmente en el norte, que fueron puestos en conocimiento de las autoridades pertinentes en su oportunidad, pero que, sin embargo, no se hizo caso de ellos.


Por ejemplo, en esta misma Cámara, junto con la diputada Cristi, en su momento, solicitamos que la desaparición de cuatro niñas en Alto Hospicio fuera estudiada por la comisión que investigaba el caso del joven Matute. No fue aceptado. Tuvo que haber diez muertes más para que el tema saliera a la palestra pública.


Esta Cámara aprobó la creación de una comisión destinada a investigar los efectos del boro del agua en el norte de Chile. Todavía no tenemos resultados; todavía el Ministerio de Salud no entrega los fondos necesarios para hacer los estudios correspondientes. Mientras tanto, la gente de mi región sigue enferma por la contaminación con ese elemento.


Hay casos más graves que los mencionados. Por ejemplo, en la Cámara denuncié la pérdida de veintinueve computadores que debían ser enviados a la ciudad de Arica. Se compraron, pero nunca llegaron, situación que tiene a cientos de niñas sin poder capacitarse. Sin embargo, nada se ha hecho al respecto.


Interpusimos querellas en los tribunales de justicia, pero la gente está diciendo que al parecer la mejor forma de no saber nunca nada respecto de una situación es mediante la presentación de estos recursos judiciales.


La pérdida de los computadores es algo de conocimiento público. Todo el mundo puede ver la denuncia del hecho a través de internet, en la página www.denuncias.net, en la cual claramente se señala que los organismos pertinentes no se han responsabilizado, de manera fehaciente, ante una situación que genera una gran pérdida para el Estado.


¿Qué ha hecho el Gobierno ante ese hecho? Propone elaborar una nuevo proyecto, con el objeto de volver a comprar cuarenta computadores con fondos de todos los chilenos. Mientras tanto -reitero-, los jóvenes del liceo comercial Ramón Beas siguen sin poder capacitarse. Por eso, cabe preguntarse, ¿qué pasa con el Consejo de Defensa del Estado?


Por otra parte, ¿qué diferencia tienen las personas que mueren en Arica con las que fallecen en Santiago? Lo pregunto porque cuando en la capital muere una persona debido a un tema que tiene que ver con el ámbito de la construcción, la noticia aparece de inmediato en todos los medios de comunicación. Cuando en Arica se adoptó una medida de seguridad, que en su momento fue cuestionada, y como consecuencia de ella murieron tres obreros y dos quedaron inválidos de por vida, nada se dijo, porque eso ocurrió en Arica. Pero no me cabe la menor duda de que si los trabajadores afectados hubiesen sido de Santiago, ya se habrían formado todas las comisiones investigadoras posibles.


Por eso, la gente piensa que los que somos de regiones somos ciudadanos de segunda categoría.


A propósito de que hoy se aprobó en general el proyecto que modifica las plantas del personal de Gendarmería de Chile, recuerdo la situación de la cárcel de Arica, en la que ochenta detenidos eran cuidados por dos gendarmes. ¿Cuántas veces no hice presente desde esta tribuna la necesidad de dotar de más gendarmes a la cárcel modelo de Acha? Hasta hoy no se han entregado los recursos para eso.


¿Vale realmente la pena fiscalizar y comprobar que un intendente fue indemnizado a pesar de que no hizo caso a las instrucciones del Presidente de la República, en cuanto a que debía dejar su cargo el 6 de octubre de 2000? Finalmente, el intendente dejó su cargo, pero lo ubicaron en otro organismo público en un puesto de mayor importancia, en el cual también se demostró que hubo problemas con ese funcionario. No obstante, con posterioridad, también fue sacado de ese organismo y nombrado como subdirector de relaciones internacionales. Es decir, lo ubicaron en un cargo de mayor importancia. Todas las personas que son exoneradas o destituidas de sus puestos querrían que las castigaran de ese modo.


Por lo tanto, atendidos los casos mencionados y muchos otros de denuncias de corrupción, pido que se oficie a las autoridades pertinentes reiterando los proyectos aprobados en esta Sala. De manera, que las ambulancias que servirán para cubrir las necesidades de la provincia de Parinacota, que no cuenta con hospitales ni con centros de salud, sean adquiridas en la forma que se aprobó en la Cámara y este hecho sea comunicado al Ministerio de Salud.


Lo que quiero es que se revisen todos los oficios que he solicitado y los proyectos aprobados que he presentado, que cuentan también con la firma de otros señores diputados, con el objeto de que se me informe respecto del estado de su propuesta.


Por último, espero que la Comisión investigadora que hace algunos momentos la Cámara aprobó constituir saque conclusiones que permitan descubrir la verdad, porque lo que hasta ahora se ha hecho es dejar los casos en manos de los tribunales de justicia, los que están colapsados debido a la gran cantidad de querellas que se presentan y a la falta de personal suficiente para llevar a cabo las investigaciones.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los diputados de los Comités Unión Demócrata Independiente, Renovación Nacional y Partido por la Democracia que así lo indican a la Mesa.

INFORMACIÓN SOBRE SUMARIO INTERNO EN CARABINEROS. Oficios.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra la diputada señora Caraball.


La señora CARABALL (doña Eliana).- Señor Presidente, hace más de quince días un grupo de jóvenes que participaba en un encuentro musical de hip-hop en la comuna de El Bosque acusó a Carabineros de haber efectuado disparos y de golpear a jóvenes que asistían a dicho evento. Los jóvenes señalaron que personal de Carabineros disparó al aire, lo que provocó la estampida de los asistentes, situación que derivó en una riña monumental que tuvo como resultado veintidós personas heridas.


En su oportunidad Carabineros informó al respecto que había abierto un sumario y que se aplicarían las sanciones respectivas, en caso de que éstas correspondieran.


Asimismo, los jóvenes anunciaron que interpondrían una querella contra Carabineros, por la forma en que había actuado su personal, al que acusan de haber cometido violencia policíaca, para lo cual se apoyan en una videocinta que ellos mismos grabaron, la que da cuenta de los incidentes ocurridos al término de un recital hip-hop.


Los hechos se remontan al pasado sábado 5 de octubre, ocasión en que se realizó el encuentro en el sector de Los Morros, en la comuna de El Bosque. Vecinos alertaron a Carabineros de que los jóvenes que asistían a dicho evento se encontraban efectuando destrozos. Cerca de las 19 horas llegó una patrulla de Carabineros, la que realizó disparos al aire y se enfrentó a los pobladores, con un saldo de veintidós personas heridas.


El prefecto de Carabineros de la zona sur de Santiago, coronel Edgardo Berthet, señaló que la acción fue preventiva y que los policías, quienes no portaban indumentaria especial, reaccionaron ante los ataques con piedra de la turba, que dejaron a la patrulla con daños visibles. Según el oficial, ante los desórdenes, Carabineros efectuó disparos de advertencia al aire. Agregó que de todos modos la institución abrió un sumario interno y que se aplicarán, si corresponde, sanciones a los funcionarios que no hayan actuado de acuerdo con el procedimiento.


El sumario ordenado por la intervención policial podría derivar en una denuncia por violencia innecesaria, contemplada en el Código de Justicia Militar.


Según los jóvenes, Carabineros actuó con violencia desmedida, efectuando disparos al aire, los que provocaron la estampida de la multitud que participaba en el encuentro.


La videocinta aficionada efectivamente muestra a personal de Carabineros parapetado tras un vehículo policial recibiendo pedradas y contestando con las mismas piedras. Además, se ve cuando realiza disparos al aire, golpea a jóvenes y avanza en el radiopatrulla a gran velocidad entre la multitud. El alcalde de El Bosque, señor Sadi Melo, informó que el recital tenía el patrocinio municipal, por lo cual solicitó informes para opinar sobre los desórdenes producidos.


Habida cuenta del tiempo transcurrido 
-casi un mes- desde la ocurrencia de esos hechos tan lamentables, me parece necesario que la opinión pública esté informada sobre la forma en que la autoridad ha tomado cartas en el asunto en un tema que en su oportunidad despertó no sólo la angustia de los vecinos, sino que movió a la opinión pública a opinar sobre la violencia con que se había actuado en esos hechos.


Por lo tanto, pido que se oficie al general director de Carabineros y al subsecretario del Interior, Jorge Correa Sutil, a fin de que se sirvan informar sobre el sumario interno que estaría llevando a cabo Carabineros, sobre el estado de avance del mismo, si se han establecido responsabilidades y, en el caso que se hayan aplicado sanciones, que nos informen en qué consisten y quiénes habrían sido los sancionados.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los diputados señores Ojeda, Salas y de los diputados de los Comités del Partido por la Democracia y de Renovación Nacional que así lo indican a la Mesa.

ANTECEDENTES SOBRE REPARACIÓN DE CAMINOS POR CORPORACIONES VIALES. Oficios.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ojeda.


El señor OJEDA.- Señor Presidente, en un recorrido por distintos lugares del sector rural de la provincia donde está ubicado el distrito que represento he comprobado las pésimas condiciones en que se encuentran los caminos y la red vial de los sectores más alejados de los centros urbanos, lo que sin duda hace necesaria la aplicación de un tratamiento urgente e intenso para repararlos.


Nos hemos encontrado con diferentes dificultades en ese sector. Sin embargo, Vialidad, que es el organismo encargado de efectuar esas reparaciones, no cuenta con los recursos para tal efecto. Además, el largo, intenso y muy crudo invierno ha afectado de una manera inusual el estado y las condiciones de esos caminos.


El 10 de diciembre de 1993 se dictó la ley Nº 19.265, que autorizó a la Dirección de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas para invertir hasta el equivalente a 9 millones de dólares en la adquisición de maquinarias que serían entregadas en comodato.


Sin embargo, de acuerdo con antecedentes de que disponemos, este sistema, muy auspicioso y de grandes proyecciones cuando se aprobó la normativa en la Cámara de Diputados, no ha tenido los resultados positivos esperados.


Ello nos ha tomado por sorpresa, sobre todo si consideramos que en este momento existe la necesidad de maquinarias y no hay recursos económicos.


Por lo tanto, solicito que se oficie al señor ministro de Obras Públicas con el objeto de que nos informe sobre los resultados de las operaciones realizadas por las corporaciones viales con esos elementos de trabajo. 


A nuestro juicio, los resultados son muy poco claros, por lo que estimamos necesario que el ministerio efectúe un estudio con el objeto de modificar la ley para que esas maquinarias, de alto costo, sean devueltas a quien corresponda y la Dirección de Vialidad ejecute los trabajos.


Por otro lado, Osorno tiene 2 mil 800 kilómetros de caminos, y debido a la falta de maquinarias y a que la Dirección de Vialidad no cuenta con implementación propia, deben ser atendidos por privados con los que suscribe contratos globales de mejoramiento de caminos, pero en esa provincia sólo una empresa presta ese servicio, la que alcanza a atender únicamente 539,7 kilómetros, es decir, un 18 por ciento del total, quedando sin cobertura y en condiciones deficitarias el 82 por ciento restante.


Solicito, entonces, que se oficie al ministro de Obras Públicas con el objeto de que se autorice a la Dirección de Vialidad de la provincia de Osorno para suscribir un contrato con otra empresa que pueda cubrir la mayor parte o la totalidad de los caminos, ya que sus condiciones son muy malas.


A los sectores rurales alejados de la provincia hay que darle la posibilidad de tener vías expeditas a fin de contribuir al despegue, progreso y avance social y económico de las comunidades indígenas. Hay que tener presente que uno de los efectos de no contar con buenos caminos es la dificultad que se genera para trasladar a los enfermos a centros asistenciales.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los diputados señores Jaime Quintana, Leopoldo Sánchez y Enrique Jaramillo.

EFECTIVIDAD DE LA ENCUESTA CAS EN PROGRAMAS SOCIALES. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra, por tres minutos, el diputado señor Jaime Quintana.


El señor QUINTANA.- Señor Presidente, en el último tiempo, mucho se ha debatido respecto de la encuesta CAS y de su efectividad como instrumento para determinar a las familias más pobres y necesitadas, por lo tanto, objeto de muchos programas sociales y políticas públicas del Estado.


En mi región, durante la semana distrital concurrí a eventos en los cuales se entregaron a familias necesitadas algunos subsidios, como, por ejemplo, el bono agrícola familiar del Indap. En la ocasión, muchas personas me señalaron que la selección no había sido todo lo rigurosa que hubieran querido. Más aún, gente en evidente situación de pobreza, me expresó que no quedaron seleccionados y que en algunos casos este beneficio se entregó a pobladores que no presentaban necesidades y carencias muy apremiantes.


Además, en los últimos días he tomado conocimiento de que Mideplan ha practicado en la Región de La Araucanía una supervisión, de rutina, que se hace cada cierto tiempo, al menos, una vez al año, a un número importante -cercano a la mitad- de las comunas de la región.


Se detectó, según información preliminar, un sinnúmero de irregularidades en la gran mayoría de las comunas que fueron objeto de esta muestra, que apuntaba al 2 por ciento de las efectuadas en la región. Las irregularidades van desde simples errores que pueden ser de la toma de la muestra, hasta lo más delicado: manipulación y adulteración en la ficha CAS en varios municipios de la región de La Araucanía.


Esta situación es grave, por cuanto muchos programas sociales, recursos del Indap, los subsidios habitacionales, el programa Chile Solidario, que está a punto de ponerse en marcha, tienen como elemento determinante de selección la encuesta CAS, de tal manera que si esto continúa, si hay una manipulación respecto de quienes deben ser los beneficiarios y no se focaliza en aquellos sectores que el Estado considera los más vulnerables, me parece que vamos a distorsionar gravemente las políticas públicas.


Por lo anterior, he puesto estos antecedentes a disposición de la Contraloría regional. 


Pido que se oficie a la ministra de Mideplan, con copia de mi intervención, para que esa supervisión se efectúe en la totalidad de las comunas de la región.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con copia de su intervención y la adhesión de los diputados señores Leopoldo Sánchez, Enrique Jaramillo, Carlos Kuschel y Osvaldo Palma.

INCUMPLIMIENTO DE NORMAS DE PROTOCOLO EN CEREMONIAS OFICIALES. Oficios.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique 
Jaramillo.


El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, con profunda molestia quiero expresar mi preocupación y malestar por recientes hechos irregulares que, con el correr del tiempo, poco a poco se han ido transformando en una insana costumbre cívica.


Me refiero a la forma poco ordenada en que los encargados de protocolo del Gobierno organizan actos y ceremonias oficiales. Cada vez es más frecuente que no se respete el protocolo establecido en la ley y se trate a los invitados en forma no prudente.


Recientemente en mi distrito se llevó a cabo una ceremonia oficial con motivo de la inauguración de una barcaza que trasladará a compatriotas hasta Argentina, y viceversa. La ceremonia se realizó sobre las aguas del lago Pirihueico, en la comuna de Panguipulli, localidad de Puerto Fuy y fue encabezada por su Excelencia el Presidente de la República, don Ricardo Lagos Escobar,


Pese a la trascendencia de esta obra para los habitantes de Panguipulli y sus alrededores, en la ceremonia no se entonó el himno nacional ni se izó el pabellón nacional. Me disculpo por ello ante su Excelencia el Presidente de la República.


Asimismo, quiero expresar mi molestia por un hecho -realmente increíble- ocurrido en el viaje inaugural de la embarcación: los encargados del protocolo, expresamente, excluyeron a los diputados de la zona. Se nos negó el acceso a la nave y se nos dio un trato vejatorio; lisa y llanamente, fuimos marginados.


No me parece prudente que se incurra en actuaciones como la descrita cuando se trata de los parlamentarios de la zona, quienes representan a la gente y se esfuerzan, día a día, por obtener obras de mejoramiento para la población, como la que en esa oportunidad se inauguraba en Puerto Fuy.


Actos oficiales como el señalado requieren de un sentido patrio, de nación, el que se logra, necesariamente, con la interpretación de nuestro himno nacional y el izamiento de nuestra bandera.


Por lo anterior, solicito que se oficie al ministro secretario general de la Presidencia para que conozca de esta situación, la que no constituye un hecho menor cuando el trasfondo es la difusión de nuestros valores patrios, tarea que, sin duda, debe ser propiciada por el mismo Gobierno, como muestra de respeto por nuestro país, el cual debe ser extensivo también a los parlamentarios.


Asimismo, que se oficie al subsecretario de Desarrollo Regional, a fin de que se instruya a las reparticiones regionales en orden a cumplir el protocolo oficial y a respetar nuestros símbolos patrios.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los diputados señores Sánchez, Kuschel, Palma y de quien habla.
REDUCCIÓN DE PERSONAL EN EMPRESA DE CORREOS DE CHILE. Oficios.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Leopoldo Sánchez.


El señor SÁNCHEZ.- Señor Presidente, ¿sobre azul en la Empresa de Correos de Chile?


Gran preocupación en los sectores rurales de todo el país, particularmente en la región que represento, Aisén, provocó la noticia que partió como un rumor y que hoy es casi una realidad: la eventual jibarización de Correos de Chile. 


En la prensa del 25 de octubre se informa que, dada la alta competencia que han alcanzado los sistemas privados en la materia y la sobredimensionada dotación de 6.500 funcionarios que Correos tiene a lo largo de Chile, se iniciará un proceso de postulación a retiro voluntario de 1.600 empleados.


Un alto funcionario de ese servicio agrega que si Correos no reduce sus costos de manera efectiva, tendrá serias dificultades para mantener su capacidad de pago. En Aisén, a modo de ejemplo, esta decisión de la Empresa de Correos, desde ya afecta la tranquilidad de al menos 62 trabajadores, y, por supuesto, de sus familias. Quizás con la modalidad de “retiro voluntario o forzoso” 
-no se sabe aún- algunos se podrán ir con una jubilación decente, pero, sin duda, la mayoría no. No se puede castigar a los sectores rurales por pecados ajenos.


Actualmente en Aisén -insisto con el ejemplo de mi región, tal vez una de las más aisladas de Chile- hay 20 localidades que tienen oficina de Correos, las que garantizan un buen servicio en el reparto de valores, documentos y correspondencia. A modo de ejemplo, Correos de Chile tiene oficinas en Melinka, Melimoyu, Puerto Raúl Marín Balmaceda, Puerto Aguirre, Puerto Cisnes, Lago Verde, La Junta, Puyuhuapi, Mañihuales, Chacabuco, Balmaceda, Puerto 
Ibáñez, Bahía Murta, Guadal, Chile Chico, Cochrane, Villa O’Higgins, Caleta Tortel, sin considerar Coihaique y Puerto Aisén.


Además, Chile Chico y Cochrane son cabeceras de provincia y no pueden quedar sin correo.


Quiero hacer extensiva mi preocupación por todos los sectores rurales de nuestro país que no van a seguir contando con ese servicio.


Por lo expuesto, solicito que se oficie al ministro de Transportes y Telecomunicaciones para que nos informe sobre la veracidad de lo señalado precedentemente, es decir, si los anuncios vertidos en la prensa son fidedignos.


Asimismo, pido que se oficie al ministro de Hacienda y al gerente de la Empresa de Correos de Chile para que nos aclaren los supuestos déficit presupuestarios que avalarían esa decisión privatizadora que provocará el cierre de muchas oficinas de Correos a lo largo del país, y además, nos informen si la empresa postal tiene pensada alguna reconversión para los 1.600 trabajadores que quedarán cesantes, cuál será su futuro y cómo va a entregarse el servicio que presta Correos en localidades apartadas del país, sobre todo si se piensa que está en marcha la reforma procesal penal, lo que hace necesario el envío de documentos oficiales, y todos sabemos que en los pequeños poblados no existen instancias apropiadas para ello.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los diputados señores Kuschel, Palma, Quintana y Jaramillo.


El turno siguiente corresponde a Renovación Nacional.


Tiene la palabra el diputado señor Osvaldo Palma.


El señor PALMA.- Señor Presidente, hace unos días muchos funcionarios de Correos de Chile recibieron una carta que los invita a aceptar un plan de retiro incentivado, con el argumento de que la empresa requiere con urgencia aumentar ingresos y disminuir costos para hacer posible su permanencia y desarrollo.


“Es necesario -dice la carta- que se acojan a este plan 1.600 trabajadores de todas las áreas, estamentos y zonas del país”. Firma la nota don José Luis Mardones, gerente general de la Empresa de Correos de Chile.


Un gran número de funcionarios de esta empresa -1.600 para ser exactos- han recibido la carta en que se les invita cordialmente a retirarse de la empresa -con el incentivo de una indemnización mayor- después de toda una vida de trabajo en esta importante empresa estatal de comunicaciones. Todo esto para mejorar los ingresos de la empresa, la cual no arroja pérdidas.


Como es sabido, por mucho que sea el dinero ofrecido como indemnización, sin trabajo, éste pronto se acabaría.


Pensamos que esa medida, en una empresa del Estado, además de injusta, carece del criterio de la oportunidad, tan necesario en toda decisión administrativa. Éste es el peor momento para ello, cuando el desempleo llega a niveles que dan pena y que se mantienen altos. Así, la cesantía ya no es una circunstancia, es un problema estructural de la economía chilena.


Chile creció -a lo largo de todo nuestro territorio- alrededor de instituciones estatales que, además del servicio que prestaban, llevaban progreso a las comunidades. Así, los anteriores y diferentes gobiernos, con gran sentido social, ubicaron en ellas empresas estatales como Teléfonos, Ferrocarriles, Banco del Estado, Seguro Social, Impuestos Internos, Correos de Chile, que, al ser fuentes de trabajo y entregar servicios, daban sentido social a su creación.


El espíritu de los gobiernos era otro: había sentido constructivo y social en la administración del Estado. Se crearon, así, muchos y nuevos polos de desarrollo en lugares con dificultades por su aislamiento y lejanía. Operaba el principio de igualdad para acceder a todos los servicios posibles del Estado. Se gobernaba con sentido social.


Ahora, por unos pesos más de ahorro, por ganar más, se exonera a 1.600 funcionarios de la Empresa de Correos de Chile, se incentiva su retiro mejorando la indemnización legal, pero se los deja cesantes, sin pensar en sus familias ni en los pequeños pueblos que ya han perdido casi todos los servicios estatales. Todas las oficinas se han ido.


Ahora es el turno de estos sencillos 1.600 funcionarios que hacen patria a lo largo de todo Chile en pequeños pueblos de nuestro territorio. En esta empresa estatal, de todos los chilenos, que no arroja pérdidas, que deja ganancias al país, sus administradores máximos, para ganar más, dejan sin trabajo a 1.600 funcionarios.


¡Linda manera de ganar más! ¿Por qué no se pensó eso cuando se decidieron indemnizaciones millonarias a altos funcionarios que en nada mejoraban la administración? Sólo llenaron los bolsillos de algunos y sembraron grandes dudas sobre la transparencia en la administración de las empresas del Estado.


Solicito que se oficie al Presidente de la República, al ministro de Transportes y Telecomunicaciones y al gerente general de la Empresa de Correos de Chile para que reconsideren esta equivocada -creo- y triste medida que deja sin trabajo a 1.600 empleados de Correos de Chile.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los diputados señores Kuschel, Sánchez, Quintana y de quien habla.

ESTUDIOS PARA LA CREACIÓN DE NUEVA COMUNA EN LA DÉCIMA REGIÓN. Oficios.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Ignacio Kuschel.


El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, acaba de llegar a mi poder una respuesta del ministro de Vivienda y Urbanismo que se refiere a un planteamiento que hice hace un tiempo respecto de la relación del plano regulador de Alerce con las ciudades y planos reguladores de Puerto Montt y Puerto Varas.


A la localidad de Alerce la llaman “ciudad satélite”, porque está creciendo mucho. Se encuentra en el límite de las comunas de Puerto Montt y Puerto Varas, aunque la mayor parte de ella está en la comuna de Puerto Montt. Se estima que dentro de los próximos diez años su población va a aumentar a más de 80 mil habitantes, casi la mitad de Puerto Montt, que hoy tiene 170 mil habitantes, o sea, va a más que duplicar la población de Puerto Varas.


Aunque siempre he sido contrario a la creación de nuevas comunas, en este caso, buena parte del crecimiento demográfico de Puerto Montt se va a concentrar en esta nueva ciudad, de manera que es conveniente que el Gobierno empiece a estudiar la posibilidad de crear una nueva comuna. En una primera etapa, por supuesto, dependería del Fondo Común Municipal, porque no recaudaría muchos recursos, pero tendría un carácter, una personalidad, y una cultura propia y distinta de Puerto Montt y de Puerto Varas.


Por lo tanto, pido que se oficie al Presidente de la República y a los ministros de Hacienda y del Interior, a fin de que dispongan la realización de los estudios correspondientes.

MODIFICACIÓN DE FUNCIONAMIENTO DE LA ONEMI EN LA DÉCIMA REGIÓN. Oficios.


El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, en segundo lugar, quiero plantear la necesidad de que se reestructure totalmente el funcionamiento de la Onemi en la Décima Región. Por tanto, pido que se oficie al intendente y al director nacional de la Onemi, y al ministro correspondiente.


Los días 13, 14 y 15 de octubre tuvimos grandes aguaceros en la región, y la ayuda recién comenzó a llegar en los últimos cuatro días a la comuna de Cochamó, donde el agua subió catorce metros. Murieron 360 vacunos, 357 ovejas, 15 caballos, 80 cabras y varios cerdos. Sin embargo, recién ahora está llegando la ayuda.


Además, se inundó un cementerio y otros lugares que antes no se inundaban.


El señor intendente nos ha dicho que por razones de prioridad, se atendió, primero, a la zona de Valdivia, motivo por el cual se originó ese enorme atraso.


En casos de emergencia debe considerarse la gravedad de las situaciones específicas y no dosificar la entrega de ayuda para dar tiempo al intendente o el jefe de la Onemi para aparecer en todas las fotos. De seguir así, como tenemos 42 comunas, en una nueva emergencia la última recibiría la ayuda después de más de cuarenta días. Esto no es posible.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los señores diputados que así lo indican.

NECESIDAD DE RESPETAR EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA A RAÍZ DE LAS RECIENTES DENUNCIAS POR CORRUPCIÓN. Oficios.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto 
Robles.


El señor ROBLES.- Señor Presidente, en los últimos días hemos visto en Chile cómo la falta de principios en nuestra sociedad cambia sus valores.


A través de la prensa se ha denostado a distintos personeros públicos, incluso parlamentarios, y se los ha juzgado, colocándolos anticipadamente en el banquillo de los culpables; no en el de los acusados.


Hace tiempo en el país sucedían cosas parecidas: seres humanos, hombres y mujeres eran juzgados por otras personas y no por los tribunales. Incluso, algunos fueron ejecutados o hechos desaparecer sin ningún tipo de juicio.


Los radicales creemos en los principios 
-por ello pertenecemos a este partido- y los defendemos en forma cabal y completa, sea quien sea el afectado por su vulneración. Defendemos los principios de libertad, de igualdad, pero también debemos defender el principio de presunción de inocencia ante la ley cuando a una persona se la acusa de algún delito. Primero se debe presumir su inocencia y probar su culpabilidad para enjuiciarlo desde el punto de vista público y, sobre todo, del jurídico.


A personeros de nuestro partido se les está juzgando y condenando anticipadamente, sin presumir su inocencia.


En nuestra sociedad debemos cuidar que los principios siempre sean respetados, más aún por la prensa y por las autoridades que deben aplicarlos. No es posible que una persona sea condenada sin un debido proceso. Los radicales creemos que todo ilícito debe ser condenado y repudiado, especialmente los que hemos conocido en este último tiempo. Ellos deben ser investigados a fondo, “caiga quien caiga” -como decía nuestro Presidente-, y debe perseguirse la responsabilidad que corresponda por actos inadecuados de la administración del Estado.


Pero eso no obsta para que a aquellas personas a las cuales se les está incriminando tengan un debido proceso, tanto público como judicial, y sólo debe criticarse, amonestarse y condenarse a quien la justicia determina que es delincuente.


Por eso, me ha llamado poderosamente la atención que nuestra sociedad aún no haya aprendido del drama vivido por miles de personas que tienen desaparecidos a sus maridos, a sus mujeres o fueron ejecutados simplemente por perjuicios de nuestra sociedad, sin el debido proceso.


En este caso, lo que sucede no es tan atroz, pero sí se está denostando a las personas públicamente y su imagen y honorabilidad están siendo puestas en tela de juicio.


Los radicales creemos que toda persona, independiente de su condición, debe considerarse inocente hasta que se pruebe lo contrario. La justicia debe actuar en forma completa.


Esperamos que tanto la justicia de nuestro país como la Cámara de Diputados, a través de la Comisión investigadora que recientemente se ha resuelto constituir, sean capaces de llegar al fondo de los ilícitos que públicamente se han dado a conocer por intermedio de la prensa. Una vez que se llegue al fondo de dichas cuestiones, los culpables deben ser efectivamente castigados, tanto por sus responsabilidades penales como políticas. Mientras eso no ocurra, debe considerarse que las personas son inocentes. De ese principio, los radicales y toda la sociedad debemos ser fuertes defensores.


Termino pidiendo que se haga llegar esta intervención a los señores ministros del Interior y de Justicia.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría.

PETICIÓN DE ANTECEDENTES PARA ACLARAR DIVERSAS SITUACIONES EN SERVICIOS PÚBLICOS DE LA DÉCIMA REGIÓN. Oficios.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fidel Espinoza.


El señor ESPINOZA.- Señor Presidente, quiero solicitar el envío de oficios a algunos organismos del Estado con el propósito de transparentar, de una u otra forma, la función pública que, como decía el diputado señor Robles, en las últimas semanas se ha visto deteriorada por los acontecimientos conocidos por la ciudadanía.


Soy convencido de que el rol fiscalizador parlamentario debe realizarse de la manera más acuciosa posible y en cada rincón de nuestro país. Debemos ser los primeros, no sólo fiscalizando la acción del alcalde o del diputado o del funcionario público del sector contrario, sino que en lo que implica la esencia misma de la palabra.


O sea, ante situaciones anómalas cercanas a la colectividad que uno representa.


La semana pasada, en la provincia de Osorno denuncié la existencia de contratos entre una consultora denominada Trayén, cuyos representantes son la señora Gladys Queipul y su hermano, José Luis Queipul, quien se desempeñaba como promotor del programa “Orígenes”, en la comuna de San Juan de la Costa, lo que motivó la renuncia de dicho funcionario con posterioridad a la denuncia efectuada por mí.


El intendente de la Décima Región, don Patricio Vallespín, señaló públicamente que la renuncia obedeció a una situación prevista con anterioridad por la dirección del programa, cuestión que desmiento tajantemente en esta Sala, toda vez que el hecho no ocurrió como el intendente lo dio a conocer a la opinión pública.


Por lo anterior, solicito oficiar al director nacional de la Conadi, a fin de que entregue la información relacionada con eventuales contratos suscritos entre la empresa constructora Trayén y la Conadi de la Décima Región, entre 1996 y 2000; el número de contratos y los montos involucrados.


Asimismo, solicito oficiar al director nacional del Fosis y al director nacional del Sence, a fin de que informen sobre aspectos de enorme relevancia dentro del ámbito de la transparencia de la gestión pública: cuántos y cuáles han sido los contratos suscritos con las consultoras Prodata, de la comuna de Osorno, provincia del mismo nombre, y Redwork, cuyo representante legal es don Gastón Delgado, entre 1995 y 2002; los proyectos o cursos adjudicados y los montos involucrados. Además, respecto de la consultora Redwork, que nos informen sobre las acciones judiciales entabladas por el Fosis en contra de esa empresa, por las situaciones anómalas detectadas en la ejecución de proyectos de generación de empleo en la provincia de Osorno.


También solicito oficiar al ministro de Vivienda, a fin de que nos informe respecto de la situación que afecta gravemente a dos comités de vivienda campesina que postulan a subsidios rurales: Santa María y Ensenada. A pesar de que este último salió seleccionado, lo cual beneficia a cincuenta y tres postulantes a la vivienda rural -según lo que apareció en el diario “La Nación” de la semana recién pasada-, a los eventuales beneficiarios se les dijo que dicha información era errónea.



Creemos que en el Serviu de la Décima Región también están ocurriendo situaciones anómalas que es preciso esclarecer. Por lo tanto, pido al ministro de Vivienda que nos informe sobre la situación que afecta al comité Santa María, porque se han extraviado dos carpetas de postulantes, y al comité del villorrio Ensenada, pues según consta en el diario han salido beneficiados con el subsidio respectivo, con el objeto de revertir tal situación por el mérito que tienen esas personas, quienes por años se han esforzado en reunir dinero para postular a una vivienda digna.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría.


Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-Se levantó la sesión a las 15.14 horas.
JORGE VERDUGO NARANJO,
Jefe de la Redacción de Sesiones.

VIII. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir con el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que establece un sistema de protección social para familias en situación de extrema pobreza denominado Chile Solidario (Boletín Nº 3098-06).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARIO FERNÁNDEZ BAEZA, ministro Secretario General de la Presidencia.

2.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, vengo en solicitar el desarchivo del proyecto de ley, iniciado en moción de los diputados Zarco Luksic, Alejandro Navarro, Jaime Mulet, Jaime Jiménez, Laura Soto, Eliana Caraball e Isabel Allende y de los ex diputados Aldo Cornejo, Antonella Sciaraffia y Jaime Orpis, que establece como obligatoria la declaración jurada patrimonial de bienes a las autoridades que ejercen una función pública (Boletín 
Nº 2394-07).


Asimismo, y en uso de las facultades que me confiere el artículo 52 de la Constitución Política de la República, vengo en incluir, entre los asuntos legislativos de los que podrá ocuparse el honorable Congreso Nacional durante la actual 348ª Legislatura Extraordinaria de Sesiones, el citado proyecto de ley.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARIO FERNÁNDEZ BAEZA, ministro Secretario General de la Presidencia.


3.
Oficio de su Excelencia el Vicepresidente de la República.


Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, tengo el honor de comunicar a V.E. que he resuelto retirar del Congreso Nacional el Mensaje Nº 126-339, que crea bonificación a la contratación de mano de obra en las Regiones de Magallanes y Aisén y en las provincias de Arica, Parinacota, Chiloé y Palena. (Boletín Nº 2281-03) (S).


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): JOSÉ MIGUEL INSULZA SALINAS, Vicepresidente de la República; MARIO FERNÁNDEZ BAEZA, ministro Secretario General de la Presidencia.

4.
Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores acerca del proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio sobre Cooperación Comercial y Económica entre el 
Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Ucrania”. (Boletín N° 3062-10).

Honorable Cámara:


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informar, en primer trámite constitucional y sin urgencia, el proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio sobre Cooperación Comercial y Económica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Ucrania”, suscrito en Santiago, el 13 de mayo de 1999, con el fin de establecer, en el ámbito de las respectivas legislaciones nacionales y de conformidad con sus compromisos internacionales, especialmente en la OMC, un marco jurídico adecuado para crear condiciones favorables a la expansión y facilitación de comercio bilateral de bienes y servicios recíprocos, así como propender al fomento de las inversiones mutuas (artículos 1, 8 y 19).

I. ANTECEDENTES GENERALES.

1.
Ucrania es una ex república europea de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS), de 603.700 km2 de superficie y una población aproximada de 52 millones de habitantes, con ingreso per cápita de US$ 4.700, aproximadamente. El 20% de su población trabaja en la agricultura; el 40% en la industria, y el otro 40% en servicios.


Su territorio es ribereño del Mar Negro y limítrofe de Bielorrusia, la Federación de Rusia, Moldavia, Rumania, Hungría, Polonia y Eslovaquia. Fue uno de los países fundadores de la Organización de Naciones Unidas (ONU), en 1945. El 1 de diciembre de 1991, el 90% del pueblo ucraniano se pronunció a favor de la independencia de la URSS, confirmada por el Parlamento ucraniano el 24 de agosto de 1991. Chile reconoció el Gobierno de Ucrania, el 7 de diciembre de 1991, y a partir de esa fecha se establecieron las relaciones diplomáticas bilaterales.


En su Parlamento unicameral, compuesto de 450 miembros, tienen representación los siguientes partidos políticos: Nuestra Ucrania, Comunista Ucraniano, Por Ucrania Unida, Socialista de Ucrania, Socialdemócrata Unificado, Movimiento Popular de Ucrania, Campesino de Ucrania y Verde de Ucrania.


Su economía es, principalmente, agrícola e industrial (siderurgia, metalurgia, textil, química, mecánica y alimentaria). Posee yacimientos de hierro, carbón, petróleo, gas natural, manganeso y grafito. Los índices globales de actividad económica (año 2000) son:


PIB: US$ 30.676 millones;


Inflación: 28,2%;


Desempleo: 5,3%;


Exportaciones: US$ 15.700 millones;


Importaciones: US$ 14.900 millones;


Inversiones: US$ 3.600 millones;


Crecimiento del Producto (%): 5,8;


Deuda externa: 12.100 millones de US$ , y


Reservas internacionales: 1.353 millones US$ (excluido el oro).


Sus principales mercados de exportación e importación han sido las ex repúblicas de la URSS, la Federación de Rusia, Alemania, la Unión Europea e Italia.


En la relación bilateral, las cifras del intercambio comercial chileno-ucraniano han sido inestables, ya que en 1994, ellas fueron, en total, de US$ 45.695; alcanzando su mayor monto en 1998 con US$ 37.839.509, para registrar en 2001, US$ 9.900.614 (mayo 2001).


En cuanto a las importaciones destacan los productos laminados, abrigos impermeables y ropa interior. Los importadores han sido Astilleros y Maestranzas de la Armada, Addidas Chile, Triumph International Metalúrgica Morgan y Fuenzalida, Anagra S.A. y otras.


Entre los exportadores chilenos a Ucrania destacan la empresa Córpora (jugos líquidos y en polvo) la que se encuentra bien posicionada en el mercado ucraniano.


La filial consultora de Magister AFP, la Sociedad Anónima Magister International S.A., ha realizado en los últimos años, con el apoyo de Pro-Chile, actividades orientadas a detectar oportunidades de negociaciones en Europa del Este, en conjunto con otras empresas de servicios y asesoría en materia de previsión social.

2.
El mensaje de S.E. el Presidente de la República señala que la celebración del Convenio de Cooperación Comercial y Económica sometido a la consideración de la honorable Cámara se inscribe en el marco de la política del Gobierno chileno, en orden a ampliar, mantener y dinamizar los lazos de amistad y cooperación con la Comunidad Internacional y, especialmente, con aquellos países con los cuales se puede, mutuamente, ofrecer y obtener aportes valiosos de cooperación en materia comercial y económica.


Agrega que esta clase de acuerdos tiene especial relevancia cuando se suscriben entre países que no son miembros de la OMC, como es el caso de Ucrania, ya que en virtud de éstos, las Partes se otorgan recíprocamente el trato de la nación más favorecida en el comercio de bienes y servicios y trato nacional en el comercio de bienes.

II. RESEÑA DEL CONTENIDO NORMATIVO DEL CONVENIO.


Este instrumento consta de un preámbulo y 19 artículos.


En el preámbulo los Gobiernos chileno y ucraniano expresan su interés en fortalecer y desarrollar las relaciones económicas y comerciales sobre una base de igualdad y beneficio mutuo; de su voluntad de asegurar y proteger el ejercicio de la propiedad industrial e intelectual, en conformidad a sus respectivas legislaciones internas, y de su intención de facilitar y promover la participación de sus nacionales en exposiciones, ferias internacionales u otros eventos de exhibición comercial, que se realicen en el territorio de la otra Parte.


Una visión general del articulado, permite señalar que sus normas regulan las materias siguientes:

a)
Los intercambios bilaterales de bienes y servicios, conforme a los principios, políticas y compromisos aplicables en el marco de la OMC (artículos 2 a 10 y 19).


En ese ámbito, se contempla:


-El tratamiento de la nación más favorecida para el intercambio de bienes y servicios, con el alcance y excepciones con que ordinariamente se ha pactado tanto en la OMC como en los esquemas de integración regional en los que participa Chile (artículos 3 y 4);


-El trato nacional a los bienes de la otra Parte, en los términos contemplados en el artículo III del Gatt, 1994, en materia de tributación y de reglamentación interiores, incluidas las excepciones permitidas en los artículos XX y XXI del mismo Gatt y XIV del Acuerdo General sobre el Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (Gats), para proteger la moral pública, la salud y la vida de las personas y de los animales o para preservar los vegetales, o para salvaguardar la seguridad del Estado (artículos 5 y 6);


-La adopción de medidas de salvaguardia para protegerse de las prácticas desleales al comercio que puedan presentarse en el comercio recíproco, como en el caso de dumping, subvenciones a las exportaciones o de subsidios internos de naturaleza equivalente. Tales medidas podrán consistir en la imposición de derechos antidumping, derechos compensatorios o de sobretasas ad valorem, según lo prevea la respectiva legislación nacional, previa prueba positiva de perjuicio o amenaza de perjuicio importante a la producción nacional, o de retraso sensible al inicio de la misma (artículo 7);


-El pago de las operaciones de importación y exportación de bienes y servicios en moneda de libre convertibilidad a tipo de cambio vigente en el mercado a la fecha de la transacción (artículo 9), y


-El establecimiento de programas de difusión y promoción comerciales, facilitando las actividades de misiones oficiales y privadas, la organización de ferias y exposiciones, la realización de seminarios informativos, estudios de mercado y otras acciones tendientes a lograr una mayor profundización cualitativa y cuantitativa del intercambio bilateral (artículo 10).

b)
La cooperación bilateral para desarrollar la cooperación económico-comercial (artículo 11).


Los fines de esta cooperación podrán ser el fortalecimiento y diversificación de los vínculos económicos bilaterales; la explotación de nuevas fuentes de abastecimiento y nuevos mercados; el fomento de flujos de inversión y la transferencia de tecnología, y el estímulo y protección de las inversiones, así como crear para las mismas un clima favorable sobre la base de los principios de la no discriminación y de reciprocidad, en particular, en lo que se refiere a la transferencia de utilidades y a la repatriación del capital invertido. En este último aspecto, los Gobiernos se sujetarán a lo dispuesto en el Acuerdo sobre promoción y protección recíproca de inversiones suscrito el 30 de octubre de 1995, actualmente vigente en el país, después de su aprobación parlamentaria y ratificación y promulgación por el Presidente de la República (decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores N° 987, de 1996, publicado en el diario Oficial el 29 de agosto del mismo año) (N° 1 de artículo 11 y artículo 12).


Las modalidades de la cooperación podrán consistir en la cooperación entre las pequeñas y medianas empresas; el intercambio de información; el establecimiento de empresas mixtas; la cooperación entre instituciones financieras; la participación en ferias y exposiciones, seminarios y conferencias; la asistencia técnica y servicios de consultoría, y el intercambio de delegaciones comerciales y visitas de empresarios de ambos países (N° 2 del artículo 11).

c)
La administración y evaluación del Convenio queda entregada a una Comisión Administradora, integrada por representantes de las Partes a nivel de Secretaría de Estado o por las personas a quienes éstos designen. Esta Comisión tendrá atribuciones para velar por el cumplimiento del Acuerdo; para contribuir a la solución de las controversias; para establecer mecanismos que aseguren la participación activa de los representantes de los sectores productivos, y cumplir con las demás tareas que se le encomienden (artículo 13).

d)
La solución de controversias, mediante negociaciones directas o el arbitraje internacional. El Tribunal Arbitral, regulado en términos análogos en el Convenio sobre Promoción y Protección Recíproca de Inversiones, estará compuesto de tres árbitros y sus decisiones serán definitivas y vinculantes para ambas Partes (artículo 14);

e)
El intercambio de informaciones entre las Partes no autoriza divulgarlas si con ello se viola las leyes nacionales que protegen la privacidad de las personas, los asuntos financieros y las cuentas bancarias de clientes individuales de las instituciones financieras 
(artículo 15);

f)
El procedimiento de consultas aplicable en materias relativas a la aplicación e interpretación del Convenio (artículo 16), y

g)
Las cláusulas relativas a vigencia (por cinco años, prorrogables, a menos que sea denunciado), enmienda y adiciones de este Convenio (artículos 17 y 18).


Cabe señalar que las condiciones de aplicación del Convenio y el alcance de los compromisos que contraen las Partes se remiten a la legislación nacional y a la normativa de la OMC, de la cual Chile es Estado parte.

III. DECISIONES DE LA COMISIÓN.

A)
Aprobación del proyecto de acuerdo.


Al término de su estudio, la Comisión decidió, por unanimidad, recomendar a la honorable  Cámara aprobar el proyecto de acuerdo, en los mismos términos, en que lo formula el mensaje; es decir, en los siguientes:


“Artículo único.- Apruébase el “Convenio sobre Cooperación Comercial y Económica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Ucrania”, suscrito en Santiago, el 3 de mayo de 1999.”.

B)
Designación de diputado informante.


Esta nominación recayó, por unanimidad, en el honorable diputado Carlos Abel Jarpa Wevar.


C) Menciones reglamentarias.


Para los efectos reglamentarios, se hace constar que este Convenio no contiene normas que requieran quórum especial y tampoco de aquellas que deban ser conocidas por la honorable Comisión de Hacienda.

-o-


Discutido y despachado en sesiones de los días 1 y 8 de octubre de 2002, con asistencia del señor diputado Tarud, don Jorge (Presidente de la Comisión) de las señoras diputadas Allende, doña Isabel; González, doña Rosa, e Ibáñez, doña Carmen, y de los señores diputados Jarpa, don Carlos Abel; Kuschel, don Carlos Ignacio; Leay, don Cristián; Mora, don Waldo; Moreira, don Iván; Pareto, don Cristián, y Riveros, don Edgardo.


Sala de la Comisión, a 8 de octubre de 2002.


(Fdo.): FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA, Abogado Secretario de la Comisión.

5.
Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores acerca del proyecto de acuerdo aprobatorio del protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la participación de niños en los conflictos armados (boletín Nº 3071-10).
Honorable Cámara:


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informar, en primer trámite constitucional y sin urgencia, el proyecto de acuerdo aprobatorio del Protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la participación de los Niños en conflictos armados”, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante resolución A/54/Res/263, de 16 de mayo de 2000, con su corrección al numeral 1 del artículo 3, notificada por el Depositario con fecha 16 de agosto del mismo año, y suscrito por Chile el 15 de noviembre de 2001.


Conforme a las declaraciones que los Estados Partes formulan en el preámbulo, el objeto de este Protocolo es establecer, en conformidad con los propósitos de la Convención sobre los Derechos del Niño, un régimen internacional de protección especial para los niños con miras a evitar que participen en conflictos armados, y, de ese modo, seguir mejorando su situación, sin distinción, y procurar que se desarrollen y sean educados en condiciones de paz y seguridad (párrafos 2 y 6 del preámbulo).

I. ANTECEDENTES GENERALES.

1.
Chile es Estado Parte de la Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989; e incorporada al orden jurídico interno mediante el decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores N° 830, de 1990, y publicada en el diario Oficial del 27 de septiembre del mismo año.


Para los efectos de la Convención, se entiende por niño todo ser humano menor de 18 años de edad salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad (artículo 1°).


Los Estados Partes de la Convención se han comprometido a tomar medidas que les permitan asegurarse que menores de 15 años de edad no participen directamente en las hostilidades así como a abstenerse de reclutar a dichas personas en las fuerzas armadas, y si reclutaren a mayores de 15 años, pero menores de 18, deberán procurar dar prioridad a los de más edad (párrafos 2 y 3 de artículo 38).


Según las declaraciones que formulan en el preámbulo del Protocolo, los Estados Partes se manifiestan convencidos de que la elevación a 18 años la edad mínima para el reclutamiento de menores y su participación directa en las hostilidades contribuirá eficazmente a la aplicación del principio de que el interés superior del niño debe ser una consideración primordial en todas las decisiones que le conciernen (párrafo octavo del preámbulo y N° 1 de artículo 3).

2.
La Cruz Roja Internacional y la Media Luna Roja recomiendan a las Partes en conflicto que tomen todas las medidas viables para que los niños menores de 18 años no participen en hostilidades (XXVI Conferencia Internacional de 1995).

3.
La Organización Internacional del Trabajo (OIT), prohibe el reclutamiento forzoso u obligatorio de niños para utilizarlos en conflictos armados, según lo establece en su Convenio N° 182, sobre la prohibición de las peores formas de trabajo infantil y la acción inmediata para su eliminación, instrumento del cual Chile es Estado Parte; promulgado en el país mediante el decreto supremo (RR.EE.) N° 1.447, de 2000, publicado en el Diario Oficial del 17 de noviembre del mismo año.

4.
El Estatuto de la Corte Penal Internacional, incluye entre los crímenes de guerra en conflictos armados, tanto internacionales como no internacionales, el reclutamiento o alistamiento de niños menores de 15 años o su utilización para participar activamente en las hostilidades.

5.
El mensaje agrega que las Naciones Unidas han establecido para las fuerzas policiales y militares en todo el mundo, los 18 años como edad mínima para los participantes en las operaciones de mantenimiento de la paz, recomendando, además, que los miembros de la policía civil y los observadores militares no tengan menos de 25 años de edad.

6.
En el orden jurídico interno, el decreto ley N° 2.306, de 1978, dispone que los chilenos deben inscribirse en los Cantones de Reclutamiento en el año en que cumplen 18 años de edad, para realizarlo al siguiente, es decir, a los 19 años (artículo 19).


No obstante, conforme a dicho texto legal, es posible que cualquier persona adelante su inscripción en los Cantones de Reclutamiento, hasta en dos años, y quienes opten por la modalidad de curso especial anticipado para estudiantes de enseñanza media o sus equivalente, quedan sujetas a la obligación de Servicio Militar a partir del año en que cumplan 17 o 18 años de edad, y excepcionalmente podrán participar en dichos cursos, quienes tengan 16 años de edad (artículos 22, 32 y 45 del decreto ley citado y 73 bis de su reglamento).

7.
El Protocolo en trámite debe entenderse sin perjuicio de los objetivos y principios que contiene la Carta de las Naciones Unidas, incluido su artículo 51 y las normas pertinentes de derecho humanitario (párrafo trece del preámbulo).

II. RESEÑA DEL CONTENIDO NORMATIVO DEL PROTOCOLO.


El Protocolo consta 13 artículos. Los ocho primeros, regulan los aspectos sustantivos de la protección especial que convienen los Estados Partes, y los últimos cinco contemplan las cláusulas finales propias de todo tratado multilateral.


Los compromisos que contraen los Estados Partes son, en lo esencial, los siguientes:

1°) El de adoptar medidas para que ningún miembro de sus fuerzas armadas menor de 18 años de edad participe directamente en hostilidades (artículo 1);

2°) El de velar por que no se reclute obligatoriamente en sus fuerzas armadas a ningún menor de 18 años de edad (artículo 2);

3°) El de elevar la edad mínima para el reclutamiento voluntario de personas en sus fuerzas armadas nacionales por encima de la fijada en la Convención sobre los Derechos del Niño (15 años), reconociendo de ese modo que los menores de 18 años tienen derecho a una protección especial (artículo 3, N° 1, del Protocolo, en relación con párrafo 3 de artículo 38 de la Convención).


Cabe hacer notar que en virtud de modificación formal propuesta por el Depositario de este Protocolo Facultativo, el Secretario General de la Organización de Naciones Unidas, no objetada por los Estados signatarios, entre ellos Chile, se ha corregido la norma del párrafo 1 del artículo 3 del Protocolo, con el objeto de precisar que la edad mínima para el reclutamiento voluntario de personas deberá ser “contada en años”, lo que no se contempla en el texto auténtico del instrumento.


Al momento de ratificar el Protocolo, el Estado deberá formular una declaración vinculante en la que indique la edad mínima en que permitirá el reclutamiento voluntario en sus fuerzas armadas nacionales y describa las salvaguardias adoptadas para asegurarse de que no se realiza ese reclutamiento por la fuerza o por coacción (N° 2 de artículo 3).

4°) Los Estados que permitan el reclutamiento voluntario en sus fuerzas armadas nacionales menores de 18 años, deberán garantizar que ese reclutamiento es auténticamente voluntario; realizado con el consentimiento informado de los padres o de las personas que tengan su custodia legal; con plena información a los menores de los deberes que supone el servicio militar y exigencia de pruebas fiables de la edad del menor antes de ser aceptados en ese servicio (N° 3 de artículo 3);

5°) El de no reclutar o utilizar en hostilidades, en ninguna circunstancia, a menores de 18 años, en grupos armados distintos de las fuerzas armadas, y el de impedir, prohibir y castigar ese reclutamiento (N° s 1 y 2 de artículo 4);

6°) El de interpretar el Protocolo de manera que no impida la aplicación de cualquier precepto de derecho interno, internacional o humanitario internacional que sea más propicio a la realización de los derechos del niño (artículo 5);

7°) El de adoptar medidas legales, administrativas o de otra índole necesarias para garantizar la aplicación efectiva del Protocolo, así como a difundir y promover entre adultos y niños los principios y disposiciones de este instrumento (artículo 6);

8°) El de desmovilizar o separar del servicio a las personas que hayan sido reclutadas o utilizadas en hostilidades, en contradicción con el Protocolo (N° 3 del artículo 6).

9°) El de cooperar en la prevención de actividades contrarias al Protocolo y en la rehabilitación y reintegración social de las personas que sean víctimas de actos contrarios al mismo (artículo 7), y

10) El de presentar al Comité de los Derechos del Niño, a más tardar dos años después de la entrada en vigor del Protocolo respecto del Estado, un informe sobre las medidas adoptadas para darle cumplimiento, pudiendo dicho Comité pedir información adicional a la proporcionada (N°s 1 y 3 del artículo 8).


Las cláusulas finales del Protocolo, contempladas entre los artículo 9 a 13, se refieren a la firma del instrumento, a su ratificación, adhesión, depósito, vigencia, denuncia, enmienda e idiomas, igualmente auténticos, en los cuales se ha extendido (comprendido el español).


III. DECISIONES DE LA COMISIÓN.

A)
Persona escuchada por la Comisión y aprobación del proyecto de acuerdo.


La Comisión escuchó al director jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, embajador Claudio Troncoso Repetto, quien informó, en lo sustancial, que el Protocolo sometido a la consideración de la honorable Cámara es concordante con el derecho internacional humanitario codificado por los Convenios de Ginebra, de 1949, y sus Protocolos Adicionales, incorporados al orden jurídico interno, y con los compromisos internacionales contraídos por el país para proteger los derechos de los Niños; y es armónico con las disposiciones legales y reglamentarias internas aplicables al reclutamiento y Servicio Militar de chilenos. Agregó que el Protocolo ha sido suscrito por 110 Estados y ratificado por 41 de ellos, y que, conforme al N° 1 de su artículo 10, se encuentra internacionalmente vigente.


Vistos los antecedentes expuestos, la Comisión decidió, por unanimidad, proponer a la honorable Cámara que le preste su aprobación al proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo ha propuesto el mensaje; es decir, en los siguientes:


“Artículo único.- Apruébase el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño Relativo a la Participación de Niños en los Conflictos Armados, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su Resolución A/54/RES/263, de 16 de mayo de 2000, con su corrección al numeral 1. del artículo 3, notificada por el Depositario con fecha 16 de agosto del mismo año, y suscrito por la República de Chile el 15 de noviembre de 2001.”.


Concurrieron a la unanimidad los señores diputados Tarud, don Jorge (Presidente de la Comisión), Allende, doña Isabel; Jarpa, don Carlos Abel; Kuschel, don Carlos Ignacio, y Riveros, don Edgardo.

B)
Menciones reglamentarias.


Para los efectos reglamentarios pertinentes se hace mención expresa que este instrumento internacional no contiene normas que requieran quórum especial para su aprobación.

C) Designación de diputado informante.


Esta nominación recayó, por unanimidad, en el honorable diputado Carlos Ignacio 
Kuschel Silva.

-o-


Discutido y despachado en sesión del 8 de octubre de 2002, con asistencia del diputado Tarud, don Jorge (Presidente de la Comisión); de las diputadas Allende, doña Isabel, y 
González, doña Rosa; y de los diputados Jarpa, don Carlos Abel; Kuschel, don Carlos 
Ignacio; Moreira, don Iván; Pareto, don Cristián, y Riveros, don Edgardo.


Sala de la Comisión, a 8 de octubre de 2002.


(Fdo.): FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA, Abogado Secretario de la Comisión.


6.
Informe de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones acerca del proyecto de ley que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, en lo relativo al cobro electrónico de peajes, y la ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los juzgados de policía local (boletín N° 2921-15-(S)).

Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones pasa a informaros sobre el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional y primero reglamentario, que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, en lo relativo al cobro electrónico de peajes, y la ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local. Fue iniciado en un mensaje de S.E. el Presidente de la República y su urgencia ha sido calificada de “simple” en todos sus trámites.


El proyecto tiene por objeto dotar al sistema de concesiones de obras públicas de una modalidad de pago de tarifa o peaje, a fin de evitar la detención de los vehículos que transiten por las vías concesionadas y que permita el control de los mismos. Con tal motivo, se modifican las leyes Nos 18.290 y 18.287, para implementar adecuadamente el funcionamiento del cobro electrónico de las tarifas o peajes.

-o-


Para el estudio del proyecto de ley, la Comisión invitó a las siguientes personas, representantes de las instituciones que se indican.


Por el Ministerio de Obras Públicas:


Los señores Javier Etcheberry Celhay, ministro de Obras Públicas; Juan Carlos Latorre Carmona, subsecretario de Obras Públicas; Rodrigo Weisner Laso, jefe de Asesores de la Subsecretaría de Obras Públicas; Rafael Ibarra Coronado, jefe de la Unidad Jurídica de la Coordinación General de Concesiones; señora Gina Fabré, jefa de la Unidad Técnica de Sistemas de Transporte de la Coordinación General de Concesiones; Leonardo Aravena Arredondo, abogado asesor de la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito, y Domingo Sánchez Ortúzar, asesor del ministro.

Por la empresa concesionaria Autopista Central S.A.:


Los señores Enrique Rey Monteagudo, presidente; Salahdin Yacoubi, gerente de Sistemas Electrónicos; señora Carolina Morales Baier, gerente legal; Mauricio Avendaño Guerra, gerente comercial y de Promoción, y Francisco Javier Celedón, asesor.

-o-

I.
ANTECEDENTES GENERALES.

A)
Antecedentes normativos.


Para el análisis del proyecto de ley, se tomaron en cuenta los antecedentes que se señalan:

1. El proyecto de ley, iniciado en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, aprobado por el honorable Senado, que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, en lo relativo al cobro electrónico de peajes, y la ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.

2.
La ley N° 18.290, de Tránsito.

2.1. Su artículo 36 regula las inscripciones y anotaciones en el Registro de Vehículos Motorizados del Servicio de Registro Civil e Identificación.

2.2. El artículo 118 faculta al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para prohibir, por causa justificada, la circulación de todo vehículo o de tipos específicos de éstos por determinadas vías públicas.

2.3. El artículo 175 dispone que, salvo prueba en contrario, el propietario de un vehículo será responsable de las infracciones que se deriven del mal estado y condiciones del mismo, sin perjuicio de la responsabilidad que corresponda al conductor.


También serán imputables al propietario del vehículo las contravenciones de las normas del tránsito cometidas por un conductor que no haya sido individualizado, a menos que el propietario acredite que el vehículo le fue tomado sin su conocimiento o autorización expresa.

2.4. El artículo 201 establece el valor de las multas que se aplicarán a los infractores de los preceptos de la ley de Tránsito. 


En su inciso segundo, sanciona al adquirente de un vehículo que no cumpliere con la obligación de solicitar, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la adquisición, su inscripción en el Registro de Vehículos Motorizados del Servicio del Registro Civil e Identificación.

3.
La ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.

3.1. El proyecto modifica el artículo 3°, que señala la obligación que tienen Carabineros de Chile y los inspectores fiscales o municipales de denunciar a las personas que sorprendan cometiendo infracciones que sean de competencia de los juzgados de policía local.

4.
El decreto con fuerza de ley N° 850, de 1998, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.840, orgánica del Ministerio de Obras Públicas, y del decreto con fuerza de ley N° 206, de 1960, sobre construcción y conservación de caminos.

4.1. Su artículo 24 dispone que son caminos públicos las vías de comunicación terrestre destinadas al libre tránsito, situadas fuera de los límites urbanos de una población y cuyas fajas son bienes nacionales de uso público. Agrega que, para efectos de esta ley, también se consideran caminos públicos las calles o avenidas que unan caminos públicos, declaradas como tales mediante un decreto supremo.

4.2. El artículo 25 señala que los caminos públicos se clasifican en caminos nacionales y en caminos regionales.

4.3. El artículo 75 indica que el Presidente de la República podrá establecer peajes en los caminos, puentes y túneles, fijar su monto y determinar los vehículos que no paguen dicha contribución.


Su inciso segundo ordena que los ingresos provenientes del señalado tributo deberán destinarse anualmente a la construcción y conservación de la red caminera del país. 

5.
El decreto supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, de Ministerio de Obras Públicas, ley de Concesiones de Obras Públicas.

5.1. Su artículo 42 dispone que, cuando un usuario de una obra dada en concesión incumpla el pago de su tarifa o peaje, el concesionario tendrá derecho a cobrarla judicialmente. Agrega que será competente para conocer de dicha falta, de acuerdo con el procedimiento establecido en la ley N° 18.287, el Juez de Policía Local del territorio en que se produjo el hecho, el que deberá ordenar el pago e imponer al condenado una indemnización compensatoria en favor del concesionario.


El inciso segundo establece que, para establecer esta infracciones, podrán constituir medios de prueba fotografías, videos u otro medio técnico que el Ministerio de Obras Públicas autorice para el control del incumplimiento de los pagos tarifarios.

6.
Los decretos por los que se declaran caminos públicos las calles o avenidas que se indican, que pasan a ser administradas por la Dirección de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas.

6.1. Decreto supremo N° 68, de 1993, del Ministerio de Obras Públicas, que declara caminos públicos en la Región Metropolitana de Santiago a las vías que indica.

6.2. Decreto supremo N° 85, de 1998, del Ministerio de Obras Públicas, que declara camino nacional con carácter de internacional al sector que indica (Sector Américo Vespucio-Colina-Casas de Chacabuco del camino Santiago-Los Andes).

6.3. Decreto supremo N° 113, de 1998, del Ministerio de Obras Públicas, que declara camino nacional al camino Santiago-San Antonio.

6.4. Decreto supremo N° 636, de 1998, del Ministerio de Obras Públicas, que declara caminos públicos, en la Región Metropolitana de Santiago, a las vías que indica.

6.5. Decreto supremo N° 3.635, de 2000, del Ministerio de Obras Públicas, que declara camino público, en la Región Metropolitana de Santiago, a vía que indica.

6.6. Decreto supremo N° 4.050, de 2000, del Ministerio de Obras Públicas, que declara caminos públicos, en la Región Metropolitana de Santiago, a las vías que indica.

B)
El sistema de concesión y las concesiones urbanas.


A raíz del crecimiento que ha tenido la economía nacional y del impacto concentrador que ha habido en la ciudad de Santiago, se ha producido una fuerte expansión de los viajes urbanos en la capital, situación que ha producido un aumento de las tasas de movilidad (generación de viajes por persona). Este hecho, asociado al crecimiento de la motorización individual, ha implicado que el aumento del número de viajes se produzca principalmente en los vehículos de baja ocupación, como son los automóviles particulares, haciendo más aguda la demanda de vialidad para la adecuada realización de los viajes urbanos.


Así es como el déficit de infraestructura vial se hace cada vez más agudo, exigiendo diversas soluciones para combatir la creciente congestión y los aumentos de costo de los viajes urbanos.


En tal contexto, para enfrentar dicho problema, es necesario encontrar una solución para contrarrestar la menor disponibilidad de fondos públicos para ampliar la oferta vial. 


Por lo tanto, una buena parte de la infraestructura vial puede ser realizada a través de capitales privados con expectativas de rentabilidad de su inversión mediante el cobro de peajes, que permitan la recuperación de los aportes.


Este nuevo concepto de gestión corresponde, por lo demás, a una nueva concepción internacional, el rol del capital privado en las tareas productivas que fueron tradicionalmente encargadas al sector público. El éxito de este tipo de gestión dependerá de la atracción de nuevos capitales para mejoras urbanas.


Es del caso recordar que, desde los años 90, se estableció un proceso destinado a crear condiciones para atraer inversionistas privados para construir, explotar y mantener obras de infraestructura vial.


En mérito de lo cual, el Ministerio de Obras Públicas, a través de la Coordinación General de Concesiones, está implementando un programa que establece las concesiones viales urbanas. El programa abarca la licitación y puesta en servicio de la concesión de los sistemas viales que se indican:

a)
Sistema Oriente-Poniente:


El proyecto de concesión tiene un presupuesto total de 15.800.000 unidades de fomento y está constituido por los siguientes ejes viales:

-
Eje Costanera Norte, con una longitud aproximada de 31 kilómetros, que recorre la ciudad de oriente a poniente por la ribera norte del río Mapocho, entre el puente La Dehesa en la comuna de Lo Barnechea y Américo Vespucio Poniente en la comuna de Pudahuel. En la zona centro de este eje, mediante el Convenio Complementario N° 2, se ha convenido la ejecución de un proyecto alternativo que considera, entre el nudo Lo Saldes y Bellavista (2,7 kilómetros), en el lecho del río Mapocho, en su costado norte, una estructura cubierta de sección tipo cajón de dos vanos con un nivel de circulación; luego, entre Bellavista y Vivaceta (4,1 kilómetros) la autopista se desarrollará en túnel bajo el cauce del Mapocho, igualmente en trinchera cubierta de dos vanos con un solo nivel de circulación.

-
Eje Avda. Presidente Kennedy, con una longitud aproximadamente de 7 kilómetros, eje vial entre Estoril y puente Lo Saldes.

b)
Sistema Norte-Sur:


Está compuesto por las vías Norte-Sur y General Velásquez. En el caso de la Norte-Sur, el proyecto por concesionar alcanza una longitud de 61 kilómetros y tiene por objeto mejorar las actuales características del eje vial Norte-Sur Ruta 5, entre el río Maipo y la Avda. Américo Vespucio (norte). En el caso de la avenida General Velásquez, los proyectos por concesionar involucran dos sectores: el sector sur, que corresponde al comprendido entre las avenidas Norte-Sur y Carlos Valdovinos, y el sector norte, comprendido entre el río Mapocho y la avenida Norte-Sur. Su presupuesto total es de 16.616.690 unidades de fomento.

c)
Sistema Américo Vespucio Sur-Ruta 78-Avda. Grecia:


El proyecto parte en el enlace existente del tipo trébol, en la intersección de Américo Vespucio con la Ruta 78, comuna de Maipú, y finaliza al costado norte del paso superior de Avda. Grecia, en las comunas de Ñuñoa-Peñalolén. Su presupuesto oficial es de 11.467.546 unidades de fomento.


En sus 24 kilómetros se ha proyectado la construcción de dobles calzadas expresas, de tres pistas por sentido, calles de servicios a ambos costados de la faja, 38 intersecciones a desnivel con las vías principales y secundarias que la atraviesan, colectores estructurantes de aguas lluvia y pasarelas peatonales para cruzar la vía concesionada, en toda su extensión.

d)
Avda. Américo Vespucio Nor-Poniente (Avda. El Salto-Ruta 78):


El proyecto se inicia 500 metros al oriente de la intersección de Américo Vespucio con Avda. El Salto, en la comuna de Huechuraba, y finaliza al sur de la intersección con la Ruta 78 (Autopista Santiago-San Antonio), en la comuna de Maipú.


En sus 29 kilómetros se ha proyectado la construcción de dobles calzadas expresas, de tres pistas por sentido, calles de servicios a ambos costados de la faja, 4 puentes, 19 intersecciones a desnivel con las vías principales y secundarias que la atraviesan, colectores estructurantes de aguas lluvia y pasarelas peatonales para cruzar la vía concesionada. Su presupuesto oficial es de 13.177.000 unidades de fomento.

C)
El Telepeaje.


Las concesiones urbanas contemplan un sistema de cobro electrónico de peajes o “telepeaje”, a través de un “tag” o “transponder”.


Se entiende por telepeaje el pago del peaje a distancia y sin detener el vehículo, suprimiendo por tanto la tradicional parada en las cabinas o en la vía automática, tanto para entrar en la autopista como para salir de la misma. 


El telepeaje implica identificar al usuario en décimas de segundo, en las más variadas condiciones climatológicas y entornos desfavorables. Para ello, el usuario ha de llevar un dispositivo llamado “tag” que lo identifica. La antena de la vía de peaje lee el “tag” del vehículo y automáticamente se levanta la barrera para el paso del coche.

El “tag”.


El “tag” es una tarjeta de codificación electrónica que contiene los datos del usuario y le permite el paso por las vías de peaje sin detenerse.


El “tag” se coloca a unos 5 centímetros del borde inferior izquierdo del parabrisas del vehículo. En caso de que el coche disponga de parabrisas atérmico (color azulado), el “tag” deberá colocarse en una de las zonas que el fabricante haya destinado a tal fin, generalmente a la altura del espejo retrovisor interior. El “tag” debe estar colocado en el soporte que se facilita con el mismo, antes de entrar en la autopista, para asegurar su correcto funcionamiento. 


Las vías de telepeaje deben estar perfectamente señalizadas en todas las barreras de peaje. En todas las vías es necesario que se respete la velocidad recomendada, siendo conveniente dejar un espacio mínimo de tres metros entre un vehículo y el otro. 


Con el uso del telepeaje se suprime la parada tradicional, que supone un ahorro medio mínimo de 30 segundos por parada. 


Un cobrador manual puede atender en promedio 250 vehículos por hora. En cambio, la utilización de “tag” debiera obtener una tasa de 2.000 vehículos por hora.


Sistemas de vía o puntos de cobro.


El equipamiento de los sistemas de vía se instala sobre pórticos, que son estructuras en forma de arcos por sobre las vías, cubriendo las pistas y la berma de la carretera. 


El sistema de vía está formado por los siguientes subsistemas:

-
Identificación automática de vehículos (AVI).

-
Clasificación automática de vehículos (AVC).

-
Sistemas de fiscalización por video (VES).


El sistema AVI se basa en la detección e identificación del “tag” instalado en el vehículo a través de lectores y antenas ubicados en el pórtico, sobre las pistas. 


El sistema AVC clasifica el vehículo, es decir, determina si se trata de un vehículo liviano (auto, camioneta), vehículo pesado (bus, camión), motocicleta y vehículos con acoplado. Existen varias tecnologías para realizar esta labor, como, por ejemplo, por imágenes de video, por rayos infrarrojos, por rayos láser, y por peso, entre otras.


Los sistemas VES capturan la imagen de los vehículos, en particular la de su placa-patente, que han cometido alguna infracción, lo cual es detectado con la combinación y análisis adecuado de la información aportada por los sistemas AVI, VES y la información almacenada. Para realizar esta función, normalmente se utilizan cámaras de video digitales de alta velocidad y sistemas de iluminación (flash) infrarrojos. Las anomalías que el sistema VES trata de fiscalizar son: estado financiero del “tag” (al día, moroso), “tag” robado, “tag” en mal estado, “tag” no correspondiente al vehículo, entre otras.


El procesamiento de la información proveniente de los sistemas AVI, AVC, más la información proveniente de bases de datos maestras, y la coordinación y disparo son realizados por un procesador denominado controlador de pista. Normalmente, existe uno de estos controladores en cada pista por supervisar. En cada punto de cobro existe otro procesador, denominado servidor de punto de cobro, el cual se conecta a los respectivos controladores de pista del punto de cobro en cuestión, y también envía la información (transacciones e imágenes) al sistema de gestión central.


Sistema de cobro en acceso vial a aeropuerto Arturo Merino Benítez.


Es del caso señalar que el primer telepeaje que se estableció en nuestro país fue el del aeropuerto internacional Comodoro Arturo Merino Benítez.


El sistema de cobro de acceso al aeropuerto cuenta con 8 pistas de cobro, ubicadas a la salida del aeropuerto. Todo vehículo debe pagar. La tecnología utilizada es de 7 pistas de cobro manual y una pista de telepeaje dinámico. 


Las bases de licitación no especificaban requerimiento alguno respecto a la tecnología por utilizar. Sólo hacían referencia al nivel de servicio requerido y al tiempo máximo de espera en cola. 


La sociedad concesionaria, dada la existencia de un grupo no menor de usuarios frecuentes que trabajan en el aeropuerto, estimó ofrecer el servicio de telepeaje como alternativa al pago manual.


El sistema de telepeaje diseñado es de una pista dinámica, esto es, el vehículo no debe detenerse y en forma segura puede pasar a una velocidad de 50 kilómetros por hora por la pista de cobro exclusiva para el telepeaje.

II.
MINUTA DE LOS FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.

En el mensaje se indica que en el país existe un gran déficit en infraestructura vial, situación que atenta contra su desarrollo global, afecta directa e indirectamente a los chilenos en cuanto a pérdida de tiempo en viajes, produce una alta tasa de accidentalidad e implica una pérdida de competitividad económica, entre otros efectos.


Para disminuir ese déficit de infraestructura pública, Chile ha optado por recurrir al sistema de concesiones, mediante la participación de inversionistas privados. El propósito del “Programa de Concesiones de Obras Públicas” es dotar al país de nuevas obras y de un mejoramiento de las existentes, mediante un importante aporte de capitales privados, superior al presupuesto público del Ministerio de Obras Públicas.


Dicho programa de concesiones ha traído enormes beneficios, entre los que destacan la calidad de las obras y su alto estándar, bastante superior al costo del peaje que los usuarios de las vías deben pagar por el uso de las mismas.


Se plantea que, a través de las concesiones urbanas, se producirá un importante desarrollo para la ciudad de Santiago, en términos de contar con vías de niveles muy superiores a los existentes, lo que necesariamente implicará una circulación fluida y segura, que contribuirá a la descongestión y descontaminación de la ciudad. 


Por último, se señala el interés que tiene la autoridad en perfeccionar el sistema de concesiones de obras públicas, ajustándolo a nuevas y mejores tecnologías (como el telepeaje, que se propone), para reforzar, de esa manera, el marco legal, financiero y técnico que ha incentivado a los inversionistas nacionales y extranjeros a apostar por este sistema.

III. RESUMEN DEL PROYECTO APROBADO POR EL honorable SENADO.

El proyecto de ley aprobado por el honorable Senado consta de dos artículos. El primero tiene por objeto modificar la ley de Tránsito y el segundo modifica la ley que establece los procedimientos ante los juzgados de policía local, para adecuar e implementar el cobro electrónico de tarifas o peajes que puedan ser utilizados en el sistema de concesiones de obras públicas.


Mediante las modificaciones propuestas, se persigue lograr lo siguiente:

1.
Establecer, junto a la obligación del adquirente de un vehículo de solicitar su inscripción dentro de los treinta días siguientes a la fecha de su adquisición, la obligación del ministro de fe que autoriza el acto translaticio de dominio de requerir la inscripción dentro del mismo plazo, a costa del adquirente.

2.
Incorporar en la legislación la obligación del propietario de un vehículo de mantener actualizado su domicilio y el de su representante legal, en su caso.

3.
Restringir la circulación en los caminos públicos en que opere un sistema electrónico de cobro de tarifas o peajes sólo a los vehículos que estén provistos de un dispositivo electrónico que permita su cobro.

4.
Reforzar las normas destinadas a hacer efectiva la responsabilidad del infractor en los casos de contravenciones de la ley de Tránsito, mediante el establecimiento de la obligación del propietario del vehículo de individualizar al conductor o tenedor del mismo, a fin de permitir su notificación.

5.
Sancionar con multa: 1) al adquirente de un vehículo que no solicite su inscripción dentro del plazo de treinta días desde su adquisición; 2) al adquirente de un vehículo que, al inscribirlo, indique domicilio falso o inexistente, y 3) al propietario de un vehículo que no mantenga actualizado su domicilio en el Registro de Vehículos Motorizados, así como considerar infracción grave la circulación por vías tarificadas sin estar provisto el 
vehículo del respectivo dispositivo de cobro electrónico.

6.
Evitar la impunidad por infracciones de las normas del tránsito, para lo cual se determina que es lugar hábil para efectuar la notificación al propietario de un vehículo el último domicilio que tuviere inscrito en el Registro de Vehículos Motorizados.


IV. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO.

A la discusión del proyecto habida en el seno de vuestra Comisión concurrió el subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Carlos Latorre Carmona, quien expuso el parecer del Ejecutivo sobre el particular.


Destacó, como primera cosa, que el proyecto de ley busca crear un marco legal adecuado para la introducción en Chile del sistema de telepeaje, especialmente en las vías urbanas dadas en concesión, de manera que los vehículos motorizados puedan ingresar en esas autopistas y circular por ellas sin detenerse para pagar el peaje, sino que hacerlo de manera diferida a través de un dispositivo electrónico denominado “tag” o “transponder”. Si los vehículos, por alguna razón, no dispusieran de ese “tag” o “transponder”, podrán hacerlo con los elementos técnicos que las autopistas dispongan, como una tarjeta de prepago, un pase diario u otro elemento.


Planteó que este sistema está asociado a los planes para solucionar, especialmente, el déficit de infraestructura vial existente en Santiago, pues esa ciudad sufre de un proceso congénito de carencia de infraestructura vial, que se ha agravado en los últimos años.


Según la Cámara Chilena de la Construcción, los costos económicos directos (costos de operación de los vehículos y de tiempos de viaje) debidos a la congestión en Santiago llegaban a más de US$ 200 millones en 1993.


Señaló que, cada vez que se producen caídas en las velocidades de circulación, el transporte público se degrada y pierde eficiencia, alentando, entre los viajeros que tienen la posibilidad, el uso del automóvil particular como solución para sus viajes, situación que genera una mayor congestión y una más amplia caída de la eficiencia del transporte público.


Expresó que, en el marco de la apertura económica y del desarrollo de la capacidad de atracción de recursos internacionales, aunado a una situación de déficit de infraestructura vial y a la carencia de recursos públicos para resolver dicho déficit, se ha planteado desde los años 90 un proceso destinado a crear condiciones para atraer inversionistas privados para construir, explotar y mantener obras de infraestructura vial.


A través de esta práctica se pueden obtener beneficios directos para los usuarios de la nueva infraestructura, expresados en ahorros de tiempo y combustible y en mejores estándares de seguridad en los caminos; habrá beneficios generales al producirse descongestión en las vías no concesionadas; se liberarán recursos fiscales para otras actividades (entre ellas, el mantenimiento de las otras vías); se modernizará la infraestructura vial nacional y urbana; se generará un nuevo sector de inversión en infraestructura, con potencialidad de participación de muchas actividades que disponen de recursos frescos; mejorará la competitividad nacional a nivel mundial, y se mejorará la conectividad, tanto nacional como regional y local.


Indicó que los proyectos viales urbanos concesionados son los siguientes:

a)
Sistema Oriente-Poniente: presupuesto total de UF 15.800.000. Longitud total: 31 kilómetros.

b)
Sistema Norte-Sur: presupuesto total de UF 16.616.000. Longitud total: 61 kilómetros 

c)
Sistema A. Vespucio Sur, Ruta 78-Avda. Grecia: presupuesto total de UF 11.467.000. Longitud total: 24 kilómetros.

d)
Sistema A. Vespucio Nor-Poniente (El Salto-Ruta 78): presupuesto total de UF 13.177.000. Longitud total: 29 kilómetros.


Explicó que las principales características del sistema electrónico del cobro de peajes en las concesiones urbanas son las siguientes:

a)
Flujo vehicular libre, a velocidad normal.

b)
Pago de peaje sin detención (no existen plazas de peaje ni casetas o vías de cobro).

c)
Permite maximizar la capacidad de tráfico de las autopistas.

d)
Aumenta la seguridad del tránsito y la comodidad para el usuario.

e)
Posibilita minimizar los costos en infraestructura y operación.


Expresó que en el telepeaje de flujo libre existen diversas situaciones, según los tipos de usuarios de la vía:

1)
Usuarios frecuentes o habituales.


En este caso, las concesionarias entregan un “tag” por vehículo y los usuarios firman un contrato de uso y reciben una cuenta mensual.

2)
Usuarios poco frecuentes.


Estos usuarios firman un convenio de uso temporal o eventual (tipo “day pass”), por lo que no reciben “tag”. En este caso, el punto de cobro toma la imagen de su placa-patente y el sistema lo identifica como no frecuente.

3)
Infractores.


Respecto de los que no cuentan con “tag” ni han obtenido un pase diario ni tarjeta de prepago, el punto de cobro toma la imagen de su placa-patente y el sistema lo identifica como infractor, luego de lo cual se inicia el proceso de cobro según al marco administrativo y legal vigente.


Respecto de esta tercera situación, frente al no pago del peaje se originan los siguientes riesgos, que el proyecto de ley quiere evitar:

-
Riesgo de no localización: probabilidad de que un usuario que circule por las vías concesionadas no pueda ser ubicado para efectuar el cobro de la tarifa.

-
Riesgo de cobranza: dificultad y demora de una cobranza judicial.

-
Riesgo de no pago: probabilidad de que un usuario localizado y/o demandado no pague la tarifa.


Actualmente, la ley de Concesiones, en su artículo 42, contempla la posibilidad del concesionario de cobrar judicialmente las tarifas impagas, estableciendo una indemnización compensatoria en favor del concesionario, el procedimiento aplicable y ampliando los medios de prueba procedentes. 


No obstante dicha disposición, al existir diversos puntos de cobro en una misma concesión, el inicio de causas judiciales por cada tarifa impaga conllevará la saturación de los Juzgados de Policía Local de las comunas correspondientes al área de concesión.


Asimismo, existe un alto porcentaje de infracciones de la ley de Tránsito notificadas por carta certificada que son devueltas al tribunal y que no son cursadas, por la imposibilidad de notificar a los infractores.


Por lo tanto, el proyecto propone la incorporación de un nuevo artículo en la ley de Tránsito, que establece la prohibición de circulación, en los caminos públicos (concesionados o no) en que opere un sistema electrónico de cobro de tarifas o peajes, de aquellos vehículos que no estén provistos de un dispositivo electrónico u otro sistema complementario que permita su cobro. La infracción de esta norma constituirá una infracción grave.


La otra modificación, que es de orden procedimental, propone:

a)
Establecer la obligación de todo propietario de un vehículo de mantener actualizado su domicilio en el Registro de Vehículos Motorizados.

b)
Reforzar la responsabilidad subsidiaria infraccional del dueño del vehículo (que hoy tiene), en el caso de no poderse notificar al conductor no propietario.
c)
Establecer, como lugar hábil para notificar la denuncia infraccional al propietario de un vehículo, el último domicilio que tenga anotado en cualquiera de los Registros a que alude el artículo 3° de la ley sobre procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.


Finalmente, señaló que los inversionistas están de acuerdo con el proyecto de ley y esperan su pronta tramitación.

-o-


También concurrió a una sesión de la Comisión el presidente de la concesionaria Autopista Central S.A., señor Enrique Rey Monteagudo, quien señaló que su empresa se encuentra realizando el proyecto vial más importante para la ciudad de Santiago concesionado por el Gobierno de Chile y cuya propuesta técnica fue elaborada por el Ministerio de Obras Públicas. Las obras se iniciaron el 27 de julio de 2001 y su término está previsto para junio de 2005. La inversión inicial es de US$ 450 millones.


El respaldo de este proyecto está dado por la experiencia, conocimiento y capacidad de los socios. Éstos son: Dragados (española, 48%), Skanska (sueca, 48%), Belfi (nacional, 2%) y Brotec (nacional, 2%).


El proyecto comprende 2 ejes:

1) Eje Norte-Sur: 40 kilómetros de vía de alto estándar, que comienza en el puente Maipo y finaliza en Américo Vespucio con la Norte-Sur. Contará con tres pistas en ambos sentidos.

2) Eje General Velásquez: vía de 20 kilómetros con dos pistas en ambos sentidos de alto estándar, permitiendo a los usuarios cruzar la ciudad sin ingresar al centro.


En julio de 2002 se dio inicio a la segunda etapa de construcción, correspondiente al Tramo B: Centro de Santiago: 16 kilómetros del eje norte-sur, entre Las Acacias, San Bernardo y el río Mapocho.


El término de la obra está previsto para 2004.


Indicó que, con la instalación de 29 portales electrónicos de peaje en movimiento que cruzarán la vía, se eliminarán las plazas de peaje, permitiendo a los usuarios desplazarse sin la necesidad de detenerse a pagar.


Esta tecnología ubica a la Autopista Central como el proyecto vial más moderno de Latinoamérica, y el tercero en el mundo en su tipo.


Un viaje promedio de 12 kilómetros utilizando la Autopista Central tendrá un valor de $ 280.


La tecnología “free flow” cuenta con cámaras y OCR, dispositivos de detección y clasificación de vehículos, antenas y “tag”.


Planteó, por otra parte, que los “tags” se entregarán a domicilio en el caso de personas con pago automático de cuentas y clientes de grandes empresas. En los demás casos, se entregarán en los puntos de venta habilitados.


El “tag” no representa ninguna amenaza para la salud de los usuarios y operadores, debido a que:

a)
no genera ondas electromagnéticas, pues se trata de un elemento totalmente pasivo.

b)
las antenas ubicadas en los pórticos de peaje emiten ondas de muy corto alcance (menos de 5 metros).

c)
la intensidad de la onda es limitada por normas internacionales que garantizan la compatibilidad entre las emisiones electromagnéticas y la salud de las personas.

d)
la intensidad de onda es 200.000 veces menor que las de un teléfono celular.

e)
el tiempo de exposición es de menos de 1 segundo.


Finalmente, informó que habrá un centro de control de tráfico que contará con cámaras de TV, monitoreo de video continuo y total de la traza, red de postes SOS (alertas y solicitud de ayuda); detectores de flujo de vehículos, accidentes y tiempos de recorrido, y cartelera variable con programación de la información referida al estado de tráfico y al tiempo de recorrido.


-Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes en la sala de la Comisión, señores Jiménez, don Jaime (Presidente); Delmastro, don Roberto; Espinoza, don Fidel; Hales, don Patricio; Luksic, don Zarko, y Pareto, don Cristián.

V. ARTÍCULOS QUE EL honorable SENADO CALIFICÓ COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO-CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.

No los hay.

VI. ARTÍCULOS QUE DEBAN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.

No los hay.

VII. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS POR LA COMISIÓN.

No los hay.

VIII. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN PARTICULAR DEL PROYECTO.

El proyecto en informe, aprobado por el honorable Senado, consta de dos artículos, a saber:

Artículo 1°.

Mediante este artículo, se modifican los artículos 36, 175 y 201 la ley N° 18.290, de Tránsito, y se le agrega un artículo 118 bis, nuevo.

Nº 1.


Por este número se agregan tres incisos al artículo 36, por los que se establecen tres nuevas obligaciones: la del notario o ministro de fe que autoriza la transferencia de un vehículo motorizado de requerir la inscripción, a costa del requirente, dentro del plazo de treinta días contados desde la celebración del acto o contrato; la de que la inscripción de dominio del vehículo indique el domicilio del propietario, y la del dueño del vehículo en cuanto debe mantener actualizado su domicilio en el Registro de Vehículos Motorizados.


Actualmente, sólo existe, en el inciso cuarto del artículo 36, la obligación del adquirente de solicitar la inscripción dentro del plazo de treinta días contados desde la adquisición. Sin embargo, en la práctica, los adquirentes no cumplen con dicho trámite, por lo que el vehículo continúa figurando a nombre de quien lo vendió, lo que ocasiona numerosos inconvenientes a la hora de cursar notificaciones o aplicar sanciones.

1.
Agréganse como incisos quinto, sexto y séptimo del artículo 36, los siguientes:


“En los casos en que el título traslaticio de dominio sea autorizado por Notario u otro ministro de fe, éste deberá requerir la inscripción a costa del adquirente, en el plazo señalado en el inciso anterior.


La inscripción de dominio de los vehículos deberá indicar el domicilio del propietario.


El propietario de un vehículo deberá mantener actualizado su domicilio y el de su representante legal, en su caso, en el Registro de Vehículos Motorizados”.

Nº 2.


Por este número se agrega un artículo nuevo, el 118 bis, en cuyos dos incisos establece: 
1) que sólo los vehículos que cuenten con un dispositivo electrónico para el pago del peaje podrán circular por las vías en las que opere un sistema electrónico de cobro de tarifas o peajes, bajo de pena de cometer una infracción grave, y 2) que los equipos y demás instrumentos necesarios para implementar el sistema constituyen equipos de registro de infracciones (por lo que se regirán por lo dispuesto en los artículos 3º, inciso tercero, y 24 de la ley Nº 18.287, y en el artículo 4º de la ley Nº 18.290) y que sus estándares técnicos y condiciones de instalación, funcionamiento y uso de los mismos serán regulados por el Ministerio de Obras Públicas.


Actualmente, el artículo 118 faculta al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para prohibir, por causa justificada, la circulación de todo vehículo o de tipos específicos de éstos, por determinadas vías públicas.

2.
Incorpórase, a continuación del actual artículo 118, el siguiente artículo 118 bis, nuevo: 


“Artículo 118 bis.- En los caminos públicos en que opere un sistema electrónico de cobro de tarifas o peajes, sólo podrán circular los vehículos que estén provistos de un dispositivo electrónico u otro sistema complementario que permitan su cobro. La infracción a esta prohibición será sancionada de conformidad al artículo 198 N° 8 de la presente ley.


Los equipos y demás medios utilizados para la implementación de este sistema, constituyen equipos de registro de infracciones, rigiéndose por lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 3º y en el artículo 24, ambos de la ley Nº 18.287 y en el artículo 4º de esta ley, salvo en lo previsto en sus incisos quinto, sexto, séptimo y octavo. Los estándares técnicos y condiciones de instalación, funcionamiento y uso de los mismos, serán regulados por el Ministerio de Obras Públicas”.

Nº 3.


Mediante este número se intercalan en el artículo 175 dos incisos nuevos -cuarto y quinto-, pasando el actual inciso cuarto a ser sexto.


Por el primero -cuarto- se establece la carga del propietario de un vehículo de individualizar al tenedor o conductor del mismo cuando se le persiga para hacer efectiva su responsabilidad, bajo pena de hacer efectiva la responsabilidad infraccional contra él mismo si es que el domicilio proporcionado es inexistente o los datos suministrados no permiten dar con él.


Por el segundo -quinto- se indica que, no obstante lo anterior, la infracción grave a que se refiere el artículo 118 bis será siempre responsabilidad de la persona a cuyo nombre esté inscrito el vehículo y no del conductor o tenedor del mismo, sin perjuicio del derecho de aquél de repetir contra éstos.

3.
Intercálanse como incisos cuarto y quinto del artículo 175, pasando el actual inciso cuarto a ser inciso final, los siguientes:


“Para hacer efectiva la responsabilidad del conductor o del tenedor del vehículo de acuerdo a lo contemplado en los incisos anteriores, el propietario del mismo deberá individualizarlo de manera tal de permitir su notificación. En caso de no poder practicar tal notificación, por ser inexistente o no corresponder el domicilio u otro antecedente entregado por el propietario, se dejará constancia de tal circunstancia en el proceso, debiendo el juez hacer efectiva la responsabilidad infraccional en contra del propietario del vehículo.


No obstante lo señalado en el inciso anterior, respecto de la infracción contenida en el artículo 118 bis de la presente ley, será siempre responsable la persona a cuyo nombre esté inscrito el vehículo, sin perjuicio de su derecho de repetir contra el conductor del mismo”.

Nº 4.


Se sustituye el inciso segundo del artículo 201 por uno que establece tres sanciones, que castiga con multa:

a)
al adquirente de un vehículo que no solicite su inscripción dentro del plazo de treinta días de su adquisición, multa de 3 a 50 UTM.

b)
al adquirente de un vehículo que, al inscribirlo, indique domicilio falso o inexistente, multa de 3 a 50 UTM.

c)
al propietario de un vehículo que no mantenga actualizado su domicilio en el Registro de Vehículos Motorizados, multa de 3 a 5 UTM.


El inciso segundo del artículo 201 vigente sólo sanciona la conducta indicada en la letra a) con multa que fluctúa entre $ 144.700.- (5,027 UTM) y $ 1.443.000.- (50,137 UTM).


Llama la atención la fijación en unidades tributarias mensuales de los montos de las multas, pues en toda la ley de Tránsito están expresadas en pesos.

4.
Sustitúyese el inciso segundo del artículo 201 por el siguiente:


“El adquirente de un vehículo, que no cumpliere con la obligación establecida en el inciso cuarto del artículo 36, o que indique domicilio falso o inexistente, será sancionado con multa de 3 a 50 UTM. Asimismo, si no diere cumplimiento a la obligación establecida en el inciso final del mismo artículo, será sancionado con multa de 3 a 5 UTM”.


-Puesto en votación al artículo 1º, fue aprobado, sin debate, por la unanimidad de los diputados presentes.

Artículo 2°.

Mediante este artículo se modifica el artículo 3° de la ley N° 18.287, que establece los procedimientos ante los Juzgados de Policía Local.


Se adiciona una frase final al inciso tercero del artículo 3º de la ley Nº 18.287, mediante la cual se dispone que el último domicilio que el propietario de un vehículo inscrito tenga anotado en el Registro de Vehículos Motorizados será lugar hábil para dirigirle la correspondiente carta certificada mediante la cual se le notifica, y que se entenderá practicada la diligencia por el simple hecho de ser entregada la carta en dicho domicilio o dejada en un lugar visible del mismo.


Artículo 2º.- Agrégase al inciso tercero del artículo 3º de la ley Nº 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, la siguiente frase final:


“El último domicilio que el propietario de un vehículo inscrito tuviere anotado en el Registro de Vehículos Motorizados, será lugar hábil para dirigirle la correspondiente carta certificada, entendiéndose practicada la diligencia, cuando sea entregada en dicho domicilio o dejada en un lugar visible de éste”.

Indicación.


*Los diputados señores Luksic, Delmastro, Espinoza, Hales y Pareto, formularon una indicación para eliminar la frase “o dejada en un lugar visible de éste”.


El diputado señor Luksic justificó la indicación por no estar de acuerdo con entender practicada la notificación por carta certificada por el simple hecho de dejarla en un lugar visible del domicilio de la persona a la que se quiere notificar. Agregó que es imprescindible crear un sistema en el que el notificado tenga mayores resguardos, porque, con la modalidad propuesta, es muy posible que no llegue a tener conocimiento de la notificación.


Según el proyecto de ley, el dueño de un vehículo está obligado a comunicar al Registro de Vehículos Motorizados todos sus cambios de domicilio. Por otro lado, si el propietario no paga una infracción de tránsito, no podrá renovar su permiso de circulación. Ambas circunstancias constituyen resguardos suficientes para obtener el pago de la multa como producto de la infracción perpetrada. En consecuencia, es suficiente establecer que la notificación se entenderá practicada cuando la carta certificada sea entregada en el domicilio del notificado.

El jefe de Asesores de la Subsecretaría de Obras Públicas, señor Rodrigo Weisner, explicó que la principal obligación del agente que practica la notificación es entregar la carta certificada en el domicilio del destinatario. Entregarla significa pasársela a alguien en el domicilio. Sólo en el caso de no haber nadie en él, se dejará en un lugar visible. Esta solución también podría aplicarse en la eventualidad de que, encontrándose el destinatario en el domicilio, no quisiere recibir la carta certificada.


Agregó que los resguardos para el notificado se dan por la vía de la nulidad de la notificación, si es que no se cumpliere con lo preceptuado en la disposición. Además, se dejará constancia en el proceso del hecho de haberse efectuado la notificación por carta certificada, lo que el juez debe corroborar. Si tal actuación procesal no consta en el expediente, también puede el afectado alegar la nulidad de lo obrado.


Además, la modalidad propuesta permite agilizar la notificación, lo cual es siempre una dificultad para los jueces de policía local.


Recordó, por último, que en los últimos treinta años jamás se ha deducido nulidad procesal basada en una notificación por carta certificada en los juzgados de policía local.


El abogado jefe de la Unidad de Control Jurídico de la Dirección General de Concesiones, señor Rafael Ibarra, explicó que se llegó a la solución de la carta certificada debido a que es imposible practicar otro medio de notificación, habida consideración del volumen de infractores que arrojarán las autopistas urbanas concesionadas.


Hay que conjugar dos factores: la seguridad jurídica de cualquier persona de ser legalmente emplazada y un sistema de notificación eficiente. Definitivamente, los juzgados de policía local no estarán en condiciones de practicar una notificación que no sea mediante carta certificada. La notificación por cédula es absolutamente insuficiente.


Agregó que si la notificación no se puede practicar, no habrá “emplazamiento”, por lo que esa infracción jamás irá a dar al Registro de Multas del Tránsito No Pagadas.


Por eso, la existencia de una carta certificada que se deje en un lugar visible, además de la nulidad procesal, constituye garantía suficiente para los notificados.


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes.


-Puesto en votación el artículo 2º con la indicación incluida, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes.

-o-


Constancias reglamentarias.

Para los efectos previstos en el artículo 289 del Reglamento, se hace constar lo siguiente:

1.
El proyecto no contiene normas de rango orgánico-constitucional ni de quórum calificado.

2.
El proyecto no debe ser conocido por la Comisión de Hacienda. 

3.
No hay artículos ni indicaciones rechazadas.

4.
La Comisión aprobó una indicación formulada al artículo 2° del proyecto aprobado por el honorable Senado.

5.
La aprobación en general del proyecto se efectuó por la unanimidad de los diputados presentes.

IX. TEXTO DEL PROYECTO DE LEY APROBADO.

En mérito de las consideraciones anteriores y de las que, en su oportunidad, os podrá añadir el señor diputado informante, vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones os recomienda aprobar el siguiente

PROYECTO DE LEY
Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.290, de Tránsito:

1.
Agréganse como incisos quinto, sexto y séptimo del artículo 36, los siguientes:


“En los casos en que el título traslaticio de dominio sea autorizado por Notario u otro ministro de fe, éste deberá requerir la inscripción a costa del adquirente, en el plazo señalado en el inciso anterior.


La inscripción de dominio de los vehículos deberá indicar el domicilio del propietario.


El propietario de un vehículo deberá mantener actualizado su domicilio y el de su representante legal, en su caso, en el Registro de Vehículos Motorizados”.

2.
Incorpórase, a continuación del actual artículo 118, el siguiente artículo 118 bis, nuevo: 


“Artículo 118 bis.- En los caminos públicos en que opere un sistema electrónico de cobro de tarifas o peajes, sólo podrán circular los vehículos que estén provistos de un dispositivo electrónico u otro sistema complementario que permitan su cobro. La infracción a esta prohibición será sancionada de conformidad al artículo 198 N° 8 de la presente ley.


Los equipos y demás medios utilizados para la implementación de este sistema, constituyen equipos de registro de infracciones, rigiéndose por lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 3º y en el artículo 24, ambos de la ley Nº 18.287 y en el artículo 4º de esta ley, salvo en lo previsto en sus incisos quinto, sexto, séptimo y octavo. Los estándares técnicos y condiciones de instalación, funcionamiento y uso de los mismos, serán regulados por el Ministerio de Obras Públicas”.

3.
Intercálanse como incisos cuarto y quinto del artículo 175, pasando el actual inciso cuarto a ser inciso final, los siguientes:


“Para hacer efectiva la responsabilidad del conductor o del tenedor del vehículo de acuerdo a lo contemplado en los incisos anteriores, el propietario del mismo deberá individualizarlo de manera tal de permitir su notificación. En caso de no poder practicar tal notificación, por ser inexistente o no corresponder el domicilio u otro antecedente entregado por el propietario, se dejará constancia de tal circunstancia en el proceso, debiendo el juez hacer efectiva la responsabilidad infraccional en contra del propietario del vehículo.


No obstante lo señalado en el inciso anterior, respecto de la infracción contenida en el artículo 118 bis de la presente ley, será siempre responsable la persona a cuyo nombre esté inscrito el vehículo, sin perjuicio de su derecho de repetir contra el conductor del mismo”.

4.
Sustitúyese el inciso segundo del artículo 201 por el siguiente:


“El adquirente de un vehículo, que no cumpliere con la obligación establecida en el inciso cuarto del artículo 36, o que indique domicilio falso o inexistente, será sancionado con multa de 3 a 50 UTM. Asimismo, si no diere cumplimiento a la obligación establecida en el inciso final del mismo artículo, será sancionado con multa de 3 a 5 UTM”.

Artículo 2º.- Agrégase al inciso tercero del artículo 3º de la ley Nº 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, la siguiente frase final:


“El último domicilio que el propietario de un vehículo inscrito tuviere anotado en el Registro de Vehículos Motorizados, será lugar hábil para dirigirle la correspondiente carta certificada, entendiéndose practicada la diligencia, cuando sea entregada en dicho domicilio”.


Se designó diputado informante al señor Fidel Espinoza Sandoval.


Tratado y acordado, conforme se consigna en las actas de las sesiones de fechas 1, 8 y 15 de octubre de 2002, con la asistencia de los diputados señores Jiménez, don Jaime (Presidente); Alvarado, don Claudio; Ceroni, don Guillermo; Delmastro, don Roberto; Espinoza, don Fidel; García, don René Manuel; Hales, don Patricio; Luksic, don Zarko; Meza, don Fernando; Norambuena, don Iván; Pareto, don Cristián; Pérez, don Ramón, y Salaberry, don Felipe.


También asistieron a las sesiones la diputada señora Caraball, doña Eliana, y el diputado señor Letelier, don Felipe. 


Se adjunta texto comparado.


(Fdo.): PATRICIO ÁLVAREZ VALENZUELA, Secretario de la Comisión.


7.
Informe de la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano recaído en el proyecto de ley sobre financiamiento urbano compartido. (Boletín Nº 2651-14) (S)

Honorable Cámara:


La Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano pasa a informar el proyecto de ley referido en el epígrafe, de origen en un mensaje, en segundo trámite constitucional y primero reglamentario.


El mensaje consta de 37 artículos que tienen por objeto regular el sistema de financiamiento compartido, destinándose la última de estas disposiciones a introducir modificaciones en el decreto ley N° 1.305, de 1975, que reestructura y regionaliza el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, con la finalidad de adecuar su normativa al funcionamiento de este sistema.


El proyecto aprobado por el Senado propone facultar a los Servicios de Vivienda y Urbanización y a las municipalidades para que, mediante la aplicación del sistema de financiamiento urbano compartido que se crea, puedan celebrar con terceros contratos de participación destinados a la adquisición de bienes o a la ejecución, operación y mantención de obras urbanas, a cambio de una contraprestación, que podrá consistir en otorgar a aquellos derechos sobre bienes muebles o inmuebles, la explotación de uno o más inmuebles o una suma de dinero.


Se hace presente que el Senado aprobó con quórum de ley orgánica constitucional los artículos 20, que pasa a ser 18; 23 que pasa a ser 21, y 24, que pasa a ser 22, en el texto del proyecto aprobado por la Comisión, por cuanto inciden en materias que dicen relación con las atribuciones de los Tribunales de Justicia. Asimismo, se hace constar que, en opinión de dicha Corporación, este proyecto no irroga gastos al erario fiscal y municipal.


Se advierte que durante su tramitación en el Senado se consultó la opinión de la Excma. Corte Suprema en relación con los mencionados preceptos, la cual fue evacuada mediante oficio Nº 113, de 15 de marzo de 2001.


Durante su estudio, la Comisión contó con la asistencia del ministro de Vivienda y Urbanismo, señor Jaime Ravinet; de la asesora de esa Secretaría de Estado señora Jeannette 
Tapia; del jefe del Departamento de Proyectos Urbanos, señor Alberto Ramírez; del presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Hernán Pinto; del secretario ejecutivo y del director jurídico de dicha organización, señores Gustavo Paulsen y Sergio 
Núñez, respectivamente; del director de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Rogelio González; del vicepresidente de la Comisión de Concesiones y de la secretaria abogada de esa entidad, señor Alejandro Magni, y señora Carolina Arrau, respectivamente, y del presidente de la Asociación de Concesionarios de Obras Públicas, señor Vicente Domínguez.

I.- FUNDAMENTOS DEL MENSAJE


En el mensaje se hace presente que las ciudades constituyen el eje de la vida de las naciones y que en ellas habita más del 85% de los chilenos, lo cual ha determinado el crecimiento de las mismas que se ha manifestado, principalmente, en un aumento en la cantidad de las viviendas, sin que se hayan implementado los servicios que el incremento poblacional requiere. Se plantea que las ciudades han acumulado anualmente en forma progresiva un verdadero pasivo urbano, esto es, un déficit creciente en aspectos como las áreas verdes, la vialidad, la evacuación y el drenaje de aguas lluvias, los espacios públicos y la infraestructura urbana en general. 


Se indica que, generalmente, los sectores de mayores ingresos tienen la capacidad de costear su equipamiento urbano, a diferencia de lo que ocurre en las comunas pobres, pese a la importancia que revisten para ellas los espacios públicos, al constituir importantes lugares de encuentro y esparcimiento para la población. En este contexto, se reconoce que ha sido insuficiente la labor desarrollada por las municipalidades y por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, ya que no se ha logrado el equilibrio y una adecuada dotación de servicios y oportunidades urbanas. 


Esta situación produce efectos negativos, a saber el deterioro en la calidad de vida de los habitantes, debido a la falta de lugares para la práctica del deporte, el esparcimiento y la cultura y a la existencia de sectores que por su extrema vetustez o por la deficiente ocupación del correspondiente espacio físico, requieren de una renovación. A esto se suma el problema de saturación que afecta a la infraestructura vial de muchas ciudades, como consecuencia del explosivo crecimiento del parque automotor.


Debido a estas consideraciones, se manifiesta la necesidad de que el Estado disponga de instrumentos que permitan igualar las condiciones urbanas de la población, de manera de cumplir con el mandato constitucional de los incisos cuarto y quinto del artículo 1º de la Carta Fundamental
.


Se señala que ello requiere generar un desarrollo armónico de las ciudades que no sólo signifique una acumulación de viviendas, sino que implique también la modernización de las urbes, la ocupación adecuada del territorio y la implementación de equipamientos comunitarios y de servicios integrales.


Se puntualiza que, desde el punto de vista económico, el Estado no está en condiciones de satisfacer plenamente ni oportunamente estas necesidades, razón por la cual el Gobierno ha resuelto impulsar la aprobación de una nueva herramienta legal que incentive, del mismo modo que en lo que concierne a las obras públicas o al proceso de modernización de puertos, carreteras, aeropuertos y otras obras de infraestructura, la participación del sector privado en el desarrollo y la modernización de las ciudades, a través de su intervención en ámbitos que hasta hoy son privativos del sector público.


Por tal motivo, en esta iniciativa se propone facultar a los Servicios de Vivienda y Urbanización, en adelante los Serviu, servicios descentralizados de la Administración del Estado encargados del desarrollo urbano y de la vivienda para que, mediante la aplicación del sistema de financiamiento urbano compartido que se crea, puedan adquirir bienes u obtener la ejecución, operación o mantención de obras por parte del sector privado, en sus respectivos territorios jurisdiccionales, otorgando, a cambio, como contraprestación, ciertos derechos entre los que se incluirá la posibilidad de explotar una obra. 

II. RESUMEN DEL CONTENIDO DEL PROYECTO APROBADO POR EL SENADO.


El Senado introdujo modificaciones en el texto del proyecto propuesto en el mensaje, con objeto de incorporar a las municipalidades dentro del sistema, por estimar que desde todo punto de vista es deseable que dichas entidades, por su naturaleza, sus atribuciones y su cercanía con la comunidad, participen activamente en el esquema diseñado, armonizando el sistema de concesiones propuesto con el que actualmente utilizan dichos municipios.


Al mismo tiempo, incorporó, en el articulado del proyecto, entre otras, las siguientes modificaciones:

1.
En el artículo 1º, se incluyó entre las contraprestaciones que tanto los Serviu como los municipios otorgarán a su contraparte en el contrato de participación, una suma de dinero, además de derechos sobre muebles o inmuebles o la explotación de uno o más inmuebles u obras. Se tuvo en cuenta que dicha propuesta enriquece el proyecto y que, sin duda alguna, haría más extensivo y eficaz el uso del sistema de financiamiento que se busca crear.

2.
En el artículo 2º, se complementó dicho precepto en el sentido de que el alcalde deberá contar con el acuerdo del concejo, cuando la convocatoria es de una municipalidad.

3.
Se agregó, en el artículo 5°, nuevo, con objeto de consagrar, en una disposición separada, la norma consignada en el inciso cuarto del artículo 3°, que autoriza al Serviu o al municipio para adjudicar directamente el contrato de participación, en el evento de que se declare desierta la licitación.

4.
En el artículo 8º, que pasa a ser 7º, en el texto del proyecto aprobado por la Comisión, se aprobó una indicación sustitutiva, que tuvo como principal objetivo incluir, como alternativa de contraprestación que pueden ofrecer los Serviu o los municipios, una suma de dinero, en armonía con el precepto aprobado en el artículo 1º. Además, incluyó un precepto que obliga a los organismos encargados de este sistema a velar por la adecuada equivalencia de las prestaciones o contraprestaciones comprometidas.

5.
En el artículo 12, que pasa a ser 10, se sustituyó la mención signada con la letra k), por la titularidad del dominio de los bienes involucrados y su régimen de administración, y se eliminó la letra o), relativa a los mecanismos de solución de controversias.

6.
En el artículo 13, que pasa a ser 11, se eliminó la letra k), relativa a la organización y estructura del personal con que el licitante cumplirá las obligaciones del contrato de licitación, por considerar excesivas las exigencias prescritas en aquélla.

7.
En el artículo 14, que pasa a ser 12, sin perjuicio de modificar su redacción para incorporar al alcalde, se le introdujo una modificación, con objeto de consagrar, como inciso segundo, los efectos que produce la resolución para el participante adjudicatario.

8.
En el artículo 15, que pasa a ser 13, se establece que la obligación del participante adjudicatario es constituir, en los casos que corresponda, una sociedad de giro exclusivo, en vez de una sociedad anónima o una agencia de una sociedad anónima extranjera.

9.
Se suprimió el precepto contenido en el artículo 16, relativo al marco regulatorio de los derechos y obligaciones del participante emanados del contrato de participación, por considerarlo innecesario.

10. En el artículo 18, que pasa a ser 16, se eliminó su inciso final por considerar que la facultad que se otorga a las sociedades participantes para emitir bonos la tienen todas las sociedades de acuerdo a las normas generales que regulan esta materia. Tampoco estuvo de acuerdo en vincular los montos y épocas de amortización, que dicho inciso dispone, con los plazos y flujos de ingresos que produzca la explotación de la obra, debido a que ello puede involucrar a las entidades públicas que hayan participado en la operación. 

11. El artículo 20, que pasa a ser 18, fue objeto de una indicación sustitutiva, a fin de acoger el planteamiento de la Excma. Corte Suprema sobre el particular. De este modo, los litigios a que diere lugar la constitución y ejecución de dicha prenda que deriven de un contrato de participación celebrado con un Serviu, serán de competencia del juez de letras de asiento de la Corte de Apelaciones en cuyo territorio estuviere emplazada la obra. Si el litigio derivare de una prenda relativa a un contrato de participación celebrado con un municipio, será competente el juez de letras que corresponda a la respectiva comuna.

12. En el artículo 23, que pasa a ser 21, se sustituyó el inciso primero, con objeto de permitir que cualquier profesional, que no tenga la calidad de universitario, pueda integrar la Comisión Conciliadora, y de otorgar al juez de letras señalado en el artículo 20, que pasa a ser 18, la facultad de designar a aquél, a falta de acuerdo entre las partes, acogiendo una recomendación del mencionado Tribunal.


Asimismo, se reemplazó el inciso quinto, para que en el evento de que la conciliación no se produzca dentro del plazo que señala, la Comisión Conciliadora pueda constituirse en Tribunal Arbitral, conforme a la sugerencia formulada en este sentido por dicho Tribunal.


Igualmente, sustituyó el inciso séptimo, con objeto de dejar constancia, a sugerencia del mismo Tribunal, que las opiniones que los miembros de la Comisión Conciliadora hubieren emitido, en su carácter de tales, no los inhabilitarán para desempeñarse como árbitros.

13. En el artículo 24, que pasa a ser 22, se sustituyó el inciso primero, con objeto de precisar que, para los efectos de esta disposición, la Comisión Conciliadora actuará como Tribunal Arbitral.

14. En el artículo 33, que pasa a ser 31, se modificó el inciso primero y se sustituyó el inciso segundo, con objeto de dejar establecido que corresponde a la Comisión Conciliadora, en su calidad de Tribunal Arbitral, declarar que el participante ha incurrido en incumplimiento grave del contrato, para los efectos de que el Serviu o la municipalidad procedan a designar un interventor.


Además, se introdujo un inciso final, a fin de asegurar el pago del derecho patrimonial sufrido por el participante en el evento de que el contrato de participación se extinga por incumplimiento grave de las obligaciones de los organismos participantes.

15. Se suprimió el artículo 34, relativo a la situación de los bienes nacionales de uso público, por tratarse de una disposición innecesaria, debido a la inclusión de los municipios.

16. El artículo 35, que pasa a ser 33, fue objeto de una modificación con objeto de explicitar que tales acciones generarán derecho a compensación cuando afecte gravemente los derechos contenidos en el contrato.

III. SÍNTESIS DEL DEBATE HABIDO DURANTE LA DISCUSIÓN CON INDICACIÓN DE LOS ACUERDOS ADOPTADOS.

a)
Discusión en general.


El ministro de Vivienda y Bienes Nacionales, señor Jaime Ravinet, destaca, como objetivo del proyecto, el de adicionar recursos para enfrentar el creciente pasivo urbano, a través de la ejecución de obras y la liberación de recursos que sean destinados a fines prioritarios que deben ser financiados por el Estado. Con ese propósito, se otorgan a los Serviu y a los municipios facultades para celebrar contratos de participación, con objeto de captar la inversión privada para obras urbanas, cuya carencia afecta la calidad de vida de la población.


Hace presente que inicialmente esta iniciativa se refería en forma exclusiva a los Serviu, pero durante su discusión, los integrantes de la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano del Senado consideraron la posibilidad de entregar esta función a las municipalidades, idea que fue acogida por el Gobierno. Si bien en estricto rigor estas últimas ya tienen competencia en esta materia, las concesiones que permite otorgar la ley orgánica de Municipalidades son precarias en el sentido de que se les puede poner término en cualquier momento, no se inscriben y no pueden darse en garantía, con la salvedad de las referidas a la utilización del subsuelo. En mérito de lo anterior, se optó por incorporar a los municipios en este marco regulatorio que otorga una mayor seguridad para los inversionistas que la normativa en actual vigencia.


Por otra parte, aunque los mencionados organismos pueden acogerse a la normativa sobre Concesiones de Obras Públicas
 mediante convenios, se llegó a la convicción de que los mecanismos y procedimientos que ella establece están diseñados para aplicarse en proyectos de una envergadura superior, que no corresponden al volumen de obras urbanas de que trata esta iniciativa.
. 


Además, este proyecto fortalece la descentralización y establece un sistema flexible en cuanto a las prestaciones y contraprestaciones que pueden convenirse, lo que permite elaborar en cada licitación las bases adecuadas a los requerimientos de cada caso particular.


Los diputados señores Galilea, don José Antonio, y Tapia, valoran positivamente esta iniciativa, en razón de que existen muchos municipios que tienen terrenos pero carecen de recursos para ejecutar en ellos obras de desarrollo urbano. En cambio, este proyecto les permite entregarlos como contraprestación en el caso de que el sector privado efectúe obras de equipamiento urbano en sus comunas. Sin embargo, les preocupa el efecto que producirá la aplicación de este sistema en las ciudades grandes y de tamaño intermedio, debido a que eventualmente esto podría traducirse en que se aumente el costo del acceso a ciertos espacios públicos, lo que perjudica a la ciudadanía.


En relación con esta materia, la diputada señora Caraball acota que si, tal como se reconoce en el mensaje, el déficit urbano afecta principalmente a los sectores más pobres, la celebración de un contrato de participación con una empresa privada para la ejecución de obras de equipamiento urbano debiera suponer que la contraprestación consistirá en algo distinto al uso, por cuanto en las comunas pobres no sería apropiado cobrar por el acceso a un parque o a una cancha deportiva, por ejemplo. 


El ministro señor Ravinet afirma que el proyecto no hará necesariamente más interesante la inversión del sector privado en las comunas más pobres, por cuanto éste realiza proyectos que le reporten una mayor rentabilidad. Sin embargo, si se deja de invertir en equipamiento urbano en las comunas de mayores ingresos, se producirá una liberación de recursos del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que pueden destinarse a las comunas más pobres. 


Tanto la diputada señora Caraball como el diputado señor Hales, manifiestan su preocupación por el criterio que utilizarán los municipios para adoptar decisiones relativas al desarrollo urbano, pues no todos cuentan con la asesoría técnica necesaria e incluso algunos carecen de directores de obras municipales. 


El vicepresidente de la Comisión de Concesiones de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Alejandro Magni, señala que el proyecto puede constituir una herramienta eficiente para revertir el pasivo urbano que poseen las ciudades del país, a la vez que puede ser un factor de estímulo para la actividad económica en general, ya que se incorporaría la gestión y el capital privados a través de los contratos de participación, generando industrias y empleos en sectores donde el Estado no ha podido invertir. 


Sin embargo, esta iniciativa presenta ciertas deficiencias en relación con la normativa de concesiones de obras públicas actualmente vigente. Si bien en ambos casos se trata de contratos administrativos regulados por el Derecho Público, que sitúan a las partes en un plano de desigualdad, en la ley de Concesiones se somete a la consulta de la Comisión Conciliadora la aplicación de medidas por parte de la autoridad que puedan afectar los intereses del concesionario, como por ejemplo, la fijación de multas superiores a 500 unidades tributarias mensuales, la declaración de suspensión temporal de la concesión o la declaración de extinción de la misma. Por el contrario, este proyecto no reconoce esta desigualdad entre las partes, lo cual provoca la incertidumbre de los contratantes y financistas. 


Por otra parte, en el mencionado cuerpo legal se dispone que la Comisión Conciliadora debe aprobar la designación de un interventor en determinadas circunstancias que allí se establecen. En cambio, en el proyecto no se han determinado los casos en los cuales es procedente su nombramiento, con lo cual se permite la adopción de esta medida por cualquier tipo de incumplimiento. Ello constituye una amenaza a la equidad del contrato por actos de la autoridad, con lo cual se encarece la participación del sector privado.


Asimismo, la normativa en comento recoge la teoría de la imprevisión y otorga flexibilidad al contrato reconociendo la alteración de las circunstancias como causal para modificar las condiciones del mismo. En cambio, el contrato de participación sólo puede ser modificado por causas de utilidad pública, lo cual no cautela el equilibrio de intereses y riesgos entre las partes.


Además, existe una diferencia entre los contratos de concesión y de participación. Aunque la autoridad concedente es un órgano de la Administración del Estado, en el primero, debe concurrir también el Ministerio de Hacienda, lo que constituye una fortaleza en el momento de buscar financiamiento en la banca y con inversionistas institucionales. En el segundo, en cambio, no existe ninguna garantía del Estado, motivo por el cual estima que los contratos de participación debieran ser firmados o ratificados por el ministro de Vivienda y Urbanismo, con objeto de contribuir a la seguridad de los inversionistas. 


Finalmente, la prenda general de obra pública se constituye sobre todos los derechos e ingresos del concesionario, esto es, pagos, subsidios, ingresos mínimos garantizados, etc., mientras que en el contrato de participación, como no existen garantías del Estado, se reduce la fuerza de la garantía del financista.


El diputado señor Tapia hace presente que esta iniciativa pone énfasis en la descentralización, por lo cual no se entiende la razón de la conveniencia de obtener la firma o ratificación del ministro de Vivienda y Urbanismo en el caso de las concesiones otorgadas por los Serviu.


La diputada señora Caraball opina que existe una diferencia básica entre la ley de Concesiones y este proyecto, por cuanto el Ministerio de Obras Públicas funciona en forma centralizada y la organización del Ministerio de Vivienda y Urbanismo propende a la descentralización, en virtud de la cual los Serviu manejan una gran cantidad de recursos sin autorización de dicha Secretaría de Estado. Aunque deben cautelarse los intereses de los inversionistas, no es posible modificar el espíritu que inspira este proyecto.


El diputado señor Hales destaca la seriedad y la credibilidad de los Serviu en el ámbito de la contratación de obras. Por ello le parece extraño que se proponga que el ministro del ramo suscriba los contratos de participación que celebren estas entidades y que no se hagan reparos a la actuación de los municipios que no están sometidos a ningún control.


El director de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Rogelio González, afirma que el sistema de contratación de los Serviu funciona adecuadamente, pero esto no les consta a los inversionistas extranjeros que financian mayoritariamente los proyectos de largo plazo.


El presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Hernán Pinto, valora el hecho de que se haya incorporado a los municipios dentro de los órganos que estarán facultados para utilizar el sistema de financiamiento urbano compartido. Sin embargo, debiera consagrarse una norma que dé cumplimiento al mandato constitucional que obliga a los servicios públicos a coordinarse con los municipios, de modo de imponer al Serviu la obligación de remitir, en consulta al concejo comunal respectivo, las bases de toda licitación pública de obras de infraestructura urbana acogidas a este sistema, con objeto de garantizar que el proyecto presentado cumpla con las normas del plano regulador comunal.


Por su parte, el diputado señor Hales no es partidario de que el concejo municipal intervenga del modo propuesto, debido a que en tal caso este proyecto no tendría sentido. Recuerda que esta iniciativa surgió para que los Serviu puedan resolver el tema del pasivo urbano y que aceptar el criterio de que los municipios deben autorizar todo cuanto diga relación con la estructura urbana de las comunas, implicaría cuestionar a muchos organismos públicos, como es el caso de las Secretarías Regionales Ministeriales. 


La diputada señora Caraball agrega que la propuesta que se analiza no es susceptible de ser aplicada en todos los casos, toda vez que no podría concebirse que, por ejemplo, el concejo municipal de la municipalidad de Santiago resuelva respecto de un llamado a licitación en el Parque Metropolitano, que involucra a más comunas. Ello obedece a que existen equipamientos de carácter regional e intercomunal y que las decisiones que los afectan deben provenir de organismos regionales. 


El presidente de la Asociación de Concesionarios de Obras Públicas, señor Vicente 
Domínguez, comenta que mediante esta iniciativa legal se propende hacia una mayor descentralización y se brinda una mayor autonomía a las regiones en lo que respecta a la definición de proyectos urbanos. Sin embargo, la suscripción de los contratos por parte de los ministros representa una aparente garantía adicional para los inversionistas, especialmente los extranjeros, en el caso de obras de una cierta envergadura. 


Destaca la conveniencia de utilizar el sistema de controversias que establece la ley general de Concesiones, toda vez que éste ha contribuido a la fluidez de las concesiones de obras públicas y ha proporcionado garantías a los inversionistas extranjeros, en el sentido de que éstos cuentan con un mecanismo eficiente de solución de conflictos, que es propio de un Estado de Derecho. Sin embargo, admite que ese cuerpo legal regula con más precisión este sistema, ya que exige que determinadas materias sean conocidas por la Comisión Conciliadora, lo que no ocurre en el caso de este proyecto. Por ello, debiera analizarse la conveniencia de establecer expresamente que las controversias que se produzcan en razón de los reclamos que formulen los concesionarios respecto de las multas que aplica una autoridad administrativa local deben ser conocidas por la Comisión Conciliadora.


En relación con los factores que deben considerarse para la adjudicación del contrato de participación, que están establecidos en el artículo 13, que pasa a ser 11, en el proyecto aprobado por la Comisión, no estima apropiado introducir elementos subjetivos en la calificación, como por ejemplo, el nivel de los servicios ofrecidos o el programa de ejecución, operación, explotación y mantención de las obras propuesto por el licitante, los cuales pueden dar pábulo a eventuales irregularidades en el proceso de evaluación de las ofertas, sobre todo en obras que no son de gran envergadura. Además, el factor relativo a la experiencia del oferente en contratos de participación o de similar naturaleza, y a la de la empresa constructora con la cual el licitante contratará la ejecución de las obras, constituyen una especie de barrera de entrada que corresponde a una etapa de precalificación técnica de la licitación, pero que no debieran considerarse en la calificación de la misma.


Por otra parte, dado que en este proyecto no ha sido zanjado el tema de la teoría de la imprevisión, estima conveniente establecer un mecanismo en el cual la relación entre el costo y el beneficio sea equitativa para ambas partes del contrato, con objeto de prever estas situaciones y efectuar un adecuado manejo de los riesgos que es decisivo para el éxito de una concesión. 


Valora, asimismo, el hecho de que se haya establecido una prenda especial, sin desplazamiento, al igual que en la ley general de Concesiones, mecanismo que ha dado excelentes resultados, por cuanto representa una garantía sobre los flujos y facilita el financiamiento de las obras.


En torno a la constitución de la Comisión Conciliadora, que trata el inciso segundo del artículo 23, que pasa a ser 21, señala que en la práctica los integrantes no son designados dentro del plazo de sesenta días contados desde la suscripción del contrato, como dispone dicha norma. En razón de lo anterior, no es partidario de establecer plazos, cuyo incumplimiento no tiene sanción alguna, como ocurriría en este caso.


Critica el hecho de que el interventor que debe designarse de conformidad con el artículo 24, que pasa a ser 22, responda hasta de la culpa levísima
, ya que nadie estará dispuesto a asumir esta función. 


Repara en la absoluta libertad que se otorga a los Serviu y a las municipalidades, en virtud del artículo 35, que pasa a ser 33, para que una vez celebrado un contrato de participación puedan suscribir otros contratos o ejecutar nuevas obras e intervenciones urbanas, con una limitante consistente en la afectación de los derechos contenidos en el contrato. Si bien la potestad de estos organismos para realizar nuevos proyectos es inherente a su naturaleza, también deben considerarse los intereses del concesionario. 


La representante del Ejecutivo, señora Jeannette Tapia, admite que en la normativa sobre concesiones de obras públicas se establece que determinadas materias, como las multas superiores a 500 unidades tributarias mensuales y la suspensión de las concesiones, no pueden ser resueltas por la autoridad pública sin recurrir previamente a la Comisión Conciliadora. Sin embargo, ello no fue considerado en el proyecto, toda vez que se estimó que el volumen de las operaciones sería menor.


Respecto de los factores que deben considerarse para efectos de la adjudicación del contrato de participación, afirma que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo está interesado en la transparencia del proceso de licitación, razón por la cual acoge la observación formulada por el señor Domínguez, a propósito de la subjetividad de algunos de dichos factores. 


En lo referente a la teoría de la imprevisión, sostiene que, en muchos casos ésta atenta contra la igualdad de los contratantes, toda vez que si se tienen facultades ilimitadas para modificar los contratos en razón de los hechos sobrevinientes que acaezcan, no tendría sentido efectuar una licitación. 


Hubo consenso en la Comisión en orden a estimar que este proyecto facilita la inversión en los espacios públicos y en obras urbanas y que se cumplen los objetivos del mensaje, cuales son, impulsar el desarrollo urbano y mejorar la calidad de vida de los habitantes de las ciudades. Particularmente, se reconoce la especial relevancia que reviste la incorporación de las municipalidades, pues otorga seriedad a la regulación de las concesiones municipales, de modo de terminar con la precariedad que las ha caracterizado hasta la fecha.


-Puesta en votación la idea de legislar, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes.

b) Discusión en particular.

Título I

Del Sistema de Financiamiento Urbano Compartido

Artículo 1º


Establece en qué consiste el sistema de financiamiento urbano compartido. Asimismo, otorga a las municipalidades la facultad de utilizar dicho sistema, se refiere a las prestaciones y contraprestaciones del contrato de participación y establece que las facultades que se otorgan a los Serviu y a los municipios se entienden sin perjuicio de las atribuciones que le corresponden a otros entes públicos.


El diputado señor Galilea, don José Antonio, considera acertada la idea de incorporar a las municipalidades en este sistema. Sin embargo, afirma que no es adecuada la redacción de esta disposición, en razón de que podría interpretarse que son distintas las facultades que se otorgan a ambas entidades y de que no guarda relación con el tratamiento conjunto que se les da en el resto del articulado.


La representante del Ejecutivo, señora Jeannette Tapia, aclara que mediante este artículo se introducen modificaciones en la forma de ejercer las atribuciones que competen a los Serviu y a los municipios. Aunque la frase “obras de equipamiento comunitario, remodelaciones, áreas verdes, parques industriales, vías urbanas, infraestructura urbana” ha sido recogida del decreto supremo N° 355, de 1976, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que aprueba el reglamento orgánico de los Servicios de Vivienda y Urbanización, en la normativa actual no está establecida la facultad para celebrar contratos de participación con terceros a cambio de una contraprestación. 


Por otra parte, sostiene que están más acotadas las facultades de los Serviu que las de los municipios, pues de acuerdo con la ley orgánica constitucional de Municipalidades, la competencia de éstas es muy amplia y abarca una gran variedad de materias. Por ello, se resolvió tratarlas en incisos diferentes, debido a que la actuación de los primeros debe ceñirse a los planes y programas del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, a diferencia de los municipios, que actúan en forma autónoma. 


La diputada señora Caraball propone establecer que los municipios deberán ceñirse a los planes de desarrollo comunal en la celebración de contratos de participación con terceros. De este modo, se exigiría que todas las comunas tuviesen un plan de desarrollo comunal y que los municipios actúen con transparencia frente a la comunidad
. 


El diputado señor Hales concuerda con dicha proposición, por cuanto si se estableciera que los municipios deben sujetarse al plan comunal de desarrollo, habría un marco preciso dentro del cual podrían actuar estas entidades. Por ende, la utilización de este sistema debe suponer la existencia del mencionado plan, por mínimo que sea, en especial si se considera que el alcalde y el concejo deben tener en cuenta la participación ciudadana en su elaboración y ejecución.


Por las razones precedentemente expuestas, las diputadas señoras Caraball, y Pérez, doña Lily, y los diputados señores Galilea, don José Antonio, y Hales, presentaron una indicación que sustituye este artículo, cuyo tenor se inserta en el texto aprobado por la Comisión, con objeto de efectuar un mejor ordenamiento de sus materias y de dejar constancia de que los municipios, en la implementación de este sistema, deben ceñirse a los planes de desarrollo comunal.


-Puesta en votación la indicación sustitutiva, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes, conjuntamente con la denominación de este Título.

Artículo 2º


Dispone que los Serviu y las municipalidades deberán llamar a licitación pública para celebrar el contrato de participación, previa autorización del respectivo secretario regional ministerial de Vivienda y Urbanismo en el caso de los Serviu, o previo acuerdo del concejo en el caso de los municipios.


-Puesto en votación, fue aprobado, sin debate, por la unanimidad de los integrantes presentes, en los mismos términos que en el Senado.


Artículo 3º


Prescribe que cualquier persona natural o jurídica puede proponer a los Serviu y a los municipios proyectos relativos a las obras a que se refiere el artículo 1°. Asimismo, establece que en las bases de licitación se puede otorgar un puntaje adicional en la evaluación de la oferta del proponente que participa en la licitación, así como también incluir la obligación del adjudicatario de reembolsar a este último los costos de la proposición. 


Hubo consenso en orden a estimar que, en virtud de este precepto, se garantiza al proponente que su oferta será estudiada y resuelta, de modo que exista un pronunciamiento, sea o no favorable. En todo caso, según la modificación aprobada para el artículo 1°, los Serviu deberán ceñirse a los planes y programas del Ministerio de Vivienda y Urbanismo y los municipios a los planes comunales de desarrollo. 


-Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes, en los mismos términos que en el Senado.

Artículo 4º


Señala que las licitaciones y los contratos de participación se regirán por las normas de esta ley y de su reglamento y por las bases de la respectiva licitación.


Hubo debate en cuanto a la necesidad de mantener esta disposición, estimándose en definitiva que debía señalarse expresamente que este sistema debe regirse por las normas de esta ley, por el reglamento que debe dictarse y por las bases de la licitación, tal como se desprende del articulado del proyecto. 


-Puesto en votación, fue aprobado por tres votos a favor y uno en contra, en los mismos términos que en el Senado.

Artículo 5º 


Indica que puede adjudicarse directamente un contrato de participación una vez declarada desierta la licitación y establece las condiciones para ello.


En la discusión de esta disposición hubo reticencia en cuanto a otorgar la facultad de adjudicar directamente el contrato de participación, toda vez que puede ser mal utilizada.


La representante del Ejecutivo, señora Jeannette Tapia, señala que, en términos generales, las licitaciones no pueden ser declaradas desiertas por la mera discrecionalidad del licitante. Estos procesos suelen ser largos y onerosos, de modo que esta facultad está orientada a evitar una mayor burocracia y costos excesivos en circunstancias excepcionales. Acota que en este caso se estableció un límite, cual es que la oferta del interesado no debe diferir en más de un diez por ciento del valor mínimo o máximo señalado en las bases. 


El diputado señor Hales sostiene que este mecanismo sólo se justifica en materia de concesiones de obras públicas y que el límite aludido no constituye ninguna garantía para evitar que se produzcan acuerdos para conseguir que la adjudicación sea directa.


El jefe del Departamento de Proyectos Urbanos, señor Alberto Ramírez, explica que la disposición en estudio se coloca en la hipótesis de empresas que no han participado en la licitación y que, por lo tanto, no han sido proponentes, aunque las obliga a cumplir con las bases respectivas.


El diputado señor Hales argumenta que un interesado podría no presentarse a la licitación deliberadamente y ponerse de acuerdo con los participantes para que formulen sus ofertas de modo que no cumplan con las bases y se declare desierta la licitación. Luego, el interesado manifiesta su intención de adjudicarse la propuesta y ajusta la oferta al límite que establece este artículo, con lo cual el sistema se desprestigia.


-Puesto en votación, fue rechazado por la unanimidad de los integrantes presentes.

Artículo 6º, que pasa a ser 5º


Establece que sobre los inmuebles que indica se podrán ejecutar las obras que se contraten mediante este sistema. Asimismo, dispone que los organismos públicos deberán otorgar mandatos a los Serviu o a los municipios para que celebren contratos de participación.


En el debate habido en la Comisión se tuvo presente la opinión manifestada por el presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Hernán Pinto, en el sentido de incorporar en esta norma la posibilidad de celebrar contratos de mandato entre los Serviu y los municipios, de modo que estos organismos, que pueden recibir mandatos de otros entes públicos para celebrar contratos de participación, puedan recíprocamente encomendarse gestiones de esta naturaleza.


Las diputadas señoras Caraball, y Pérez, doña Lily, y los diputados señores Galilea, don José Antonio; Hales y Jiménez, presentaron una indicación que sustituye este artículo, cuyo tenor se inserta en el proyecto aprobado por la Comisión, con objeto de efectuar un mejor ordenamiento de sus materias y acoger la sugerencia expuesta con precedencia.

-Puesta en votación la indicación sustitutiva, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes.

Artículo 7º, que pasa a ser 6º


Dispone las prestaciones que, en virtud del contrato de participación, los Serviu y las municipalidades pueden recibir del participante adjudicatario. 


-Puesto en votación, fue aprobado, sin debate, por la unanimidad de los integrantes presentes, en los mismos términos que en el Senado.

Artículo 8º, que pasa a ser 7º


Señala las contraprestaciones que, en virtud del contrato de participación, los Serviu y las municipalidades pueden entregar al participante.


El diputado señor Galilea, don José Antonio, manifiesta dudas en relación con la necesidad de mantener el precepto contenido en el inciso final, por cuanto resulta evidente que los municipios y los Serviu deben velar por la equivalencia de las prestaciones y contraprestaciones comprometidas. 


La representante del Ejecutivo, señora Jeannette Tapia, comenta que la Cámara Chilena de la Construcción, durante la discusión del proyecto en el Senado, propuso que se agregara una disposición de esta naturaleza, con objeto de otorgar una mayor garantía a las empresas en la celebración de los contratos de participación y recuerda que los representantes de dicha entidad plantearon ante esta Comisión que la evaluación debía ser efectuada por peritos, idea que no es compartida por el Ejecutivo.

-Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes, en los mismos términos que en el Senado.

Artículo 9º 


Indica que las bases de licitación pueden considerar una o más prestaciones con una o más contraprestaciones.


Hubo consenso en el sentido de estimar que se trata de una disposición innecesaria, toda vez que las prestaciones y las contraprestaciones están establecidas en los artículos 7°, que pasa a ser 6º, y 8º, que pasa a ser 7º, ya aprobados.


-Puesto en votación, fue rechazado por la unanimidad de los integrantes presentes.

Título II

De la Licitación

Artículo 10, que pasa a ser 8º


Regula la licitación pública y establece que en las bases se podrá consultar la precalificación de los interesados, en carácter de actuación preparatoria.


-Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes, conjuntamente con la denominación de este Título, en los mismos términos que en el Senado.

Artículo 11, que pasa a ser 9º


Prescribe que para participar en la licitación, el interesado deberá garantizar la seriedad de su oferta.


-Puesto en votación, fue aprobado, sin debate, por la unanimidad de los integrantes presentes, en los mismos términos que en el Senado.

Artículo 12, que pasa a ser 10


Indica las menciones que deben contener las bases de la respectiva licitación.


-Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes, en los mismos términos que en el Senado.

Artículo 13, que pasa a ser 11


Enumera algunos de los factores que deben considerarse en el sistema de evaluación de las ofertas contenido en las respectivas bases de licitación para los efectos de adjudicar el contrato de participación.


Hubo consenso en orden a reconocer la subjetividad de algunos de los factores, tales como el programa de ejecución, operación, explotación y mantención de las obras propuesto por el licitante; el nivel de los servicios ofrecidos, la experiencia del oferente en contratos de participación o en contratos de similar naturaleza, y la experiencia de la empresa constructora con la cual el licitante contratará la ejecución de las obras.


Por tal motivo, las diputadas señoras Caraball, y Pérez, doña Lily, y los diputados señores Galilea, don José Antonio, y Hales, presentaron una indicación que reemplaza este artículo, cuyo tenor consta en el texto del proyecto aprobado por la Comisión, con la finalidad de eliminar los mencionados factores.


-Puesta en votación la indicación sustitutiva, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes.

Artículo 14, que pasa a ser 12


Establece que la adjudicación de la licitación se efectuará mediante una resolución del director del Serviu o del alcalde, según corresponda, la que se publicará en el Diario Oficial y producirá los efectos que indica.


Hubo consenso en orden a considerar que el inciso segundo -relativo a los efectos de la resolución de adjudicación- debiera pasar a ser párrafo segundo del inciso primero del 
artículo 17, que pasa a ser 15, por cuanto se relaciona de mejor manera con la formalización del contrato de participación y con sus efectos, derivados de la publicación de la mencionada resolución en el Diario Oficial.


La diputada señora Caraball, junto a los diputados señores Galilea, don José Antonio, y Hales, presentaron una indicación, cuyo tenor consta en el texto aprobado por la Comisión, con objeto de formalizar el traslado del mencionado inciso y de aclarar, al mismo tiempo, que sólo a partir de la publicación de la resolución de adjudicación se entenderá que el participante está habilitado para usar y gozar del bien respectivo.


-Puesto en votación el inciso primero, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes, en los mismos términos que en el Senado.


- Por la misma votación, fue aprobada la mencionada indicación.

Título III

Del Contrato de Participación

Artículo 15, que pasa a ser 13


Define lo que debe entenderse por contrato de participación y establece las obligaciones que debe cumplir el adjudicatario de la licitación. Asimismo, dispone que en caso de incumplimiento de las mismas, el adjudicante podrá dejar sin efecto la adjudicación, mediante resolución fundada y que el Serviu o la municipalidad, según corresponda, podrá llamar a una nueva licitación pública o invitar mediante una licitación privada a los demás oferentes que se presentaron a la licitación.


En el debate habido a propósito de este precepto, hubo consenso en cuanto a la conveniencia de efectuar una división de las materias contenidas en la letra c) del inciso segundo, separándolas en dos incisos, y en cuanto a eliminar en aquél la frase relativa a la obligación del participante de pagar los gastos que irrogue la formalización del contrato, por tratarse de una materia que debe ser regulada por el reglamento.


Por tal motivo, las diputadas señoras Caraball y Pérez, doña Lily, y los diputados señores Galilea, don José Antonio, y Hales, presentaron una indicación que reemplaza este artículo, cuyo tenor consta en el texto del proyecto aprobado, con objeto de materializar el acuerdo precedente.

-Puesta en votación la indicación sustitutiva, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes, conjuntamente con la denominación de este Título.

Artículo 16, que pasa a ser 14


Dispone que el participante debe constituir una garantía de fiel cumplimiento del contrato.


-Puesto en votación, fue aprobado, sin debate, por la unanimidad de los integrantes presentes, en los mismos términos que en el Senado.

Artículo 17, que pasa a ser 15


Determina cuándo se entiende perfeccionado el contrato de participación. Asimismo, regula la transferencia del contrato y la autorización que debe otorgar para ello el Serviu o la municipalidad respectiva.


En relación con esta disposición resulta menester traer a colación que, en virtud de una indicación aprobada con anterioridad, el inciso segundo del artículo 14, que pasa a ser 12, se ha incorporado como párrafo segundo del inciso primero de este artículo.


-Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes.

Artículo 18, que pasa a ser 16


Establece una prenda especial, sin desplazamiento. Asimismo, determina su objeto, los bienes o derechos sobre los cuales debe recaer y la forma en que se constituye, haciendo aplicables a su regulación las normas que indica sobre Prenda Industrial.


-Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes, en los mismos términos que en el Senado.

Artículo 19, que pasa a ser 17


Prescribe que en caso de remate de los bienes o derechos prendados, la adjudicación sólo puede efectuarse en favor de quienes cumplen con los requisitos para ser adjudicatario. Asimismo, determina los efectos de la contravención de esta norma.


-Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes, en los mismos términos que en el Senado.

Artículo 20, que pasa a ser 18


Determina la competencia de los tribunales para conocer de los litigios a que dé lugar la constitución y ejecución de la prenda especial sin desplazamiento.


-Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes, en los mismos términos que en el Senado.


Título IV

De las Inspecciones, Sanciones y Multas

Artículo 21, que pasa a ser 19


Establece que corresponderá al Serviu o a la municipalidad la inspección y vigilancia del cumplimiento de las obligaciones del participante, como también la aplicación de sanciones.


-Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes, conjuntamente con la denominación de este Título, en los mismos términos que en el Senado.

Artículo 22, que pasa a ser 20


Indica que el participante deberá responder por los daños que se ocasionen a terceros con motivo del contrato de participación y establece una excepción.


-Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes, en los mismos términos que en el Senado.

Título V

De la Solución de Controversias y de la Quiebra del Participante

Artículo 23, que pasa a ser 21


Dispone que las controversias que se produzcan entre las partes con motivo del contrato de participación se someterán al conocimiento y resolución de una Comisión Conciliadora, cuya integración regula. 


-Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes, en los mismos términos que en el Senado, conjuntamente con la denominación de este Título.

Artículo 24, que pasa a ser 22


Señala que si el participante no da cumplimiento a las obligaciones del contrato de participación, el Serviu o el municipio puede solicitar a la Comisión Conciliadora que lo autorice para designar un interventor. Asimismo, establece las facultades de dicho interventor, determina su grado de responsabilidad y consagra un caso que se interpreta como incumplimiento grave de las obligaciones del participante.


En relación con el inciso primero, la diputada señora Caraball, es partidaria de acotar la posibilidad de solicitar el nombramiento de un interventor solamente en el evento de que el participante abandonare la obra o interrumpiere injustificadamente el servicio convenido.


El diputado señor Galilea, don José Antonio, estima que es necesario que la Comisión Conciliadora se pronuncie respecto de si efectivamente se ha producido dicho abandono o interrupción, lo que no implica que necesariamente deba autorizar la designación de un interventor.


La representante del Ejecutivo, señora Jeannette Tapia, aclara que en todo caso la Comisión Conciliadora debe pronunciarse respecto del incumplimiento grave de las obligaciones del participante, tal como lo dispone el artículo 33, que pasa a ser 31. Explica que según el mensaje, el Serviu debía solicitar a la Comisión Conciliadora la declaración correspondiente, pero en el Senado se estimó que dicho organismo también podía incurrir en un incumplimiento grave y en tal caso el participante debiera recurrir a la mencionada Comisión. 


En relación con este artículo, el diputado señor Galilea, don José Antonio, hace presente que el grado de culpa según el cual responde el interventor es exagerado, toda vez que debe responder hasta de la culpa levísima
. 


Hubo consenso en orden a limitar la posibilidad de que los Serviu y los municipios puedan pedir un interventor sólo cuando el participante abandonare la obra o interrumpiere injustificadamente el servicio y a estimar que el interventor sólo debe responder de la culpa leve
.


Por tal motivo, la diputada señora Caraball, y los diputados señores Galilea, don José Antonio; Hales, Hernández, en reemplazo del señor Longueira; Jiménez, Norambuena, y Tapia, presentaron una indicación que reemplaza este artículo, cuyo tenor consta en el texto del proyecto aprobado por la Comisión, con objeto de materializar el acuerdo precedente.


-Puesta en votación la indicación sustitutiva, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes.

Artículo 25, que pasa a ser 23


Prescribe que en caso de quiebra del participante, la primera junta de acreedores debe pronunciarse si opta por subastar los derechos emanados del contrato de participación o por la continuación del mismo y regula ambas situaciones. 


-Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes, en los mismos términos que en el Senado.

Título VI

De la Duración, Suspensión y Extinción del contrato de participación

Artículo 26, que pasa a ser 24


Señala que las bases de la licitación podrán fijar el plazo del contrato de participación o establecer que aquél sea el ofrecido por el adjudicatario del contrato.


-Puesto en votación, fue aprobado, sin debate, por la unanimidad de los integrantes presentes, conjuntamente con la denominación del Título, en los mismos términos que en el Senado.


Artículo 27, que pasa a ser 25


Faculta al Serviu o a la municipalidad para modificar las características de la obra por razones de interés público, una vez perfeccionado el contrato de participación y establece la obligación de indemnizar al participante. 


-Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes, en los mismos términos que en el Senado.

Artículo 28, que pasa a ser 26


Establece las condiciones para que el Serviu o la municipalidad autorice la puesta en servicio de la explotación de la obra a que se refiere el contrato de participación.


Hubo consenso en el sentido de que era más apropiado consignar que se trata del inicio de la explotación de la obra, en vez de la puesta en servicio de la misma.


En razón de lo anterior, la diputada señora Caraball, y los diputados señores Galilea, don José Antonio; Hales, Jiménez, y Tapia, presentaron una indicación que reemplaza este 
artículo, cuyo tenor consta en el proyecto aprobado por la Comisión, con objeto de materializar el acuerdo precedente.


-Puesta en votación la indicación sustitutiva, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes.

Artículo 29, que pasa a ser 27


Regula la obligación de restituir el bien que ha sido objeto del contrato de participación, una vez concluido el plazo del mismo.


-Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes, en los mismos términos que en el Senado.

Artículo 30, que pasa a ser 28


Dispone el destino de las mejoras que hubiere introducido el participante al bien que ha sido objeto del contrato de participación, una vez que éste ha expirado. 


-Puesto en votación, fue aprobado, sin debate, por la unanimidad de los integrantes presentes, en los mismos términos que en el Senado.

Artículo 31, que pasa a ser 29


Enumera las causales de suspensión temporal del contrato de participación.


-Puesto en votación, fue aprobado, sin debate, por la unanimidad de los integrantes presentes, en los mismos términos que en el Senado.

Artículo 32, que pasa a ser 30


Establece las causales de extinción del contrato de participación. 


-Puesto en votación, fue aprobado, sin debate, por la unanimidad de los integrantes presentes, en los mismos términos que en el Senado.


Artículo 33, que pasa a ser 31


Señala que la declaración de incumplimiento grave del contrato de participación debe ser solicitada por cualquiera de las partes contratantes a la Comisión Conciliadora. Asimismo, establece los efectos de dicha declaración y que el Serviu o la municipalidad deberá llamar a una nueva licitación pública o a una licitación privada.


La diputada señora Caraball, junto a los diputados señores Galilea, don José Antonio; Hales, Jiménez, y Norambuena, presentaron una indicación que reemplaza los incisos primero y segundo, cuyo tenor consta en el proyecto aprobado por la Comisión, con objeto de reemplazar la culpa levísima por leve
, en armonía con lo aprobado en el artículo 24, que pasa a ser 22, y de efectuar modificaciones formales.


-Puesto en votación el artículo con la indicación, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes.

Título VII

Disposiciones Generales

Artículo 34, que pasa a ser 32


Prescribe que los plazos de días de las bases de las licitaciones y de los contratos de participación se entenderán de días corridos, salvo que se señale expresamente que son de días hábiles.


-Puesto en votación, fue aprobado, sin debate, por la unanimidad de los integrantes presentes, en los mismos términos que en el Senado, conjuntamente con la denominación de este Título.

Artículo 35, que pasa a ser 33


Indica que la suscripción de un contrato de participación no limitará al Serviu o a la municipalidad para celebrar nuevos contratos o ejecutar nuevas obras. Asimismo, establece que dichas acciones no generarán derecho a compensación en favor del participante, salvo que se afecten gravemente los derechos contenidos en el contrato.


El presidente de la Asociación de Concesionarios de Obras Públicas, señor Vicente 
Domínguez, es partidario de que se establezca en la ley la facultad de los Serviu y de las municipalidades para estipular restricciones o limitaciones para celebrar nuevos contratos, toda vez que dichas entidades se rigen por el Derecho Público, en virtud del cual sólo puede hacerse lo que está expresamente permitido.


En relación con este tema, el diputado señor Galilea, don José Antonio, opina que es inevitable que el Estado deba ejecutar obras que necesariamente deberán competir con otras que han sido concesionadas con anterioridad, lo cual beneficia, en definitiva, al usuario. Esto puede interpretarse como un hecho sobreviniente, imposible de prever, el que sin duda generará dificultades para el concesionario.


La representante del Ejecutivo, señora Jeannette Tapia, plantea que la celebración de un contrato de participación no debe impedir a los Serviu o a las municipalidades suscribir otros, dado que no siempre tendrán como objeto una concesión. Señala que si alguno de los mencionados organismos efectuara, a través de este sistema, una permuta de un terreno por la ejecución de obras, no estaría inhabilitado para utilizar la misma figura en otra zona de la región o de la comuna.


Por su parte, el diputado señor Hales hace presente que quien participa en una licitación conoce de antemano las reglas del juego y lo que establece la normativa vigente, de modo que si desea obtener un resguardo que le cubra de futuros y eventuales perjuicios, debiera exigírselos al licitante. En efecto, se podría pactar que, una vez celebrado el contrato, no se podrá ejecutar una obra similar dentro de un área determinada.


-Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes, en los mismos términos que en el Senado.

Artículo 36, que pasa a ser 34


Consta de dos numerales, a través de los cuales se introducen modificaciones en el decreto ley N° 1.305, de 1975, las que se indican seguidamente.

N° 1


Incorpora en el artículo 12, una letra n), nueva, con objeto de otorgar a la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo la función de informar técnicamente los planes, proyectos y programas del sistema de financiamiento urbano compartido que propongan los Serviu. 

N° 2


Agrega en el artículo 28, dos incisos, segundo y tercero, nuevos, con objeto de otorgar a los Serviu la facultad de adquirir bienes o contratar con terceros las obras a que se refiere el artículo 1° de esta ley, mediante el sistema de financiamiento urbano compartido.


-Puesto en votación el artículo con los numerales, fue aprobado por unanimidad de los integrantes presentes, en los mismos términos que en el Senado.

IV. MENCIÓN DE LAS ADICIONES Y ENMIENDAS QUE LA COMISIÓN APROBÓ EN LA DISCUSIÓN PARTICULAR.

Artículo 1º


Artículo 1º.- Esta ley establece y regula el sistema de financiamiento urbano compartido, en adelante el Sistema, mediante el cual los Servicios de Vivienda y Urbanización y las Municipalidades podrán celebrar con terceros contratos de participación, destinados a la adquisición de bienes o a la ejecución, operación y mantención de obras urbanas, a cambio de una contraprestación, que podrá consistir en otorgar a aquellos derechos sobre bienes muebles o inmuebles, la explotación de uno o más inmuebles u obras o una suma de dinero.


Para estos efectos, los Servicios de Vivienda y Urbanización, en adelante los Serviu, deberán ceñirse a las políticas, planes y programas del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, y las municipalidades deberán actuar de conformidad a lo establecido en los respectivos planes de desarrollo comunal.


Las facultades que esta ley otorga a los Serviu y a las municipalidades se entenderán sin perjuicio de las atribuciones que correspondan a otras entidades públicas en virtud de la legislación vigente.

Artículo 5º


Artículo 5º.- Las obras cuya ejecución, operación y mantención se contraten mediante este sistema podrán ejecutarse en inmuebles que sean del dominio de los Serviu o de las municipalidades o que se encuentren bajo su administración. 


Dichas obras podrán también ejecutarse en inmuebles que sean del dominio de cualquier órgano o servicio integrante de la Administración del Estado o que se encuentren bajo su administración.


Para estos efectos, los organismos a que se refiere el inciso segundo podrán otorgar mandatos a los Serviu o a las municipalidades para que celebren contratos de participación, como asimismo, los Serviu o las municipalidades podrán otorgarse mandatos recíprocamente.

Artículo 13, que pasa a ser 11


Artículo 11.- El Serviu o la municipalidad adjudicará el contrato de participación de acuerdo con el sistema de evaluación de las ofertas que se establezca en las bases respectivas, en el cual se atenderá, entre otros, a uno o más de los siguientes factores, según corresponda en cada caso:

a)
Monto de la inversión que efectuará el licitante;

b)
Plazo del contrato de participación;

c)
Estructura tarifaria;

d)
Calificación técnica del licitante;

e)
Calificación de otros servicios adicionales ofrecidos, si fueren estimados necesarios;

f)
Riesgos derivados de caso fortuito o fuerza mayor, que el licitante se compromete a asumir durante la vigencia del contrato de participación;

g)
Consideraciones de carácter ambiental y ecológico, si procediere, tales como belleza escénica, flora que se plantará en el predio, impacto que experimentará el entorno del inmueble durante la ejecución de las obras, u otras que se establezcan en las bases, y

h)
Puntaje adicional para el proponente, en el caso del inciso segundo del artículo 3º .

Artículo 14, que pasa a ser 12


El inciso segundo de este artículo pasa a ser párrafo segundo del inciso primero del 
artículo17, que pasa a ser 15.

Artículo 15, que pasa a ser 13


Artículo 13.- El contrato de participación es un acuerdo de voluntades celebrado conforme a las normas de esta ley, cuya finalidad es contribuir al desarrollo urbano. Mediante aquél las partes se obligan recíprocamente a entregarse una o más de las prestaciones señaladas en el artículo 6º y una o más de las contraprestaciones señaladas en el artículo 7º, durante un plazo determinado.


El adjudicatario de la licitación, en adelante el participante, dentro de los plazos que establezcan el reglamento o las bases de la licitación, deberá dar cumplimiento a las siguientes obligaciones:

a)
Constituir las garantías exigidas por las bases de la licitación;

b)
Constituir, cuando corresponda, una sociedad de giro exclusivo, cuyo objeto sea la ejecución, operación, mantención y/o explotación de las obras a que se refiere el contrato de participación, de conformidad con las leyes chilenas, en los casos y con los requisitos que el reglamento o las bases de la licitación establezcan;

c)
Suscribir ante notario público dos transcripciones de la resolución que adjudica la licitación y de los demás instrumentos que las bases o el reglamento establezcan, en señal de aceptación de su contenido. Uno de los ejemplares deberá protocolizarse ante el mismo notario dentro del plazo que fijen las bases de licitación, contado desde su publicación en el Diario Oficial. El otro ejemplar será entregado al Serviu o a la municipalidad correspondiente. Dichas transcripciones harán fe respecto de toda persona y tendrán mérito ejecutivo sin necesidad de reconocimiento previo. 


Las obligaciones señaladas en la letra c) deberán cumplirse una vez que se publique en el Diario Oficial la resolución que adjudica la licitación y después de cumplidos los requisitos establecidos en las letras a) y b).


En caso de incumplimiento de cualquiera de las obligaciones precedentes, dentro de los plazos establecidos en el reglamento o en las bases de la licitación, el adjudicante podrá dejar sin efecto la adjudicación, mediante resolución fundada.


En el evento de que se dejase sin efecto la adjudicación, el Serviu o la municipalidad, según corresponda, dentro del plazo de quince días contado desde la fecha de publicación de dicha resolución en el Diario Oficial, podrá llamar a una nueva licitación pública o invitar mediante licitación privada a los demás oferentes que se hubieren presentado a la licitación, con objeto de que mejoren o mantengan sus respectivas ofertas.

Párrafo segundo del inciso primero del artículo 17, que pasa a ser 15


Publicada dicha resolución, habilitará al concesionario para usar y gozar del bien respectivo y constituirá título suficiente para que el participante haga valer su derecho frente a terceros.

Artículo 24, que pasa a ser 22


Artículo 22.- Si el participante abandonare la obra o interrumpiere injustificadamente el servicio convenido, el Serviu o la municipalidad correspondiente, podrá solicitar a la Comisión Conciliadora, que lo autorice para proceder a la designación de un interventor. Para estos efectos, la Comisión Conciliadora actuará como Tribunal Arbitral. El interventor designado sólo tendrá las facultades de administración necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de participación. Cesará en su cargo en cuanto el participante manifieste por escrito la voluntad de reasumir sus obligaciones, y esta declaración sea aprobada por la Comisión Conciliadora. En todo caso, se entenderá que hay incumplimiento grave de las obligaciones del participante si transcurridos noventa días desde la designación del interventor, el participante no efectúa dicha declaración o si, habiendo manifestado tal voluntad y obtenido la aprobación de la Comisión Conciliadora, no reasume sus obligaciones. 


La Comisión podrá requerir a los tribunales de justicia el auxilio de la fuerza pública a fin de que se proceda a dar cumplimiento al contrato de participación mientras se encuentra pendiente la designación del interventor.


El interventor designado de conformidad a lo dispuesto en este artículo, responderá hasta de la culpa leve.

Artículo 28, que pasa a ser 26


Artículo 26.- El inicio de la explotación de la obra a que se refiere el contrato de participación será autorizada por el Serviu o la municipalidad, según corresponda, previa comprobación de que su ejecución se ajusta a las bases, especificaciones técnicas y demás antecedentes de la licitación.

Incisos primero y segundo del artículo 33, que pasa a ser 31


Artículo 31.- La declaración de incumplimiento grave del contrato de participación deberá ser solicitada a la Comisión Conciliadora por cualquiera de las partes contratantes, fundada en alguna de las causales establecidas en el respectivo contrato o en las respectivas bases de licitación. Dicha Comisión resolverá la solicitud en calidad de Tribunal Arbitral, conforme a lo preceptuado en el artículo 21.


Cuando el Tribunal Arbitral declare que el participante ha incurrido en incumplimiento grave del contrato, el Serviu o la municipalidad, previa autorización de dicho Tribunal, procederá a designar un interventor, que sólo tendrá las facultades para velar por el cumplimiento del contrato. El interventor responderá hasta de la culpa leve, y le serán aplicables las normas establecidas en el artículo 22, en lo que fuere pertinente.

V. ARTÍCULOS RECHAZADOS POR LA COMISIÓN.


La Comisión rechazó los artículos 5º y 9º del proyecto aprobado por el Senado, que se transcriben a continuación:

Artículo 5º


Artículo 5º.- Declarada desierta una licitación, se podrá adjudicar directamente el contrato de participación en caso que se presente un interesado que cumpla todos los requisitos exigidos en las bases de la licitación y siempre que su oferta no difiera en más de un diez por ciento del valor mínimo o máximo señalado en las respectivas bases.

Artículo 9º


Artículo 9º.- Las bases de cada licitación podrán considerar una o más de las prestaciones señaladas en el artículo 7°, con una o más de las contraprestaciones indicadas en el artículo precedente.

VI. CONSTANCIAS.


Conforme a lo dispuesto en el artículo 289 del Reglamento de la Corporación, se hace constar lo siguiente:

1.
Los artículos 20, que pasa a ser 18; 23 que pasa a ser 21, y 24, que pasa a ser 22, deben ser votados con quórum de ley orgánica constitucional, por tratarse de materias que dicen relación con las atribuciones de los Tribunales de Justicia.

2.
La Comisión determinó que el proyecto no requiere cumplir trámite en la Comisión de Hacienda.

3.
Los artículos 1º, 5º, 13, que pasa a ser 11; 14, que pasa a ser 12; 15, que pasa a ser 13; 17, que pasa a ser 15; 24, que pasa a ser 22; 28, que pasa a ser 26, y 33, que pasa a ser 31, fueron objeto de modificaciones en la discusión en particular.

4.
Los artículos 5º y 9º fueron suprimidos y no hubo indicaciones rechazadas por la Comisión.

5.
El proyecto fue aprobado en general por la unanimidad de los integrantes presentes. Por la misma votación fue aprobado en la discusión en particular, con excepción del artículo 4°, que fue aprobado por mayoría de votos.

VII. TEXTO DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN.

"TÍTULO I

DEL SISTEMA DE FINANCIAMIENTO COMPARTIDO


Artículo 1º.- Esta ley establece y regula el sistema de financiamiento urbano compartido, en adelante el Sistema, mediante el cual los Servicios de Vivienda y Urbanización y las municipalidades podrán celebrar con terceros contratos de participación, destinados a la adquisición de bienes o a la ejecución, operación y mantención de obras urbanas, a cambio de una contraprestación, que podrá consistir en otorgar a aquéllos derechos sobre bienes muebles o inmuebles, la explotación de uno o más inmuebles u obras o una suma de dinero.


Para estos efectos, los Servicios de Vivienda y Urbanización, en adelante los Serviu, deberán ceñirse a las políticas, planes y programas del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, y las municipalidades deberán actuar de conformidad a lo establecido en los respectivos planes de desarrollo comunal.


Las facultades que esta ley otorga a los Serviu y a las municipalidades se entenderán sin perjuicio de las atribuciones que correspondan a otros entes públicos en virtud de la legislación vigente.


Artículo 2º.- Para celebrar el contrato de participación regulado en la presente ley, los Serviu o las municipalidades, según corresponda, llamarán a licitación pública conforme a las normas del Título II de esta ley.


Previo al llamado a licitación se requerirá, si éste es efectuado por un Serviu, la autorización del respectivo secretario regional ministerial de Vivienda y Urbanismo. En tanto, si la convocatoria es efectuada por una municipalidad, el alcalde correspondiente deberá contar con el acuerdo del Concejo, en los casos que corresponda, con sujeción a lo establecido en el artículo 65 de la ley Nº 18.695.


Artículo 3º.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, cualquier persona natural o jurídica podrá proponer a los organismos señalados en el artículo 1º proyectos relativos a las obras y acciones a que alude el mismo precepto, los que serán estudiados y resueltos en la forma, plazos y condiciones que determine el reglamento. La decisión favorable no relevará a dichos organismos de la obligación de llamar a licitación para adjudicar el respectivo contrato de participación.


Con todo, las bases de la licitación podrán considerar un puntaje adicional en la evaluación de la oferta del proponente que participe en el proceso de licitación, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.


Para el caso que el adjudicatario no sea el proponente, las bases de la licitación podrán incluir la obligación del adjudicatario de reembolsar al proponente todo o parte de los costos de los estudios que éste debió realizar para elaborar su proposición, en la forma, modo y plazos que allí se establezcan. El proponente no podrá exigir otras compensaciones al Serviu o a la Municipalidad, según corresponda.


Artículo 4º.- Las licitaciones para adquirir bienes o para contratar la ejecución, operación y mantención de las obras singularizadas en el artículo 1º de esta ley y los contratos de participación que de ellas se originen, se regirán por las normas de este cuerpo legal y de su reglamento y por las bases de la respectiva licitación.


Artículo 5º.- Las obras cuya ejecución, operación y mantención se contraten mediante este sistema podrán ejecutarse en inmuebles que sean del dominio de los Serviu o de las municipalidades o que se encuentren bajo su administración. 


Dichas obras podrán también ejecutarse en inmuebles que sean del dominio de cualquier órgano o servicio integrante de la Administración del Estado o que se encuentren bajo su administración.


Para estos efectos, los organismos a que se refiere el inciso segundo podrán celebrar contratos de mandato a los Serviu o a las municipalidades para que celebren contratos de participación, como asimismo, los Serviu o las municipalidades podrán otorgarse mandatos recíprocamente.


Artículo 6º.- El sistema de financiamiento urbano compartido regulado por la presente ley, permitirá recibir del participante adjudicatario una o más de las siguientes prestaciones, según se establezca en las bases de la licitación:

a)
La ejecución, la operación o la mantención total o parcial de una obra por un período determinado;

b)
La entrega en propiedad de uno o más bienes inmuebles;

c)
La entrega en propiedad de uno o más bienes muebles que estén destinados a los fines del contrato de participación;

d)
El uso o goce, por un período determinado, de uno o más bienes inmuebles;

e)
El uso o goce, por un período de tiempo determinado, de uno o más bienes muebles que estén destinados a los fines del contrato de participación, y

f)
Una suma de dinero, adicionalmente a una o más de las anteriores.

Artículo 7º.- Mediante el sistema de financiamiento urbano compartido regulado por la presente ley, los organismos establecidos en el artículo 1º podrán entregar al participante una o más de las siguientes contraprestaciones, según se establezca en las bases de la licitación:

a)
La explotación total o parcial de uno o más bienes u obras por un período determinado, pudiendo percibir los beneficios de la explotación;

b)
El derecho al uso o goce de uno o más bienes muebles o inmuebles por un período determinado;

c)
La entrega en propiedad de uno o más bienes muebles o inmuebles, y

d)
Las establecidas en el artículo 1º.


Al celebrar o modificar un contrato de participación el Serviu o la municipalidad, según corresponda, deberá velar por la adecuada equivalencia de las prestaciones o contraprestaciones comprometidas.

TÍTULO II

DE LA LICITACIÓN


Artículo 8°.- La licitación exigida por el artículo 2º podrá ser nacional o internacional y a ella podrán presentarse personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que cumplan los requisitos y exigencias que establezca el reglamento de la presente ley y las bases de la licitación.


Dichas bases podrán consultar, en carácter de actuación preparatoria, la precalificación de los interesados, fijando las condiciones, requisitos y procedimientos que deberán observarse al efecto.


Artículo 9°.- Para participar en la licitación, el interesado deberá garantizar la seriedad de su oferta. La forma, monto y condiciones de la garantía serán los exigidos por el reglamento de la presente ley y por las bases de la licitación. Esta garantía no será susceptible de embargo ni de medida precautoria alguna.


Artículo 10.- Las bases de la respectiva licitación serán elaboradas por el Serviu o la municipalidad correspondiente.


Las bases contendrán, a lo menos, las siguientes menciones:

a)
Las condiciones, modalidades y etapas del proceso de licitación;

b)
Los procedimientos para efectuar consultas y aclaraciones sobre las bases de licitación;

c)
Los factores específicos de evaluación de las ofertas y los procedimientos de adjudicación de la licitación;

d)
El plazo para la calificación de las ofertas;

e)
El régimen de garantías, con señalamiento de su naturaleza y cuantía, plazos en que deben constituirse, plazos para su devolución, forma y oportunidad en que se harán efectivas;

f)
El régimen económico del contrato de participación y el reajuste de tarifas, en su caso;

g)
El plazo de vigencia del contrato de participación;

h)
Las normas que rigen la participación del acreedor de la prenda especial regulada por la presente ley, cuando corresponda;

i)
La naturaleza y singularización de la prestación que el licitante que se adjudique la licitación deberá entregar al Serviu o a la municipalidad, según corresponda. Si la prestación ofrecida es un factor a considerar para la adjudicación, deberá indicarse el mínimo solicitado;

j)
La naturaleza y singularización de la contraprestación que se otorgará al licitante que se adjudique la licitación. Si la contraprestación es un factor a considerar para la adjudicación, deberá indicarse el máximo ofrecido;

k)
La titularidad del dominio de los bienes involucrados y su régimen de administración;

l)
Los seguros que debe tomar el licitante a quien se adjudique la licitación, sus coberturas, montos y plazos;

m)
Los procedimientos de control del cumplimiento del contrato de participación;

n)
Monto, modalidades y alternativas de la indemnización señalada en el artículo 25 de la presente ley;

ñ)
El régimen de sanciones y multas aplicables en caso de incumplimiento del contrato de participación;

o)
Las causales de suspensión y extinción del contrato de participación;

p)
La forma en que se continuará con la mantención y explotación de la obra, según corresponda, en el evento de producirse alguna de las causales de suspensión o extinción del contrato de participación;

q)
Si se trata de una obra a ejecutarse en diversas etapas, deberá indicarse a cual de ellas corresponde la licitación, y 

r)
Si será obligación del licitante constituir una sociedad que cumpla con las características señaladas en el inciso segundo, letra b), del artículo 13 de la presente ley.


Artículo 11.- El Serviu o la municipalidad adjudicará el contrato de participación de acuerdo con el sistema de evaluación de las ofertas que se establezca en las bases respectivas, en el cual se atenderá, entre otros, a uno o más de los siguientes factores, según corresponda en cada caso:

a)
Monto de la inversión que efectuará el licitante;

b)
Plazo del contrato de participación;

c)
Estructura tarifaria;

d)
Calificación técnica del licitante;

e)
Calificación de otros servicios adicionales ofrecidos, si fueren estimados necesarios;

f)
Riesgos derivados de caso fortuito o fuerza mayor, que el licitante se compromete a asumir durante la vigencia del contrato de participación;

g)
Consideraciones de carácter ambiental y ecológico, si procediere, tales como belleza escénica, flora que se plantará en el predio, impacto que experimentará el entorno del inmueble durante la ejecución de las obras, u otras que se establezcan en las bases, y

h)
Puntaje adicional para el proponente, en el caso del inciso segundo del artículo 3º .


Artículo 12.- La adjudicación de la licitación se efectuará mediante resolución del Director del Serviu o del alcalde, según corresponda, la que se publicará en el Diario Oficial. 

TÍTULO III

DEL CONTRATO DE PARTICIPACIÓN


Artículo 13.- El contrato de participación es un acuerdo de voluntades celebrado conforme a las normas de esta ley, cuya finalidad es contribuir al desarrollo urbano. Mediante aquél las partes se obligan recíprocamente a entregarse una o más de las prestaciones señaladas en el artículo 6º y una o más de las contraprestaciones señaladas en el artículo 7º, durante un plazo determinado.


El adjudicatario de la licitación, en adelante el participante, dentro de los plazos que establezcan el reglamento o las bases de la licitación, deberá dar cumplimiento a las siguientes obligaciones:

a)
Constituir las garantías exigidas por las bases de la licitación;

b)
Constituir, cuando corresponda, una sociedad de giro exclusivo, cuyo objeto sea la ejecución, operación, mantención y/o explotación de las obras a que se refiere el contrato de participación, de conformidad con las leyes chilenas, en los casos y con los requisitos que el reglamento o las bases de la licitación establezcan;

c)
Suscribir ante notario público dos transcripciones de la resolución que adjudica la licitación y de los demás instrumentos que las bases o el reglamento establezcan, en señal de aceptación de su contenido. Uno de los ejemplares deberá protocolizarse ante el mismo notario dentro del plazo que fijen las bases de licitación, contado desde su publicación en el Diario Oficial. El otro ejemplar será entregado al Serviu o a la municipalidad correspondiente. Dichas transcripciones harán fe respecto de toda persona y tendrán mérito ejecutivo sin necesidad de reconocimiento previo. 


Las obligaciones señaladas en la letra c) deberán cumplirse una vez que se publique en el Diario Oficial la resolución que adjudica la licitación y después de cumplidos los requisitos establecidos en las letras a) y b).


En caso de incumplimiento de cualquiera de las obligaciones precedentes, dentro de los plazos establecidos en el reglamento o en las bases de la licitación, el adjudicante podrá dejar sin efecto la adjudicación, mediante resolución fundada.


En el evento de que se dejase sin efecto la adjudicación, el Serviu o la municipalidad, según corresponda, dentro del plazo de quince días contado desde la fecha de publicación de dicha resolución en el Diario Oficial, podrá llamar a una nueva licitación pública o invitar mediante licitación privada a los demás oferentes que se hubieren presentado a la licitación, con objeto de que mejoren o mantengan sus respectivas ofertas.


Artículo 14.- El participante deberá constituir una garantía de fiel cumplimiento del contrato, por el monto y en la oportunidad, forma y condiciones que establezcan las bases de la licitación.


Artículo 15.- El contrato se entenderá perfeccionado una vez publicada en el Diario Oficial la resolución de adjudicación del Director del Serviu o del alcalde, según corresponda. Publicada dicha resolución, habilitará al participante para usar y gozar del bien respectivo y constituirá título suficiente para que aquél haga valer su derecho frente a terceros.


Sólo una vez perfeccionado el contrato de participación, y previa autorización expresa del Serviu o de la municipalidad, según corresponda, el participante podrá transferir el contrato de participación o los derechos emanados de éste.


La transferencia del contrato de participación deberá siempre ser total, comprendiendo todos los derechos y obligaciones emanados del contrato y sólo podrá hacerse a una persona natural o jurídica que cumpla con los requisitos para ser adjudicatario, que no esté inhabilitada y dé cumplimiento a las obligaciones señaladas en el inciso segundo del artículo 13 de la presente ley.


El Serviu y las municipalidades tendrán un plazo de sesenta días contado desde la fecha de ingreso de la solicitud en sus oficinas, para autorizar o denegar la transferencia del contrato, mediante resolución fundada. Si transcurrido el plazo antes indicado, no se hubiere dictado dicha resolución, se entenderá denegada la autorización.

Artículo 16.- Establécese una prenda especial, sin desplazamiento, de los bienes o derechos objeto del contrato, en aquellos casos en que la obligación del participante comprenda la ejecución, operación o mantención total o parcial de una obra, y su retribución consista en la explotación total o parcial de la misma por un período de tiempo determinado. Esta prenda tendrá por objeto garantizar las obligaciones financieras que el participante contraiga para financiar la ejecución, operación, mantención y explotación de la obra. La prenda podrá recaer sobre los derechos que para el participante emanen del contrato, los bienes muebles de su propiedad y los ingresos que provengan de la explotación de la obra.


La prenda a que se refiere el inciso anterior deberá constituirse por escritura pública e inscribirse en el Registro de Prenda Industrial del Conservador de Bienes Raíces del domicilio del Serviu o de la Municipalidad y en el del participante, si fueren distintos. Además, deberá anotarse al margen de la inscripción de la sociedad participante en el Registro de Comercio. 


A esta prenda serán aplicables, en lo que no fueren incompatibles con las normas de esta ley, las disposiciones contenidas en los artículos 25, inciso primero, 30, 31, 32, 33, 36, 37, 38, 40, 42, 43, 44, 46, 48, 49 y 50 de la ley Nº 5.687, sobre Prenda Industrial.


Artículo 17.- En el remate de los bienes o derechos prendados, la adjudicación sólo podrá efectuarse en favor de quienes cumplan con los requisitos para ser licitante, establecidos en esta ley, en su reglamento y en las bases de licitación.


La contravención a lo dispuesto en el inciso anterior producirá la nulidad del remate, la que deberá ser declarada por la vía incidental, por el mismo juez que esté conociendo del juicio ejecutivo.


Artículo 18.- Los litigios a que diere lugar la constitución y ejecución de la prenda consagrada en el artículo 16, que deriven de un contrato de participación celebrado con un Serviu, serán de competencia del juez de letras de asiento de la Corte de Apelaciones en cuyo territorio estuviere emplazada la obra. Si el litigio derivare de una prenda relativa a un contrato de participación celebrado con un municipio, será competente el juez de letras que corresponda a la respectiva comuna.

TÍTULO IV

DE LAS INSPECCIONES, SANCIONES Y MULTAS


Artículo 19.- Corresponderá al Serviu o a la municipalidad, según el caso, la inspección y vigilancia del cumplimiento de las obligaciones del participante, en todas las etapas del contrato, como asimismo la aplicación de las sanciones y multas previstas en la presente ley, en su reglamento y en las bases de licitación.


Artículo 20.- El participante responderá de los daños que con motivo del contrato de participación se ocasionen a terceros, a menos que sean imputables a medidas impuestas por el Serviu o por la municipalidad, según corresponda, con posterioridad a la suscripción del contrato.

TÍTULO V

DE LA SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS Y 

DE LA QUIEBRA DEL PARTICIPANTE


Artículo 21.- Las controversias que se produzcan entre las partes con motivo del contrato de participación, se someterán al conocimiento y resolución de una Comisión Conciliadora, integrada por un profesional designado por el Director del Serviu o la municipalidad, según corresponda, un profesional designado por el participante y otro nombrado de común acuerdo por las partes, quien la presidirá. A falta de acuerdo, este último será designado por el juez de letras señalado en el artículo 18 el que deberá sujetarse al procedimiento de designación de peritos establecido en el Código de Procedimiento Civil, sin que los interesados puedan oponerse a la designación. El recurso de apelación procederá siempre en el solo efecto devolutivo.


Los integrantes de la Comisión Conciliadora deberán ser designados dentro del plazo de sesenta días contado desde la suscripción del contrato, sin perjuicio de que puedan ser reemplazados cuando ello sea necesario o se estime conveniente. La Comisión Conciliadora deberá determinar sus normas y procedimientos, debiendo contemplar, en todo caso, la audiencia de las partes y los mecanismos para recibir las pruebas y antecedentes que éstas aporten, el modo en que se le formularán las solicitudes y el mecanismo de notificación que utilizará para poner en conocimiento de las partes las resoluciones o decisiones que adopte.

Los acreedores a cuyo favor se hubiere constituido la prenda establecida en el artículo 16 de esta ley, serán admitidos en los procedimientos a que diere lugar el funcionamiento de la Comisión Conciliadora, en calidad de terceros independientes, siempre que tuvieren un interés comprometido.


La Comisión Conciliadora, a solicitud del reclamante, podrá decretar la suspensión de los efectos de la actuación materia del reclamo.


La Comisión Conciliadora buscará la conciliación entre las partes, formulando proposiciones para ello. Si la conciliación no se produce en el plazo de treinta días, cualquiera de las partes podrá solicitarle, en el plazo de diez días, que se constituya en Tribunal Arbitral. Vencido dicho plazo, si no se solicitare la constitución del Tribunal Arbitral, quedará firme la última proposición de la Comisión Conciliadora.


El Tribunal Arbitral actuará como árbitro arbitrador, de acuerdo a las normas que para dichos árbitros fija el artículo 223 del Código Orgánico de Tribunales y tendrá el plazo de treinta días para resolver, plazo durante el cual se mantendrá la suspensión de los efectos de la actuación reclamada, en su caso. En contra de la sentencia arbitral, se podrán interponer los recursos de apelación y de casación en la forma, de acuerdo a lo previsto en el artículo 239 del Código Orgánico de Tribunales.


Las opiniones que los miembros de la Comisión Conciliadora hubieren emitido en su carácter de tales, no los inhabilitarán para desempeñarse como árbitros.


Artículo 22.- Si el participante abandonare la obra o interrumpiere injustificadamente el servicio convenido, el Serviu o la municipalidad correspondiente, podrá solicitar a la Comisión Conciliadora, que lo autorice para proceder a la designación de un interventor. Para estos efectos, la Comisión Conciliadora actuará como Tribunal Arbitral. El interventor designado sólo tendrá las facultades de administración necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de participación. Cesará en su cargo en cuanto el participante manifieste por escrito la voluntad de reasumir sus obligaciones, y esta declaración sea aprobada por la Comisión Conciliadora. En todo caso, se entenderá que hay incumplimiento grave de las obligaciones del participante si transcurridos noventa días desde la designación del interventor, el participante no efectúa dicha declaración o si, habiendo manifestado tal voluntad y obtenido la aprobación de la Comisión Conciliadora, no reasume sus obligaciones. 


La Comisión podrá requerir a los tribunales de justicia el auxilio de la fuerza pública a fin de que se proceda a dar cumplimiento al contrato de participación mientras se encuentra pendiente la designación del interventor.


El interventor designado de conformidad a lo dispuesto en este artículo, responderá hasta de la culpa leve.


Artículo 23.- En caso de quiebra del participante, la primera junta ordinaria de acreedores deberá pronunciarse, a proposición del síndico o de dos o más acreedores, si opta por subastar los derechos del participante emanados del contrato de participación o por la continuación del mismo. Si no hubiere acuerdo sobre una u otra de estas alternativas, deberá procederse a la subasta del contrato de participación.


Las bases de la subasta deberán respetar los términos, beneficios y condiciones del contrato de participación primitivo. El mínimo de las posturas no podrá ser inferior a los dos tercios del monto de la deuda contraída en la primera subasta, ni inferior a la mitad de dicho monto en la segunda. A falta de postores se efectuará una tercera subasta sin mínimo.


La adjudicación del contrato de participación se ajustará a lo previsto en el artículo 13 de esta ley.


En el evento que la junta de acreedores acordare la continuación del contrato de participación, éste se entenderá prorrogado por el plazo que reste del contrato de participación primitivo.


En caso de quiebra, el Serviu o la municipalidad, según corresponda, nombrará un representante para que, actuando coordinadamente con el síndico y la junta de acreedores, vele por el cumplimiento del objeto del contrato de participación.

TÍTULO VI

DE LA DURACIÓN, SUSPENSIÓN Y EXTINCIÓN 

DEL CONTRATO DE PARTICIPACIÓN


Artículo 24.- Las bases de la respectiva licitación podrán fijar el plazo del contrato de participación y la forma de computarlo, o establecer que el plazo sea el ofrecido por el adjudicatario del contrato.


Artículo 25.- El Serviu o la municipalidad, según corresponda, desde que se perfeccione el contrato de participación, podrá modificar por razones de interés público, las características de la obra, de su ejecución, mantención, operación o explotación. En tal caso, deberá compensar al participante con la indemnización pertinente si éste hubiere experimentado perjuicio con motivo de las modificaciones introducidas, acordando con aquél indemnizaciones que podrán expresarse en el plazo del contrato, en las tarifas, y en cambios en las prestaciones y contraprestaciones propias del contrato de participación. Las controversias que se suscitaren a este respecto, se sujetarán a lo establecido en el artículo 21 de esta ley.


Artículo 26.- El inicio de la explotación de la obra a que se refiere el contrato de participación será autorizada por el Serviu o la municipalidad, según corresponda, previa comprobación de que su ejecución se ajusta a las bases, especificaciones técnicas y demás antecedentes de la licitación.


Artículo 27.- Una vez concluido el plazo del contrato de participación, el bien objeto del mismo será restituido al Serviu o a la municipalidad, según corresponda, el que podrá disponer de dicho bien en conformidad a la legislación vigente. Tratándose de bienes de dominio o bajo la administración de otro ente público, éstos serán devueltos a los respectivos entes.


Artículo 28.- Expirado el contrato de participación, el participante estará facultado para retirar las mejoras que hubiere introducido en el bien objeto del mismo y que no formen parte del contrato de participación, siempre que puedan separarse sin detrimento. El Serviu o la municipalidad, según corresponda, podrá optar por quedarse con esas mejoras pagando su justo precio. Este derecho deberá ejercerse con treinta días de anticipación, a lo menos, a la fecha en que deba restituirse el bien objeto del contrato de participación. Si no hubiere acuerdo entre las partes en cuanto al precio, forma y oportunidad de su pago, ello será determinado conforme a lo establecido en el artículo 21 de la presente ley.


Las mejoras introducidas que no puedan separarse sin detrimento, quedarán a beneficio del Serviu o de la municipalidad, según corresponda, sin obligación alguna de reembolso o indemnización, a menos que las bases de licitación establezcan lo contrario.


Lo dispuesto en el presente artículo se aplicará igualmente a los otros entes públicos, tratándose de bienes de su dominio o bajo su administración.


Artículo 29.- El contrato de participación quedará suspendido temporalmente en los siguientes casos:

a)
Por guerra externa, conmoción interior o fuerza mayor que impidan su cumplimiento;

b)
Por destrucción parcial del bien objeto del contrato de participación que impida su utilización, y

c)
Por cualquiera otra causa prevista en las bases de la licitación.


Artículo 30.- El contrato de participación se extinguirá por las siguientes causas:

a)
Por expiración del plazo de su vigencia;

b)
Por acuerdo mutuo de las partes;

c)
Por incumplimiento grave de las obligaciones de las partes, y

d)
Por cualquier otra causa prevista en las bases de la licitación.


Tratándose de la causal prevista en la letra b) precedente, el Serviu o la municipalidad, según corresponda, sólo podrá concurrir al acuerdo si los acreedores a cuyo favor se hubiere constituido la prenda a que se refiere el artículo 16 de esta ley, consintieren en alzar este gravamen o aceptaren, previamente y por escrito, su extinción anticipada.


Artículo 31.- La declaración de incumplimiento grave del contrato de participación deberá ser solicitada a la Comisión Conciliadora por cualquiera de las partes contratantes, fundada en alguna de las causales establecidas en el respectivo contrato o en las respectivas bases de licitación. Dicha Comisión resolverá la solicitud en calidad de Tribunal Arbitral, conforme a lo preceptuado en el artículo 21.


Cuando el Tribunal Arbitral declare que el participante ha incurrido en incumplimiento grave del contrato, el Serviu o la municipalidad, previa autorización de dicho Tribunal, procederá a designar un interventor, que sólo tendrá las facultades para velar por el cumplimiento del contrato. El interventor responderá hasta de la culpa leve, y le serán aplicables las normas establecidas en el artículo 22, en lo que fuere pertinente.


El Serviu o la municipalidad, según corresponda, dentro del plazo de 180 días, contado desde la declaración a que alude el inciso anterior, deberá llamar a una nueva licitación pública o a una licitación privada de acuerdo a lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 13 de esta ley. Las bases de esta nueva licitación establecerán los requisitos que deberá cumplir el nuevo participante, los que, en ningún caso, podrán ser más gravosos que los impuestos al participante original. Al asumir el nuevo participante, cesará de pleno derecho en sus funciones el interventor designado en virtud de lo dispuesto en el inciso anterior.


La extinción del contrato de participación por declaración de incumplimiento grave de las obligaciones del participante, hará exigibles los créditos que se encuentren garantizados con la prenda establecida en el artículo 16 de esta ley, los que se harán efectivos en el producto de la licitación con preferencia a cualquier otro crédito, siendo el remanente, si lo hubiere, de propiedad del primitivo participante.


La extinción del contrato de participación por declaración de incumplimiento grave de las obligaciones del Serviu o de la municipalidad dará derecho al pago del daño patrimonial sufrido por el participante.

TÍTULO VII

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 32.- Los plazos de días establecidos en las bases de las licitaciones que se fijen de acuerdo a la presente ley y los estipulados en los contratos de participación, se entenderán de días corridos, salvo que expresamente se señale que son de días hábiles.


Artículo 33.- La suscripción de un contrato de participación no limitará al Serviu o a la municipalidad, según corresponda, para celebrar nuevos contratos o ejecutar nuevas obras o intervenciones urbanas, ni tales acciones generarán derecho a compensación alguna en favor del participante, salvo que se afecten gravemente los derechos contenidos en el contrato.


Artículo 34.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley Nº 1.305, de 1975:

1.
Agrégase en el artículo 12, la siguiente letra n), nueva, reemplazando previamente por un punto y coma (;) el punto (.) con que finaliza la letra m):


“n) Informar técnicamente los planes, proyectos y programas correspondientes al sistema de financiamiento urbano compartido, que propongan los Servicios de Vivienda y Urbanización.”.

2.
Agréganse en el artículo 28, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Mediante el sistema de financiamiento urbano compartido, los Servicios de Vivienda y Urbanización podrán adquirir bienes o contratar con terceros la ejecución, operación y mantención de obras de equipamiento comunitario, remodelaciones, áreas verdes, parques industriales, vías urbanas, infraestructura urbana y, en general, de aquellas obras cuya ejecución y mantención les competa, ciñéndose a las políticas, planes y programas del Ministerio de Vivienda y Urbanismo y de acuerdo con la ley respectiva.


Lo dispuesto en el inciso anterior se entenderá sin perjuicio de las atribuciones que les correspondan a otros entes públicos en virtud de la legislación vigente.”.”.
-o-


Se designó diputado informante al señor Hales, don Patricio.


Sala de la Comisión, a 16 de octubre de 2002.


Tratado y acordado en sesiones celebradas los días 7, 14 y 21 de agosto, 4 y 11 de septiembre, 9 y 16 de octubre de 2002, con asistencia de la señora Caraball, doña Eliana (Presidenta), y de los señores Aguiló, don Sergio; Galilea, don José Antonio; Hales, don Patricio; Jiménez, don Jaime; Norambuena, don Iván; Pérez, don Aníbal; Pérez, doña Lily; Robles, don Alberto, y Tapia, don Boris.


Concurrió, por la vía del reemplazo, el señor Hernández, don Javier.


(Fdo.): ELENA MELÉNDEZ URENDA, Abogado Secretaria de la Comisión”.







PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente.


� 	Los incisos cuarto y quinto del artículo 1°, disponen: “El Estado está al servicio de la persona humana y su finalidad es promover el bien común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible, con pleno respeto a los derechos y garantías que esta Constitución establece.


	Es deber del Estado resguardar la seguridad nacional, dar protección a la población y a la familia, propender al fortalecimiento de ésta, promover la integración armónica de todos los sectores de la Nación y asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional”.


� 	La normativa sobre concesiones de obras públicas está contenida en el decreto con fuerza de ley �N° 164, del Ministerio de Obras Públicas, de 1991, cuyo texto refundido está contenido en el decreto supremo N° 900, del mismo Ministerio, de 1996.


� 	Cita, a modo de ejemplo, la mantención de un parque de atracciones a cambio de su explotación por un plazo determinado; la construcción de un parque a cambio del derecho a explotar canchas de fútbol, o la remodelación de edificios institucionales a cambio de terrenos prescindibles del Serviu o de los municipios.


� 	El inciso quinto del artículo 44 del Código Civil, dispone: “Culpa o descuido levísimo es la falta de aquella esmerada diligencia que un hombre juicioso emplea en la administración de sus negocios importantes. Esta especie de culpa se opone a la suma diligencia o cuidado”.


� 	El artículo 7º de la ley Nº 18.695, cuyo texto refundido fue aprobado por el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, de 2002, establece: “El plan comunal de desarrollo, instrumento rector del desarrollo en la comuna. contemplará las acciones orientadas a satisfacer las necesidades de la comunidad local y a promover su avance social, económico y cultural. Su vigencia mínima será de cuatro años, sin que necesariamente deba coincidir con el período de desempeño de las autoridades municipales electas por la ciudadanía. Su ejecución deberá someterse a evaluación periódica, dando lugar a los ajustes y modificaciones que correspondan.


	En todo caso, en la elaboración y ejecución del plan comunal de desarrollo, tanto el alcalde como el Concejo deberán tener en cuenta la participación ciudadana y la necesaria coordinación con los demás servicios públicos que operen en el ámbito comunal o ejerzan competencias en dicho ámbito”.


� 	Ver nota 4.


� 	Los incisos tercero y cuarto del artículo 44 del Código Civil, prescriben: “Culpa leve, descuido leve, descuido ligero, es la falta de aquella diligencia y cuidado que los hombres emplean ordinariamente en sus negocios propios. Culpa o descuido, sin otra calificación, significa culpa o descuido leve. Esta especie de culpa se opone a la diligencia o cuidado ordinario o mediano.


	El que debe administrar un negocio como un buen padre de familia es responsable de esta especie de culpa”.


� 	Ver citas números 4 y 7.
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